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SECCIÓN LEGISLATIVA

D E C R E T O

La LXII Legislatura del Congreso del Estado de Campeche decreta:

NÚMERO  49

Siendo los dieciocho días del mes de marzo del año dos mil dieciséis, se clausura el tercer período extraordinario de 
sesiones del primer receso del primer año de ejercicio constitucional de la LXII Legislatura del Congreso del Estado de 
Campeche.

Dado en el Salón de Sesiones del Palacio Legislativo, en la ciudad de San Francisco de Campeche, Campeche, a los 
dieciocho días del mes de marzo del año dos mil dieciséis.

C. Ramón Martín Méndez Lanz, Diputado Presidente.-  C. Laura Baqueiro Ramos, Diputada Secretaria.- C. 
Manuel Alberto Ortega Lliteras, Diputado Secretario.- Rúbricas-

PODER EJECUTIVO
DECRETO PROMULGATORIO

RAFAEL ALEJANDRO MORENO CÁRDENAS, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Campeche, 
mediante el presente Decreto, se hace saber a los habitantes del Estado de Campeche:

Que la LXII Legislatura del H. Congreso Constitucional del Estado Libre y Soberano de Campeche me ha dirigido 
el Decreto número 49, por lo que, en cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 48, 49 y 71, fracción XVIII, de 
la Constitución Política del Estado de Campeche, lo sanciono, mando se imprima, publique y circule para su debida 
observancia.

Este Decreto es dado en el Palacio de Gobierno del Estado, en San Francisco de Campeche, Municipio y Estado de 
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Campeche, a los veintidós días del mes de marzo del año dos mil dieciséis.

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO, LIC. RAFAEL ALEJANDRO MORENO CÁRDENAS.- EL 
SECRETARIO DE GOBIERNO, LIC. CARLOS MIGUEL AYSA GONZÁLEZ. RÚBRICAS.-

D E C R E T O

La LXII Legislatura del Congreso del Estado de Campeche decreta:

Número 52

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Campeche, 
para quedar como sigue:

LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL 
ESTADO DE CAMPECHE

TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en todo el territorio del Estado 
de Campeche y tiene por objeto establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar el derecho 
de acceso a la información, así como la organización y funcionamiento del organismo garante señalado en el artículo 
125 bis de la Constitución Política del Estado de Campeche.

El derecho humano de acceso a la información comprende la facultad de las personas para solicitar, difundir, investigar, 
buscar y recibir información pública, así como la obligación de los sujetos obligados de difundir, de manera proactiva, 
la información pública de oficio, las obligaciones en materia de transparencia y en general, toda aquella información 
que se considere de interés público.

A ninguna persona podrá coartarse su derecho humano de acceso a la información, así como tampoco será objeto de 
inquisición judicial o administrativa, ni podrá restringirse este derecho por vías o medios directos o indirectos, salvo 
en los casos que expresamente disponen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la presente Ley y la demás normatividad aplicable en la materia.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, los lineamientos que determine el Sistema 
Nacional de Transparencia, la Constitución Política del Estado de Campeche, la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII 
de la Constitución Política del Estado de Campeche, y demás disposiciones relacionadas con el derecho de acceso 
a la información y la protección de datos personales, se aplicarán de manera supletoria en lo no previsto por esta ley. 

Artículo 2.- Son objetivos de esta Ley:
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I. Establecer las bases mínimas que regirán los procedimientos para garantizar el ejercicio del derecho de 
acceso a la información;

II. Establecer procedimientos y condiciones homogéneas en el ejercicio del derecho de acceso a la información, 
mediante procedimientos sencillos y expeditos;

III. Regular los medios de impugnación ante la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
así como establecer la facultad de la Comisión para promover acciones de inconstitucionalidad en materia de 
transparencia;

IV. Establecer las bases y la información de interés público que se debe difundir proactivamente;
V. Promover, fomentar y difundir la cultura de la transparencia en el ejercicio de la función pública, el acceso 

a la información, la participación ciudadana, así como la rendición de cuentas, a través del establecimiento 
de políticas públicas y mecanismos que garanticen la publicidad de información oportuna, verificable, 
comprensible, actualizada y completa, que se difunda en los formatos más adecuados y accesibles para todo 
el público y atendiendo en todo momento las condiciones sociales, económicas y culturales de cada región;

VI. Promover y propiciar la participación ciudadana en la toma de decisiones públicas a fin de contribuir a la 
consolidación de la democracia; y

VII. Establecer los mecanismos para garantizar el cumplimiento y la efectiva aplicación de las medidas de apremio 
y las sanciones establecidas en la presente Ley.

Artículo 3.- Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

I.    Ajustes Razonables: Modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga 
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con 
discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de los derechos humanos;

II.    Áreas: Instancias que cuentan o puedan contar con la información. En los casos del sector público, serán 
aquellas que estén previstas en el reglamento interior, estatuto orgánico respectivo o equivalentes;

III.    Comisión: La Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Campeche. 
Órgano garante en el Estado; 

IV.    Comisionado: Cada uno de los integrantes del Pleno de la Comisión;
V.    Comité de Transparencia: Órgano colegiado constituido al interior de cada sujeto obligado, con las 

funciones que señala el artículo 49 de la presente Ley;
VI.    Consejo Nacional: Consejo del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 

de Datos Personales;
VII.    Consejo Consultivo: Consejo Consultivo de la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Campeche;
VIII.    Constitución Federal: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

IX.    Datos abiertos: Los datos digitales de carácter público que son accesibles en línea que pueden ser 
usados, reutilizados y redistribuidos por cualquier interesado y que tienen las siguientes características:

a) Accesibles: Los datos están disponibles para la gama más amplia de usuarios, para cualquier 
propósito;

b) Integrales: Contienen el tema que describen a detalle y con los metadatos necesarios;
c) Gratuitos: Se obtienen sin entregar a cambio contraprestación alguna;
d) No discriminatorios: Los datos están disponibles para cualquier persona, sin necesidad de registro;
e) Oportunos: Son actualizados, periódicamente, conforme se generen;
f) Permanentes: Se conservan en el tiempo, para lo cual las versiones históricas relevantes para uso 

público se mantendrán disponibles con identificadores adecuados al efecto;
g) Primarios: Provienen de la fuente de origen con el máximo nivel de desagregación posible;
h) Legibles por máquinas: Deberán estar estructurados, total o parcialmente, para ser procesados e 

interpretados por equipos electrónicos de manera automática; 
i) En formatos abiertos: Los datos estarán disponibles con el conjunto de características técnicas y 

de presentación que corresponden a la estructura lógica usada para almacenar datos en un archivo 
digital, cuyas especificaciones técnicas están disponibles públicamente, que no suponen una 
dificultad de acceso y que su aplicación y reproducción no estén condicionadas a contraprestación 
alguna; 

j) De libre uso: Citan la fuente de origen como único requerimiento para ser utilizados libremente.

X.    Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, 
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directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas, o 
bien cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los 
sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los 
documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático 
u holográfico;

XI.    Expediente: Unidad documental constituida por uno o varios documentos de archivo, ordenados y 
relacionados por un mismo asunto, actividad o trámite de los sujetos obligados;

XII.    Formatos Abiertos: Conjunto de características técnicas y de presentación de la información que 
corresponden a la estructura lógica usada para almacenar datos de forma integral y facilitan su procesamiento 
digital, cuyas especificaciones están disponibles públicamente y que permiten el acceso sin restricción de 
uso por parte de los usuarios;

XIII.    Formatos Accesibles: Cualquier manera o forma alternativa que dé acceso a los solicitantes de 
información, en forma tan viable y cómoda como la de las personas sin discapacidad ni otras dificultades 
para acceder a cualquier texto impreso y/o cualquier otro formato convencional en el que la información 
pueda encontrarse;

XIV.    Información de interés público: Se refiere a la información que resulta relevante o beneficiosa para la 
sociedad y no simplemente de interés individual, cuya divulgación resulta útil para que el público comprenda 
las actividades que llevan a cabo los sujetos obligados;

XV.    Instituto: El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales;
XVI.    Ley General: La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública;

XVII.    Plataforma Nacional: La Plataforma Nacional de Transparencia;
XVIII.    Pleno: Órgano superior de la Comisión integrado por los Comisionados;

XIX.    Sistema Nacional: Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales;

XX.   Sujetos obligados: Cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial, los Ayuntamientos y sus órganos administrativos auxiliares y paramunicipales; órganos 
autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier persona física, moral o 
sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, 
y los organismos de la sociedad civil constituidos conforme a las leyes mexicanas, por lo que concierne 
únicamente a las obligaciones de transparencia que les sean aplicables;

XXI.    Unidad de Medida y Actualización: Unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar 
la cuantía del pago de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales y estatales, así como de 
las disposiciones jurídicas que emanen de las anteriores;

XXII.    Unidad de Transparencia: Área responsable, en cada sujeto obligado, de atender y dar trámite a las 
solicitudes de acceso a la información; y

XXIII.    Versión Pública: Documento o expediente en el que se da acceso a información eliminando u omitiendo 
las partes o secciones clasificadas.

Artículo 4.- El Estado garantizará el efectivo acceso de toda persona a la información en posesión de los sujetos 
obligados, a través de los procedimientos establecidos en la materia.

Artículo 5.- El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios 
establecidos en la Constitución Federal, los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, la Ley 
General y la presente Ley.

En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a 
los dispuesto en la Constitución Federal, en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así 
como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos 
nacionales e internacionales, en materia de transparencia.

Artículo 6.- Los criterios de interpretación que emita el Instituto, en los términos de la Ley General, tendrán el carácter 
de orientador para la Comisión.

Artículo 7.- La aplicación de las disposiciones contenidas en la presente Ley corresponde a la Comisión y su 
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observancia a los sujetos obligados.

CAPÍTULO II
DE LOS PRINCIPIOS GENERALES

SECCIÓN PRIMERA
DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA 

COMISIÓN                                                                                                                                                                                                                                                      

Artículo 8.-La Comisión, como organismo garante del derecho de acceso a la información, deberá regir su 
funcionamiento de acuerdo a los siguientes principios:

I. Certeza: Principio que otorga seguridad y certidumbre jurídica a los particulares, en virtud de que permite 
conocer si las acciones de la Comisión son apegadas a derecho y garantiza que los procedimientos sean 
completamente verificables, fidedignos y confiables;

II.  Eficacia: Obligación de la Comisión para tutelar, de manera efectiva, el derecho de acceso a la información;
III.  Imparcialidad: Cualidad que debe tener la Comisión respecto de sus actuaciones de ser ajenos o extraños 

a los intereses de las partes en controversia y resolver sin favorecer indebidamente a ninguna de ellas;
IV. Independencia: Cualidad que debe tener la Comisión para actuar sin supeditarse a interés, autoridad o 

persona alguna;
V.  Legalidad: Obligación de la Comisión de ajustar su actuación, que funde y motive sus resoluciones y actos 

en las normas aplicables;
VI. Máxima Publicidad: Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, 

oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además 
legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática;

VII. Objetividad: Obligación de la Comisión de ajustar su actuación a los presupuestos de ley que deben ser 
aplicados al analizar el caso en concreto y resolver todos los hechos, prescindiendo de las consideraciones 
y criterios personales;

VIII. Profesionalismo: Los servidores públicos que laboren en la Comisión deberán sujetar su actuación a 
conocimientos técnicos, teóricos y metodológicos que garanticen un desempeño eficiente y eficaz en el 
ejercicio de la función pública que tienen encomendada; y

IX.   Transparencia: Obligación de la Comisión de dar publicidad a las deliberaciones y actos relacionados con 
sus atribuciones, así como dar acceso a la información que generen.

SECCIÓN SEGUNDA
DE LOS PRINCIPIOS EN MATERIA DE TRANSPARENCIA Y 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Artículo 9.- En el ejercicio, tramitación e interpretación de la presente Ley y demás normatividad aplicable, los sujetos 
obligados y la Comisión deberán atender a los principios señalados en la presente Sección.

Artículo 10.- Es obligación de la Comisión establecer las medidas pertinentes para asegurar el acceso a la información 
de todas las personas en igualdad de condiciones con las demás.

Artículo 11.- Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos 
obligados es pública y será completa, oportuna y accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos 
los medios, acciones y esfuerzos disponibles, en los términos y condiciones que establezca la Ley General, la presente 
Ley y demás normatividad aplicable.

La información a la que hace referencia el párrafo anterior estará sujeta a un claro régimen de excepciones, que 
deberán estar definidas, ser legítimas y estrictamente necesarias.

Artículo 12.- En la generación, publicación y entrega de información se deberá garantizar que ésta sea accesible, 
confiable, verificable, veraz, oportuna y atenderá las necesidades del derecho de acceso a la información de toda 
persona.
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Los sujetos obligados buscarán, en todo momento, que la información generada tenga un lenguaje sencillo para 
cualquier persona y se procurará, en la medida de lo posible, su accesibilidad y traducción a lenguas indígenas.

Artículo 13.- La Comisión, en el ámbito de sus atribuciones, deberá suplir cualquier deficiencia para garantizar el 
ejercicio del derecho de acceso a la información.

Artículo 14.-Toda persona tiene derecho a que se garantice su derecho de acceso a la información, sin discriminación 
por motivo de origen étnico, género, edad, discapacidad, condición social, condiciones de salud, religión, opiniones, 
preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra que tenga por objeto menoscabar o anular la transparencia o el 
acceso a la información en posesión de los sujetos obligados.

Artículo 15.- El ejercicio del derecho de acceso a la información no estará condicionado a que el solicitante acredite 
interés alguno o justifique su utilización, ni podrá condicionarse el mismo por motivos de discapacidad.

Artículo 16.- El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro 
correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada, de conformidad con lo establecido en el Capítulo 
II del Título Octavo de la presente Ley.

En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso a la información de solicitantes con discapacidad 
serán con costo a ellos.

Artículo 17.- Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, 
competencias o funciones.

Artículo 18.- Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que 
los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta 
en función de las causas que originen la inexistencia.

Artículo 19.- Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que 
la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en la legislación en la materia o, en su 
caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Artículo 20.- Todo procedimiento en materia de derecho de acceso a la información deberá sustanciarse de manera 
sencilla y expedita, de conformidad con esta Ley.

En el procedimiento de acceso, entrega y publicación de la información se propiciarán las condiciones necesarias para 
que esta sea accesible a cualquier persona, de conformidad con el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

TÍTULO SEGUNDO
DE LA COMISIÓN DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

DEL ESTADO DE CAMPECHE 

CAPÍTULO I
DE SU INTEGRACIÓN 

Artículo 21.- La Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Campeche es el 
organismo constitucional autónomo, especializado, independiente, imparcial y colegiado, con personalidad jurídica, 
patrimonio propio, plena autonomía técnica, de gestión y de decisión en sus resoluciones y sobre el ejercicio de su 
presupuesto y en la determinación de su organización interna, encargado de promover, difundir y garantizar en el 
Estado el ejercicio del derecho de acceso a la información pública y la protección de los datos personales en poder 
de los sujetos obligados, conforme a los principios y bases establecidos en el artículo 6 de la Constitución Federal, 
el artículo 125 bis de la Constitución Política del Estado de Campeche, la Ley General, la presente Ley y las demás 
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disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Artículo 22.- El patrimonio de la Comisión estará integrado con:

I. Las partidas que anualmente se le aprueben en la Ley de Presupuesto de Egresos del Estado; 
II. Los bienes muebles e inmuebles que adquiera o se le asignen para el cumplimiento de su objeto;

III. Las donaciones, herencias y legados que se hicieren a su favor;
IV. Cualesquiera bienes o recursos económicos que otras entidades públicas le destinen en propiedad y en 

general, los que obtenga de instituciones públicas, privadas o de particulares nacionales o internacionales; y
V. Todos los demás ingresos o bienes que adquiera por cualquier otro medio legal.

Los recursos provenientes de los ingresos y bienes mencionados en las fracciones III, IV y V del presente artículo, se 
destinarán a los fines que disponga el Pleno de la Comisión, mediante la aprobación del acuerdo respectivo.

Artículo 23.- La Comisión estará integrada por tres miembros, denominados Comisionados. Uno de los miembros 
desempeñará el cargo de Comisionado Presidente, quien ejercerá la representación legal de la Comisión y la 
representación ante el Consejo Nacional, además de las atribuciones que le otorgan la Ley General, esta Ley y demás 
normatividad aplicable en la materia.

En la conformación de la Comisión se procurará la igualdad de género y se privilegiará la experiencia en materia de 
acceso a la información pública y protección de datos personales.

Artículo 24.- Para ser Comisionado deberá cumplirse con los requisitos que expresamente señala el artículo 125 bis 
de la Constitución Política del Estado de Campeche.

Artículo 25.- Para elegir a quien ocupará el cargo de Comisionado se requiere el voto de las dos terceras partes de los 
miembros del H. Congreso del Estado presentes en la sesión de elección. Las Comisiones de Puntos Constitucionales y 
Control Interno de Convencionalidad y, de Transparencia y Acceso a la Información del Congreso, emitirán convocatoria 
dirigida a las organizaciones no gubernamentales; organizaciones, asociaciones y sociedades civiles; colegios y 
asociaciones de profesionistas; clubes de servicios e instituciones de educación superior y sociedad en general, para 
efecto de recepcionar las propuestas, que previa valoración de requisitos, le permitan proponer en número suficiente 
a los candidatos para elegir a los comisionados, rindiendo el informe correspondiente a la Mesa Directiva para que el 
Pleno los elija.

El procedimiento de convocatoria se desahogará de la forma siguiente:

I. El procedimiento deberá iniciar dentro de los treinta días anteriores a la fecha de conclusión del nombramiento 
de los comisionados en funciones,

II. Para ese efecto el Congreso del Estado habilitará a sus Comisiones de Puntos Constitucionales y Control 
Interno de Convencionalidad y, de Transparencia y Acceso a la Información Pública, las cuales tendrán a su 
cargo desahogar el procedimiento a que se refiere este artículo;

III. Habilitadas las Comisiones de referencia, estas procederán de inmediato a emitir la convocatoria y 
posteriormente a recepcionar las propuestas de candidatos para ocupar el cargo de Comisionados; previo 
análisis que efectúen de las mismas, y la realización de entrevistas a los ciudadanos propuestos, permitirá a 
las Comisiones estar en aptitud de sugerir a las personas que consideren satisfacer los requisitos que señala 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General y esta ley, para ser propuestos al 
cargo de Comisionados;

IV. Este procedimiento, preferentemente, no deberá exceder la fecha de conclusión del periodo de los Comisionados 
en funciones;

V. Concluido el procedimiento de auscultación, la Comisión rendirá por escrito el correspondiente informe de 
resultados al pleno del Congreso, acompañando la documentación que hubiere recabado, procediéndose 
desde luego a la elección; y 

VI. Los electos serán citados ante el pleno del Congreso o de la Diputación Permanente para rendir la protesta 
de ley.

Si en un primer proceso de elección no se obtiene la votación requerida, las Comisiones del Congreso harán una 
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segunda propuesta en un plazo no mayor a diez días hábiles. Si no se obtiene la votación de las dos terceras partes 
en segunda ocasión, en una sesión inmediata posterior bastará para la elección la mayoría absoluta, para lo cual se 
tendrá como propuesta la última presentada.

El Comisionado Presidente será electo por la mayoría de los Comisionados, mediante voto secreto por un período 
de tres años, con posibilidad de reelección hasta por un período igual. La votación para la elección se realizará en la 
sesión de instalación de la Comisión.

Los comisionados salientes seguirán en funciones hasta en tanto sean electos los nuevos comisionados y estén en 
aptitud de iniciar el ejercicio de sus funciones.

Artículo 26.- La duración del cargo de Comisionado será de seis años y el nombramiento se realizará de manera 
escalonada para garantizar el principio de autonomía. Quienes sean nombrados Comisionados no podrán ser reelectos.

Los Comisionados sólo podrán ser removidos de su cargo en los términos del Capítulo XVII de la Constitución Política 
del Estado y serán sujetos de juicio político o de declaración de procedencia.

Artículo 27.- Los Comisionados en funciones recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño 
de su cargo, la cual no podrá ser disminuida durante su encargo, de conformidad con lo establecido en la Constitución 
Política del Estado de Campeche, y estarán previstos en el tabulador de puestos y salarios de la Ley de Presupuesto 
de Egresos del Estado.
 
Artículo 28.- En los casos de renuncia o de falta definitiva de algún Comisionado, el H. Congreso del Estado deberá 
nombrar al nuevo Comisionado en un plazo que no exceda de treinta días hábiles. El Comisionado sustituto lo será 
hasta terminar el periodo para el que fue electo el comisionado que renunció o se ausentó en definitiva.

Artículo 29.- Los Comisionados no podrán desempeñar ningún otro empleo, cargo o comisión, salvo los que realicen 
en instituciones docentes, científicas o de beneficencia, siempre que no sean remuneradas y que sean compatibles con 
sus horarios de labores como integrantes de la Comisión.

Artículo 30.- Las excusas de los Comisionados por eventuales conflictos de interés serán calificadas por el Pleno.

Artículo 31.- En los casos de ausencia temporal, los Comisionados deberán solicitar licencia ante el Pleno de la 
Comisión, siempre que no exceda de treinta días, y que no imposibilite o ponga en riesgo el funcionamiento de la 
Comisión. Las licencias que rebasen de treinta días se tramitarán ante el Congreso del Estado, siempre que no rebasen 
de seis meses.

En los casos de ausencia temporal, por causas personales, caso fortuito o fuerza mayor, los asuntos que al ausente 
correspondan en razón de su turno, serán desahogados por los comisionados presentes.

En los casos de ausencia temporal del Comisionado Presidente, el Pleno designará de entre cualquiera de los otros 
Comisionados al que lo sustituirá, para atender el eficaz despacho de los asuntos competencia de la Comisión, que no 
se encuentren reservados expresamente al Pleno.

Artículo 32.- Los Comisionados estarán sujetos al régimen de responsabilidades de los servidores públicos previsto 
en el Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado y en su ley reglamentaria.

CAPÍTULO II 
DE SUS ATRIBUCIONES

Artículo 33.- Además de las atribuciones que le otorga la Ley General, como organismo garante del derecho a la 
información, la Comisión tendrá las siguientes facultades:

I. Vigilar el cumplimiento de la presente Ley y demás normatividad aplicable en la materia, así como de los 
lineamientos y criterios generales que emita el Sistema Nacional;

II. Instrumentar acciones coordinadas, derivados de los convenios de colaboración suscritos conforme a lo 
establecido en la fracción X del artículo 42 de la Ley General, encaminadas a fortalecer la transparencia 
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y acceso a la información, así como a consolidar el Sistema Nacional, en el ámbito de sus respectivas 
competencias;

III. Orientar y asesorar a los sujetos obligados para que realicen las adecuaciones necesarias en las normas 
reglamentarias, manuales y demás disposiciones administrativas de carácter general que rijan su actuación, 
para implementar los principios para el acceso a la información que consagra la Constitución Federal, la Ley 
General y la presente Ley; 

IV. Nombrar a los servidores públicos de la propia Comisión y establecer las disposiciones reglamentarias 
aplicables para la implementación del servicio profesional de carrera;

V. Emitir opiniones y recomendaciones relacionadas con el cumplimiento de la presente Ley;
VI. Expedir su reglamento interior, manuales y demás normas que permitan su organización y funcionamiento;

VII. Orientar y asesorar a las personas sobre los procedimientos para acceder a la información pública de los 
sujetos obligados;

VIII. Elaborar una guía que describirá, de manera clara y sencilla, los procedimientos de acceso a la información 
de los sujetos obligados;

IX. Promover la capacitación y actualización de los sujetos obligados en materia de acceso a la información 
pública y protección de datos personales

X. Promover por acuerdo del Pleno de la Comisión acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes expedidas 
por el H. Congreso del Estado que vulneren el derecho de acceso a la información pública y la protección de 
datos personales;

XI. Elaborar su Proyecto de Presupuesto anual de Egresos y remitirlo al Ejecutivo del Estado, para su inclusión 
en el proyecto de Ley de Presupuesto de Egresos del Estado, para su examen, discusión y aprobación del 
presupuesto del ejercicio fiscal que corresponda. El Presupuesto de Egresos de la Comisión sólo podrá ser 
modificado por el H. Congreso del Estado;

XII. Promover la igualdad sustantiva;
XIII. Garantizar condiciones de accesibilidad para que los grupos en situación de vulnerabilidad puedan ejercer, en 

igualdad de circunstancias, el derecho de acceso a la información;
XIV. Imponer las medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones;
XV. Hacer del conocimiento de la instancia competente la probable responsabilidad por el incumplimiento de las 

obligaciones previstas en la presente ley y en las demás disposiciones aplicables;
XVI. Determinar y ejecutar, según corresponda, las sanciones, de conformidad con lo señalado en la presente ley; y

XVII. Las demás que le confiera esta Ley, la Ley General y otras disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Artículo 34.- La Comisión presentará anualmente ante el H. Congreso del Estado, en el mes de mayo, un informe por 
escrito correspondiente al ejercicio inmediato anterior que deberá incluir:

I. El número de solicitudes de acceso a la información presentadas ante cada sujeto obligado, la información 
objeto de las mismas y sus resultados;

II. El tiempo de respuesta a las solicitudes;
III. El número de recursos de revisión presentados, admitidos y resueltos en materia de acceso a la información 

pública y protección de datos personales; y

Acciones desarrolladas por la Comisión para la capacitación, promoción y difusión y expansión de la cultura de la 
transparencia, el derecho de acceso a la información y la protección de datos personales.

Artículo 34.- La Comisión presentará anualmente ante el H. Congreso del Estado, en el mes de mayo, un informe por 
escrito correspondiente al ejercicio inmediato anterior que deberá incluir:

I. El número de solicitudes de acceso a la información presentadas ante cada sujeto obligado, la información 
objeto de las mismas y sus resultados;

II. El tiempo de respuesta a las solicitudes;
III. El número de recursos de revisión presentados, admitidos y resueltos en materia de acceso a la información 

pública y protección de datos personales; y
IV. Acciones desarrolladas por la Comisión para la capacitación, promoción y difusión y expansión de la cultura 

de la transparencia, el derecho de acceso a la información y la protección de datos personales.

El informe anual será publicado y difundido de manera impresa y por internet. Su circulación y permanencia para 
consulta será obligatorio en la página electrónica de los entes públicos.
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Artículo 35.- El Comisionado Presidente tendrá las siguientes atribuciones:

I. Representar legalmente a la Comisión ante toda clase de autoridades federales, estatales y municipales, así 
como ante particulares;

II. Fungir como representante de la Comisión ante el Consejo Nacional, conforme a lo dispuesto en la Ley 
General, la presente ley y en las demás disposiciones aplicables; 

III. Establecer y coordinar los vínculos entre la Comisión y el Instituto, así como con los organismos garantes de las 
demás entidades federativas, igualmente lo hará con la Auditoría Superior del Estado, con las dependencias 
responsables del manejo, custodia y guarda de archivos y con el Instituto de Formación Estadística, Geográfica 
y Catastral del Estado;

IV. Vigilar el correcto desempeño de las actividades y atribuciones de la Comisión y los Comisionados;
V. Cumplir y hacer cumplir las determinaciones del Pleno;

VI. Convocar y conducir las sesiones del Pleno;
VII. En caso de ausencia definitiva de alguno de los Comisionados, informarlo de inmediato al H. Congreso del 

Estado, para los efectos legales correspondientes;
VIII. Remitir al Gobernador del Estado el proyecto anual de Presupuesto de Egresos de la Comisión, aprobado por 

el Pleno;
IX. Proponer al Pleno el nombramiento y remoción del titular de la Secretaría Ejecutiva, titulares de unidad y 

directores de la Comisión;
X. Ejercer el Presupuesto de Egresos de la Comisión debidamente autorizado; 

XI. Ordenar la publicación en el Periódico Oficial del Estado de todos los acuerdos y resoluciones que emita el 
Pleno; y 

XII. Las demás que le confiera la presente Ley y otras disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Artículo 36.- La Comisión funcionará como órgano colegiado para la toma de decisiones y resoluciones, por lo que 
el Pleno, será el órgano superior de la misma. La toma de decisiones se realizará por mayoría de votos. En caso de 
empate, el Comisionado Presidente tendrá el voto de calidad razonado.

Artículo 37.- El Pleno de la Comisión tendrá las siguientes atribuciones:

I. Aprobar el reglamento interior de la Comisión y todos los demás reglamentos y lineamientos necesarios para 
el buen funcionamiento de la misma;

II. Aprobar la suscripción de convenios, contratos, bases de colaboración, mecanismos de coordinación y demás 
instrumentos jurídicos;

III. Aprobar el proyecto anual de Presupuesto de Egresos de la Comisión;
IV. Designar al titular de la Secretaría Ejecutiva y a los titulares de las unidades y direcciones de la Comisión, a 

propuesta del Comisionado Presidente;
V. Resolver los recursos de revisión que interpongan las personas en contra de actos o resoluciones de los 

sujetos obligados en materia de acceso a la información pública;
VI. Conocer de los informes, dictámenes, reportes y proyectos de acuerdos y resoluciones que, en el ejercicio 

de sus respectivas funciones y atribuciones, les sean presentados por los titulares de la Secretaría Ejecutiva, 
órganos técnicos y demás direcciones y áreas de la Comisión, resolviendo lo conducente;

VII. Aprobar la interposición de quejas o denuncias ante los órganos internos de control y/o de la instancia competente 
de los sujetos obligados por la probable responsabilidad de los servidores públicos en el incumplimiento de las 
obligaciones previstas en la Ley General, la presente Ley, en los acuerdos, resoluciones, determinaciones de 
la Comisión y demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables;

VIII. Aprobar la emisión de recomendaciones a los sujetos obligados para orientar en el diseño, implementación y 
acciones de políticas internas en materia de transparencia y protección de datos personales;

IX. Dictar todos los acuerdos que considere necesarios para hacer efectivas las anteriores atribuciones; y 
X. Las demás que le confiera la presente Ley y otras disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Artículo 38.- Para el cumplimiento de sus atribuciones, la Comisión contará en su estructura con una Secretaría 
Ejecutiva, las direcciones y demás unidades administrativas que autorice el Pleno de la Comisión, a propuesta del 
Comisionado Presidente.

En sus faltas temporales el titular de la Secretaría Ejecutiva será suplido por el servidor público que le siga en rango 
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inmediato inferior, de conformidad con su estructura orgánica. Los titulares de las direcciones y demás unidades 
administrativas serán suplidos en los términos que establezca el Reglamento Interior.  

Artículo 39.- El titular de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión tendrá las atribuciones siguientes:

I. Acordar con el Presidente y con los Comisionados lo conducente para la celebración de las sesiones ordinarias 
y extraordinarias del Pleno, así como participar en ellas con voz, pero sin voto; 

II. Levantar las actas de las sesiones del Pleno, someterlas a la aprobación del mismo y, una vez aprobadas, 
firmarlas en unión de los Comisionados, así como proveer a su publicación en los medios establecidos en su 
reglamento interior; 

III. Dar fe, en común acuerdo con los Comisionados, de todo lo actuado y resuelto en materia de recursos de 
revisión, acuerdos de clasificación de reserva de información y, en general, de todos los acuerdos, resoluciones, 
lineamientos y demás decisiones del Pleno; 

IV. Representar a la Comisión en los asuntos que el Pleno determine;
V. Elaborar y proponer la suscripción de convenios, contratos, bases de colaboración, mecanismos de 

coordinación y demás instrumentos jurídicos que deban celebrarse con otros entes públicos o privados, así 
como con sus homólogos de las demás entidades federativas y con el Instituto, a fin de garantizar la eficiencia 
y resultados en su actuación, en lo que compete a sus atribuciones; 

VI. Coordinar y supervisar la admisión, tramitación y resolución por el Pleno de los recursos y procedimientos que 
se tramiten ante la Comisión, cuidando la uniformidad de criterios; 

VII. Auxiliar al Comisionado Presidente en la ejecución de las resoluciones y acuerdos del Pleno, proveyendo lo 
necesario para su debida publicación y notificación; 

VIII. Remitir las resoluciones y recomendaciones a los órganos de control interno de los sujetos obligados sobre 
supuestas infracciones a la Ley, a su reglamento interior o a los lineamientos expedidos por la Comisión, para 
que se instaure el procedimiento administrativo disciplinario que prevé la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII 
de la Constitución Política del Estado: 

IX. Coordinar la elaboración del proyecto anual de Presupuesto de Egresos de la Comisión y turnarlo al Presidente 
y a los Comisionados para su aprobación por el Pleno, vigilando la ejecución del gasto de acuerdo con el 
calendario, lineamientos y políticas establecidas, y la elaboración de los informes y estados financieros de la 
Comisión; y

X. Las demás que le confieran la Ley, el reglamento interior de la Comisión y demás disposiciones legales y 
reglamentarias aplicables.

CAPÍTULO III
DEL CONSEJO CONSULTIVO

Artículo 40.- La Comisión contará con un Consejo Consultivo integrado por cinco consejeros, quienes durarán en el 
cargo cinco años. 

Los Consejeros serán designados por el H. Congreso del Estado, a propuesta de la Comisión, y deberán ser integrantes 
de organizaciones civiles o de la academia.

Los expedientes de las personas propuestas serán turnados a las Comisiones de Puntos Constitucionales y Control 
Interno de Convencionalidad y, de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Congreso, para que éstas los 
examinen y emitan el informe correspondiente al Pleno del H. Congreso para su elección, en su caso. Los Consejeros 
serán electos por las dos terceras partes de los miembros del Congreso presentes en la sesión. En caso de que no se 
alcance la votación requerida, la Comisión presentará nueva propuesta que habrá de desahogarse con este mismo 
procedimiento. 

En la integración del Consejo Consultivo se garantizará la igualdad de género y la inclusión de personas con experiencia 
en materia de transparencia y derechos humanos, preferentemente.

En caso de falta absoluta de cualquier integrante del Consejo Consultivo, el Comisionado Presidente de la Comisión 
notificará inmediatamente al H. Congreso del Estado. 

Artículo 41.- El Consejo Consultivo de la Comisión contará con las facultades siguientes:
I. Opinar sobre el programa anual de trabajo de la Comisión y su cumplimiento;
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II. Opinar sobre el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Comisión para el ejercicio fiscal que corresponda;
III. Conocer el informe de la Comisión sobre el presupuesto asignado a programas y el ejercicio presupuestal, y 

en su caso emitir las observaciones correspondientes;
IV. Emitir opiniones, a solicitud de la Comisión o por iniciativa propia, respecto a temas relevantes en las materias 

de transparencia, acceso a la información, accesibilidad y protección de datos personales;
V. Emitir opiniones técnicas para la mejora continua en el ejercicio de las funciones sustantivas de la Comisión;

VI. Opinar sobre la adopción de criterios generales en materia sustantiva; y
VII. Analizar y proponer la ejecución de programas, proyectos y acciones relacionadas con la materia de 

transparencia y acceso a la información y su accesibilidad.

Artículo 42.- Las propuestas y opiniones del Consejo Consultivo serán comunicadas al Pleno de la Comisión, sin 
embargo, no serán vinculantes por lo que se refiere a la fracción IV del artículo que antecede.

Artículo 43.- Para las sesiones del Consejo Consultivo, la Comisión deberá proporcionar las instalaciones y recursos 
indispensables para el desarrollo de las reuniones de dicho cuerpo colegiado.

El Consejo funcionará en sesiones ordinarias y extraordinarias y tomará sus decisiones por mayoría de votos de sus 
miembros presentes y será coordinado por el Comisionado Presidente.

Las sesiones ordinarias se verificarán cuando menos una vez al mes.

Las sesiones extraordinarias podrán convocarse por el Presidente de la Comisión, por sí o mediante solicitud que a 
éste formulen por lo menos dos miembros del Consejo, cuando se estime que hay razones de importancia para ello.

La ausencia temporal de alguno de los Consejeros será resuelta por el Pleno de la Comisión.

En el caso de ausencias definitivas, se dará vista al Congreso del Estado para que proceda a la elección de un 
Consejero sustituto, en la forma prevista por el artículo 40, quien terminará el periodo para el que fue electo el faltante.    

TÍTULO TERCERO
DE LOS SUJETOS OBLIGADOS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 44.- Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales 
que obren en su poder: cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, los Municipios y sus órganos administrativos auxiliares y paramunicipales; órganos autónomos, partidos 
políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza 
recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, y los organismos de la sociedad civil 
constituidos conforme a las leyes mexicanas, por lo que concierne únicamente a las obligaciones de transparencia que 
les sean aplicables.

Los fideicomisos y fondos públicos, considerados entidades paraestatales, deberán dar cumplimiento a las obligaciones 
establecidas en esta Ley por sí mismos, o a través de sus propias áreas, Unidades de Transparencia y Comités de 
Transparencia. En el caso de los fideicomisos y fondos públicos que no cuenten con estructura orgánica, así como de 
los mandatos públicos y demás contratos análogos, cumplirán con las obligaciones de esta Ley a través de la unidad 
administrativa responsable de coordinar su operación.

Artículo 45.- Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos obligados deberán cumplir con las siguientes 
obligaciones, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza:

I. Constituir el Comité de Transparencia, las Unidades de Transparencia y vigilar su correcto funcionamiento de 
acuerdo a su normatividad interna;

II. Designar en las Unidades de Transparencia a los titulares que dependan directamente del titular del sujeto 
obligado y que preferentemente cuenten con experiencia en la materia; 

III. Proporcionar capacitación continua y especializada al personal que forme parte de los Comités y Unidades 
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de Transparencia, que podrá hacerlo en coordinación con la Comisión, en materia de acceso a la información 
pública, clasificación y conservación de archivos y protección de datos personales, mediante cursos, talleres, 
seminarios y cualquier otra forma de enseñanza o estrategia pedagógica que se considere pertinente;

IV. Constituir, organizar, conservar y mantener actualizados sus sistemas de archivo y gestión documental, 
conforme a la normatividad aplicable;

V. Promover la generación, documentación y publicación de la información en formatos abiertos y accesibles;
VI. Proteger y resguardar la información clasificada como reservada o confidencial;

VII. Reportar a la Comisión sobre las acciones de implementación de la normatividad en la materia, en los términos 
que éstos determinen;

VIII. Atender los requerimientos, observaciones, recomendaciones y lineamientos que, en materia de transparencia 
y acceso a la información, realicen la Comisión y el Sistema Nacional;

IX. Fomentar el uso de tecnologías de la información para garantizar la transparencia, el derecho de acceso a la 
información y la accesibilidad a éstos;

X. Cumplir con las resoluciones emitidas por la Comisión;
XI. Publicar y mantener actualizada la información relativa a las obligaciones en materia de  transparencia, para 

su consulta en su página electrónica;
XII. Difundir proactivamente información de interés público;

XIII. Dar atención a las recomendaciones de la Comisión;
XIV. Otorgar, a las personas que así lo requieran, el acceso a la información pública de manera oportuna, sencilla 

y expedita, en los términos establecidos por la presente Ley y demás disposiciones aplicables en la materia;
XV. Asesorar a las personas sobre el trámite, instancia y procedimiento para la presentación de solicitudes de 

acceso a la información, orientándolos en caso de que su petición no corresponda a una solicitud de acceso 
sino a otro tipo de promoción, sujeto a otro trámite específico;

XVI. Coadyuvar con la Comisión para el buen desempeño de sus funciones; y
XVII. Las demás que le otorguen otras disposiciones legales y reglamentarias en la materia.

Artículo 46.- Los sujetos obligados deberán presentar informes semestrales a la Comisión, por escrito, en los meses 
de julio y enero, respecto a la información del semestre inmediato anterior.

Los informes deberán contener:

I. El número de solicitudes formuladas al sujeto obligado de que se trate y la información requerida;
II. El resultado de cada una de ellas;

III. Sus tiempos de respuesta;
IV. Cantidad de solicitudes pendientes;
V. Cantidad de solicitudes con prórrogas;

VI. Número de solicitudes desechadas; y
VII. Cantidad de solicitudes no satisfechas por ser información clasificada, inexistente o no ser de competencia 

del sujeto obligado.

La Comisión emitirá los formatos y, en su caso, los lineamientos a que se sujetará la elaboración y entrega de dichos 
informes.

En los casos de las fracciones V, VI y VII la Comisión podrá solicitar al sujeto obligado que funde y motive las razones 
por las que se prorrogó, desechó o no se satisfizo la solicitud de información.

Artículo 47.- Los sujetos obligados serán los responsables del cumplimiento de las obligaciones, procedimientos y 
responsabilidades establecidas en esta Ley, en los términos que la misma determine.

Asimismo, dentro del ámbito de su competencia y de acuerdo con las disposiciones legales y reglamentarias en la 
materia, podrán emitir políticas internas para el mejor ejercicio del acceso a la información.

CAPÍTULO II
DE LOS COMITÉS DE TRANSPARENCIA

Artículo 48.- En cada sujeto obligado se integrará un Comité de Transparencia, constituido por tres personas, 
designadas por el titular del sujeto obligado. 
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Los integrantes del Comité de Transparencia no podrán depender jerárquicamente entre sí, tampoco podrán reunirse 
dos o más de estos integrantes en una sola persona. Cuando se presente el caso, el titular del sujeto obligado tendrá 
que nombrar a la persona que supla al subordinado.

Los integrantes del Comité de Transparencia tendrán acceso a la información para determinar su clasificación, conforme 
a la normatividad previamente establecida por los sujetos obligados para el resguardo o salvaguarda de la información.

El Comité de Transparencia adoptará sus resoluciones por mayoría de votos, en caso de empate el Presidente tendrá 
voto de calidad. A las sesiones del Comité podrán asistir como invitados aquellas personas que sus integrantes 
consideren necesarios, quienes tendrán voz pero no voto.

El Comité sesionará las veces que sean necesarias, mediante citatorio del titular del sujeto obligado. 

Artículo 49.- Los Comités de Transparencia de cada sujeto obligado contarán con las funciones siguientes:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las acciones y los procedimientos 
para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitudes en materia de acceso a la información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, 
clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las 
áreas de los sujetos obligados;

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, 
competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su 
generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no 
ejercieron dichas facultades, competencias o funciones;

IV. Establecer políticas para facilitar la obtención de información y el ejercicio del derecho de acceso a la 
información;

V. Promover la capacitación y actualización de los servidores públicos o integrantes de las Unidades de 
Transparencia;

VI. Establecer programas de capacitación en materia de transparencia, acceso a la información, accesibilidad y 
protección de datos personales, para todos los servidores públicos o integrantes del sujeto obligado;

VII. Recabar y enviar a la Comisión, de conformidad con los lineamientos que esta expida, los datos necesarios 
para la elaboración del informe anual;

VIII. Solicitar y autorizar la ampliación del plazo de reserva de la información establecido en la presente Ley; y
IX. Las demás que le otorguen otras disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

CAPÍTULO III
DE LAS UNIDADES DE TRANSPARENCIA

Artículo 50.- El titular de cada sujeto obligado designará al responsable de la Unidad de Transparencia, quien 
dependerá directamente de él. En la designación del responsable de la Unidad de Transparencia se procurará que, 
preferentemente, cuente con experiencia en materia de transparencia y acceso a la información pública.

Artículo 51.- El responsable de la Unidad de Transparencia tendrá las siguientes funciones:

I. Recabar y difundir la información a que se refieren los Capítulos II, III y IV del Título Sexto de esta Ley, así 
como la correspondiente de la Ley General, y propiciar que las áreas o unidades administrativas la actualicen 
periódicamente, conforme la normatividad aplicable;

II. Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información;
III. Auxiliar a los particulares en la elaboración de solicitudes de acceso a la información y, en su caso, orientarlos 

sobre los sujetos obligados competentes conforme a la normatividad aplicable;
IV. Realizar los trámites internos necesarios para la atención de las solicitudes de acceso a la información;
V. Efectuar las notificaciones a los solicitantes;

VI. Proponer al Comité de Transparencia los procedimientos internos que aseguren la mayor eficiencia en la 
gestión de las solicitudes de acceso a la información, conforme a la normatividad aplicable;

VII. Proponer personal habilitado que sea necesario para recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la 
información;

VIII. Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información, respuestas, resultados, costos de reproducción 
y envío;
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IX. Promover e implementar políticas de transparencia proactiva procurando su accesibilidad;
X. Fomentar la transparencia y accesibilidad al interior del sujeto obligado;

XI. Hacer del conocimiento de la instancia competente la probable responsabilidad por el incumplimiento de las 
obligaciones previstas en la presente Ley y en las demás disposiciones aplicables; y

XII. Las demás que le otorguen otras disposiciones legales y reglamentarias aplicables.

Artículo 52.- Los sujetos obligados promoverán acuerdos con instituciones públicas especializadas que pudieran 
auxiliarles a entregar las respuestas a solicitudes de información, en la lengua indígena, braille o cualquier formato 
accesible que corresponda, en forma más eficiente.

Artículo 53.- Cuando algún área de los sujetos obligados se niegue a colaborar con la Unidad de Transparencia, ésta 
dará aviso al superior jerárquico para que le ordene realizar sin demora las acciones conducentes.

Cuando persista la negativa de colaboración, la Unidad de Transparencia lo hará del conocimiento de la autoridad 
competente para que ésta inicie, en su caso, el procedimiento de responsabilidad respectivo.

TÍTULO CUARTO
DE LA PLATAFORMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA

CAPÍTULO ÚNICO
DE LA PLATAFORMA NACIONAL 

Artículo 54.- La Plataforma Nacional es el medio electrónico que permite cumplir con los procedimientos, obligaciones 
y disposiciones en materia de transparencia y acceso a la información pública a cargo de los sujetos obligados y de la 
Comisión, de conformidad con la normatividad que establezca el Sistema Nacional, atendiendo a las necesidades de 
accesibilidad de los usuarios.

Artículo 55.- La Comisión será la encargada del desarrollo, administración, implementación y vigilancia de la Plataforma 
Nacional, sólo en lo que respecta a su ámbito de competencia. 

Artículo 56.- La Comisión promoverá la publicación de la información de Datos Abiertos y Accesibles, como lo dispone 
la Ley General.

Artículo 57.- La Comisión, en la esfera de su competencia, se coordinará con el Sistema Nacional para la observancia 
de las medidas que éste dicte para garantizar la estabilidad y seguridad de la plataforma.

TÍTULO QUINTO
CULTURA DE TRANSPARENCIA Y APERTURA GUBERNAMENTAL

CAPÍTULO I
DE LA PROMOCIÓN DE LA TRANSPARENCIA Y
EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 58.- Los sujetos obligados deberán cooperar con la Comisión para capacitar y actualizar, de forma permanente, 
a todos sus servidores públicos en materia del derecho de acceso a la información, a través de los medios que se 
consideren pertinentes.

Con el objeto de crear una cultura de la transparencia y acceso a la información entre los habitantes del Estado de 
Campeche, la Comisión deberá promover, en colaboración con instituciones educativas y culturales del sector público o 
privado, actividades, mesas de trabajo, exposiciones y concursos relativos a la transparencia y acceso a la información.

Artículo 59.- La Comisión, en el ámbito de su competencia o a través de los mecanismos de coordinación que al efecto 
establezcan, podrá:

I. Proponer, a las autoridades educativas competentes, que incluyan contenidos sobre la importancia social del 
derecho de acceso a la información en los planes y programas de estudio de educación preescolar, primaria, 
secundaria, normal, y para la formación de maestros de educación básica en sus respectivas jurisdicciones;

II. Promover, entre las instituciones públicas y privadas de educación media superior y superior, la inclusión, 
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dentro de sus programas de estudio, actividades académicas curriculares y extracurriculares, de temas que 
ponderen la importancia social del derecho de acceso a la información y rendición de cuentas;

III. Promover que, en las bibliotecas y entidades especializadas en materia de archivos, se prevea la instalación 
de módulos de información pública, que faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información y la 
consulta de la información derivada de las obligaciones en materia de transparencia a que se refiere esta Ley;

IV. Proponer, entre las instituciones públicas y privadas de educación superior, la creación de centros de 
investigación, difusión y docencia sobre transparencia, derecho de acceso a la información y rendición de 
cuentas;

V. Establecer, entre las instituciones públicas de educación, acuerdos para la elaboración y publicación de 
materiales que fomenten la cultura del derecho de acceso a la información y rendición de cuentas;

VI. Promover, en coordinación con autoridades federales, estatales y municipales, la participación ciudadana y de 
organizaciones sociales en talleres, seminarios y actividades que tengan por objeto la difusión de los temas 
de transparencia y derecho de acceso a la información;

VII. Desarrollar, programas de formación de usuarios de este derecho para incrementar su ejercicio y 
aprovechamiento, privilegiando a integrantes de sectores vulnerables o marginados de la población;

VIII. Impulsar, estrategias que pongan al alcance de los diversos sectores de la sociedad los medios para el 
ejercicio del derecho de acceso a la información, acordes a su contexto sociocultural; y

IX. Desarrollar, con el concurso de centros comunitarios digitales y bibliotecas públicas, universitarias, 
gubernamentales y especializadas, programas para la asesoría y orientación de sus usuarios en el ejercicio y 
aprovechamiento del derecho de acceso a la información.

Artículo 60.- Para el cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente Ley, los sujetos obligados podrán 
desarrollar o adoptar, en lo individual o en acuerdo con otros sujetos obligados, esquemas de mejores prácticas que 
tengan por objeto:

I. Elevar el nivel de cumplimiento de las disposiciones previstas en la presente Ley;
II. Armonizar el acceso a la información por sectores;

III. Facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información a las personas; y
IV. Procurar la accesibilidad de la información.

CAPÍTULO II
DE LA TRANSPARENCIA PROACTIVA

Artículo 61.- La Comisión emitirá políticas de transparencia proactiva, en atención a los lineamientos generales 
definidos para ello por el Sistema Nacional, diseñadas para incentivar a los sujetos obligados a publicar información 
adicional a la que establece como mínimo la presente Ley. Dichas políticas tendrán por objeto, entre otros, promover la 
reutilización de la información que generan los sujetos obligados, considerando la demanda de la sociedad, identificada 
con base en las metodologías previamente establecidas.

Artículo 62.- La información publicada por los sujetos obligados, en el marco de la política de transparencia proactiva, 
se difundirá en los medios y formatos que más convengan al público al que va dirigida.

Artículo 63.- La información que se publique, como resultado de las políticas de transparencia, deberá permitir la 
generación de conocimiento público útil, para disminuir asimetrías de la información, mejorar los accesos a trámites y 
servicios, optimizar la toma de decisiones de autoridades o ciudadanos, y deberá tener un objeto claro, enfocado en 
las necesidades de sectores de la sociedad determinados o determinables.

CAPÍTULO III
DEL GOBIERNO ABIERTO

Artículo 64.- La Comisión, en el ámbito de sus atribuciones, coadyuvará con los sujetos obligados y representantes 
de la sociedad civil en la implementación de esquemas de colaboración para la promoción de políticas y mecanismos 
de apertura gubernamental.

TÍTULO SEXTO
OBLIGACIONES EN MATERIA DE  TRANSPARENCIA
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CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 65.- Es obligación de los sujetos obligados poner a disposición de los particulares la información a que se 
refiere este Título en sus páginas electrónicas correspondientes y a través de la Plataforma Nacional, de tal forma que 
se permita su fácil identificación, acceso y consulta. 

Artículo 66.- La Comisión, de oficio o a petición de los particulares, verificará el cumplimiento que los sujetos obligados 
den a las disposiciones previstas en este Título.

Artículo 67.- Las denuncias presentadas por los particulares podrán realizarse en cualquier momento, de conformidad 
con el procedimiento señalado en la presente Ley.

Artículo 68.- La página de inicio de los portales electrónicos de los sujetos obligados tendrá un vínculo de acceso 
directo al sitio donde se encuentra la información pública a la que se refiere este Título, el cual deberá contar con un 
buscador.

La información de obligaciones en materia de transparencia deberá publicarse con perspectiva de género y discapacidad, 
cuando así corresponda a su naturaleza.

Artículo 69.- La Comisión y los sujetos obligados establecerán las medidas que faciliten el acceso y búsqueda de la 
información para personas con discapacidad, y se procurará que la información publicada sea accesible de manera 
focalizada a personas que hablen alguna lengua indígena.

Por lo que, por sí mismos, en el ámbito de su competencia, deberán promover y desarrollar de forma progresiva, 
políticas y programas tendientes a garantizar la accesibilidad de la información en la máxima medida posible.

Artículo 70.- Los sujetos obligados pondrán a disposición de las personas interesadas, equipos de cómputo con 
acceso a internet que permitan a los particulares consultar la información o utilizar el sistema de solicitudes de acceso 
a la información en las oficinas de las Unidades de Transparencia. Lo anterior, sin perjuicio de que adicionalmente se 
utilicen medios alternativos de difusión de la información cuando, en determinadas poblaciones, éstos resulten de más 
fácil acceso y comprensión.

Artículo 71.- La información publicada por los sujetos obligados, en términos del presente Título, no constituye 
propaganda gubernamental. Los sujetos obligados, incluso dentro de los procesos electorales, a partir del inicio de las 
precampañas y hasta la conclusión del proceso electoral, deberán mantener accesible la información en el portal de 
obligaciones en materia de transparencia, salvo disposición expresa en contrario en la normatividad electoral.

Artículo 72.- Los sujetos obligados no podrán difundir, distribuir o comercializar los datos personales contenidos en 
los sistemas de información, desarrollados en el ejercicio de sus funciones, salvo que haya mediado el consentimiento 
expreso, por escrito o por un medio de autenticación similar, de los individuos a que haga referencia la información de 
acuerdo a la normatividad aplicable. 

Artículo 73.- Los particulares, sin perjuicio de que sean considerados sujetos obligados de acuerdo con la presente 
Ley, serán responsables de los datos personales de conformidad con la normatividad aplicable para la protección de 
datos personales en posesión de los particulares.

CAPÍTULO II
DE LAS OBLIGACIONES COMUNES EN MATERIA DE TRANSPARENCIA 

Artículo 74.- Los sujetos obligados deberán mantener actualizada, por lo menos cada tres meses, la información para 
el cumplimiento de sus obligaciones en materia de transparencia, salvo que la Ley General, la presente Ley y otras 
disposiciones normativas establezcan un plazo diverso.

La publicación de la información deberá indicar el sujeto obligado encargado de generarla, así como la fecha de su 
última actualización.
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Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público y mantener actualizada en los respectivos medios 
electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, 
por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:

I. El marco normativo aplicable al sujeto obligado, en el que deberá incluirse leyes, códigos, reglamentos, 
decretos de creación, manuales administrativos, reglas de operación, criterios, políticas, entre otros;

II. Su estructura orgánica completa, en un formato que permita vincular cada parte de la estructura, las atribuciones 
y responsabilidades que le corresponden a cada servidor público, prestador de servicios profesionales o 
miembro de los sujetos obligados, de conformidad con las disposiciones aplicables;

III. Las facultades de cada área;
IV. Las metas y objetivos de las áreas, de conformidad con sus programas operativos;
V. Los indicadores relacionados con temas de interés público o trascendencia social que conforme a sus 

funciones, deban establecer;
VI. Los indicadores que permitan rendir cuenta de sus objetivos y resultados;

VII. El directorio de todos los servidores públicos, a partir del nivel de jefe de departamento o su equivalente, o 
de menor nivel, cuando se brinde atención al público; manejen o apliquen recursos públicos; realicen actos 
de autoridad o presten servicios profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios y personal de base. 
El directorio deberá incluir, al menos el nombre, cargo o nombramiento asignado, nivel del puesto en la 
estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia y 
dirección de correo electrónico oficiales;

VIII. La remuneración bruta y neta de todos los servidores públicos de base o de confianza, de todas las 
percepciones, incluyendo sueldos, prestaciones, gratificaciones, primas, comisiones, dietas, bonos, estímulos, 
ingresos y sistemas de compensación, señalando la periodicidad de dicha remuneración;

IX. Los gastos de representación y viáticos, así como el objeto e informe de la comisión correspondiente;
X. El número total de las plazas y del personal de base y confianza, especificando el total de las vacantes, por 

nivel de puesto, para cada unidad administrativa;
XI. Las contrataciones de servicios profesionales por honorarios, señalando los nombres de los prestadores de 

servicios, los servicios contratados, el monto de los honorarios y el periodo de contratación;
XII. La información, en versión pública, de las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos que así lo 

determinen, en los sistemas habilitados para ello, de acuerdo a la normatividad aplicable;
XIII. El domicilio de la Unidad de Transparencia, además de la dirección electrónica donde podrán recibirse las 

solicitudes para obtener la información;
XIV. Las convocatorias a concursos para ocupar cargos públicos y los resultados de los mismos;
XV. La información de los programas de subsidios, estímulos y apoyos, en el que se deberá informar respecto 

de los programas de transferencia, de servicios, de infraestructura social y de subsidio, en los que se deberá 
contener lo siguiente:

a) Área;
b) Denominación del programa;
c) Periodo de vigencia;
d) Diseño, objetivos y alcances;
e) Metas físicas;
f) Población beneficiada estimada;
g) Monto aprobado, modificado y ejercido, así como los calendarios de su programación presupuestal;
h) Requisitos y procedimientos de acceso;
i) Procedimiento de queja o inconformidad ciudadana;
j) Mecanismos de exigibilidad;
k) Mecanismos de evaluación, informes de evaluación y seguimiento de recomendaciones;
l) Indicadores con nombre, definición, método de cálculo, unidad de medida, dimensión, frecuencia de 

medición, nombre de las bases de datos utilizadas para su cálculo;
m) Formas de participación social;
n) Articulación con otros programas sociales;
o) Vínculo a las reglas de operación o documento equivalente;
p) Informes periódicos sobre la ejecución y los resultados de las evaluaciones realizadas; y
q) Padrón de beneficiarios mismo que deberá contener los siguientes datos: nombre de la persona 

física o denominación social de las personas morales beneficiarias, el monto, recurso, beneficio o 
apoyo otorgado para cada una de ellas, unidad territorial, en su caso, edad y sexo;

XVI. Las condiciones generales de trabajo, contratos o convenios que regulen las relaciones laborales del personal 
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de base o de confianza, así como los recursos públicos económicos, en especie o donativos, que sean 
entregados a los sindicatos y ejerzan como recursos públicos;

XVII. La información curricular, desde el nivel de jefe de departamento o equivalente, hasta el titular del sujeto 
obligado, así como, en su caso, las sanciones administrativas de que haya sido objeto;

XVIII. El listado de servidores públicos con sanciones administrativas definitivas, especificando la causa de sanción 
y la disposición;

XIX. Los servicios que ofrecen, señalando los requisitos para acceder a ellos;
XX. Los trámites, requisitos y formatos que ofrecen;

XXI. La información financiera sobre el presupuesto asignado, así como los informes del ejercicio trimestral del 
gasto, en términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás normatividad aplicable;

XXII. La información relativa a la deuda pública, en términos de la normatividad aplicable;
XXIII. Los montos destinados a gastos relativos a comunicación social y publicidad oficial desglosada por tipo de 

medio, proveedores, número de contrato y concepto o campaña;
XXIV. Los informes de resultados de las auditorías al ejercicio presupuestal de cada sujeto obligado y, en su caso, 

las aclaraciones que correspondan;
XXV. El resultado de la dictaminación de los estados financieros;
XXVI. Los montos, criterios, convocatorias y listado de personas físicas o morales a quienes, por cualquier motivo, 

se les asigne o permita usar recursos públicos o, en los términos de las disposiciones aplicables, realicen 
actos de autoridad. Asimismo, los informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de 
dichos recursos;

XXVII. Las concesiones, contratos, convenios, permisos, licencias o autorizaciones otorgados, especificando los 
titulares de aquéllos, debiendo publicarse su objeto, nombre o razón social del titular, vigencia, tipo, términos, 
condiciones, monto y modificaciones, así como si el procedimiento involucra el aprovechamiento de bienes, 
servicios y/o recursos públicos;

XXVIII. La información sobre los resultados sobre procedimientos de adjudicación directa, invitación restringida y 
licitación de cualquier naturaleza, incluyendo la versión pública del expediente respectivo y de los contratos 
celebrados, que deberá contener, por lo menos, lo siguiente:

a) De licitaciones públicas o procedimientos de invitación restringida:
1. La convocatoria o invitación emitida, así como los fundamentos legales aplicados para llevarla 

a cabo;
2. Los nombres de los participantes o invitados;
3. El nombre del ganador y las razones que lo justifican;
4. El área solicitante y la responsable de su ejecución;
5. Las convocatorias e invitaciones emitidas;
6. Los dictámenes y fallo de adjudicación;
7. El contrato y, en su caso, sus anexos;
8. Los mecanismos de vigilancia y supervisión, incluyendo, en su caso, los estudios de impacto 

urbano y ambiental, según corresponda;
9. La partida presupuestal, de conformidad con el clasificador por objeto del gasto, en el caso 

de ser aplicable;
10. Origen de los recursos especificando si son federales, estatales o municipales, así como el 

tipo de fondo de participación o aportación respectiva;
11. Los convenios modificatorios que, en su caso, sean firmados, precisando el objeto y la fecha 

de celebración;
12. Los informes de avance físico y financiero sobre las obras o servicios contratados;
13. El convenio de terminación; y
14. El finiquito;

b) De las adjudicaciones directas:
1. La propuesta enviada por el participante;
2. Los motivos y fundamentos legales aplicados para llevarla a cabo;
3. La autorización del ejercicio de la opción;
4. En su caso, las cotizaciones consideradas, especificando los nombres de los proveedores y 

los montos;
5. El nombre de la persona física o moral adjudicada;
6. La Unidad Administrativa solicitante y la responsable de su ejecución;
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7. El número, fecha, el monto del contrato y el plazo de entrega o de ejecución de los servicios 
u obra;

8. Los mecanismos de vigilancia y supervisión, incluyendo, en su caso, los estudios de impacto 
urbano y ambiental, según corresponda;

9. Los informes de avance sobre las obras o servicios contratados;
10. El convenio de terminación; y
11. El finiquito;

      Los procedimientos a que se refiere esta fracción estarán apegados a las formas,  condiciones y términos 
que establece la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios relacionados con Bienes 
Muebles del Estado de Campeche;   

XXIX. Los informes que, por disposición legal, generen los sujetos obligados;
XXX. Las estadísticas que generen en cumplimiento de sus facultades, competencias o funciones con la mayor 

desagregación posible;
XXXI. Informe de avances programáticos o presupuestales, balances generales y su estado financiero;
XXXII. Padrón de proveedores y contratistas;
XXXIII. Los convenios de coordinación de concertación con los sectores social y privado;
XXXIV. El inventario de bienes muebles e inmuebles en posesión y propiedad;
XXXV. Las recomendaciones emitidas por los órganos garantes de Derechos Humanos, así como las acciones que 

han llevado a cabo para su atención;
XXXVI. Las resoluciones y laudos que se emitan en procesos o procedimientos seguidos en forma de juicio;
XXXVII. Los mecanismos de participación ciudadana;
XXXVIII. Los programas que ofrecen, incluyendo información sobre la población, objetivo y destino, así como 

los trámites, tiempos de respuesta, requisitos y formatos para acceder a los mismos;
XXXIX. Las actas y resoluciones del Comité de Transparencia de cada sujeto obligado; 
XL. Todas las evaluaciones y encuestas que hagan los sujetos obligados a programas financiados con recursos 

públicos;
XLI. Los estudios financiados con recursos públicos;
XLII. El listado de jubilados y pensionados y el monto que reciben;
XLIII. Los ingresos recibidos por cualquier concepto señalando el nombre de los responsables de recibirlos, 

administrarlos y ejercerlos, así como su destino, indicando el destino de cada uno de ellos;
XLIV. Donaciones hechas a terceros en dinero o en especie;
XLV. El catálogo de disposición y guía de archivo documental;
XLVI. Las actas de sesiones ordinarias y extraordinarias, así como las opiniones y recomendaciones que emitan, 

en su caso, los consejos consultivos;
XLVII. Para efectos estadísticos, el listado de solicitudes a las empresas concesionarias de telecomunicaciones 

y proveedores de servicios o aplicaciones de internet para la intervención de comunicaciones privadas, el 
acceso al registro de comunicaciones y la localización geográfica en tiempo real de equipos de comunicación, 
que contenga exclusivamente el objeto, el alcance temporal y los fundamentos legales del requerimiento, así 
como, en su caso, la mención de que cuenta con la autorización judicial correspondiente; y

XLVIII. Cualquier otra información que sea de utilidad o se considere relevante, además de la que, con base en la 
información estadística, responda a las preguntas hechas con más frecuencia por el público.

Los sujetos obligados deberán informar a la Comisión y constatar que se publiquen en la Plataforma Nacional cuáles 
son los rubros que son aplicables a sus páginas electrónicas, con el objeto de que el organismo garante verifique y 
apruebe, de forma fundada y motivada, la relación de fracciones aplicables a cada sujeto obligado.

CAPÍTULO III
DE LAS OBLIGACIONES ESPECÍFICAS  EN MATERIA DE TRANSPARENCIA

DE LOS SUJETOS OBLIGADOS

Artículo 75.- Además de lo señalado en el artículo anterior de la presente Ley, los sujetos obligados del Poder Ejecutivo 
del Estado deberán poner a disposición del público y actualizar la siguiente información:

I. El Plan Estatal de Desarrollo;
II. El presupuesto de egresos y las fórmulas de distribución de los recursos otorgados;

III. El listado de expropiaciones decretadas y ejecutadas que incluya, cuando menos, la fecha de expropiación, el 
domicilio y la causa de utilidad pública y las ocupaciones superficiales;
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IV. El nombre, denominación o razón social y clave del registro federal de los contribuyentes a los que se les 
hubiera cancelado o condonado algún crédito fiscal, así como los montos respectivos. Asimismo, la información 
estadística sobre las exenciones previstas en las disposiciones fiscales;

V. Los nombres de las personas a quienes se les habilitó para ejercer como corredores y notarios públicos, así 
como sus datos de contacto, la información relacionada con el proceso de otorgamiento de la patente y las 
sanciones que se les hubieran aplicado; y

VI. Las disposiciones administrativas, directamente o a través de la autoridad competente, con el plazo de 
anticipación que prevean las disposiciones aplicables al sujeto obligado de que se trate, salvo que su difusión 
pueda comprometer los efectos que se pretenden lograr con la disposición o se trate de situaciones de 
emergencia, de conformidad con dichas disposiciones.

Artículo 76.- Además de lo señalado en el artículo 74 de la presente Ley, los sujetos obligados de los municipios 
deberán poner a disposición del público y mantener actualizado:

I. El Plan Municipal de Desarrollo;
II. La información detallada que contengan los planes de desarrollo urbano, ordenamiento territorial y ecológico, 

los tipos y usos de suelo, licencias de uso y construcción otorgadas por los gobiernos municipales;
III. El contenido de las gacetas municipales, las cuales deberán comprender los resolutivos y acuerdos aprobados 

por los HH. Ayuntamientos;
IV. Las actas de sesiones de cabildo y los dictámenes de las comisiones municipales;
V. Los controles de asistencia de los integrantes de los HH. Ayuntamientos a sus respectivas sesiones de cabildo 

y el sentido de votación de los miembros de los cabildos sobre las iniciativas o acuerdos;
VI. Los empréstitos, deudas contraídas a corto, mediano y largo plazo, así como la enajenación de bienes;

VII. Las cantidades recibidas por concepto de impuestos, multas e ingresos por derechos y aprovechamientos 
municipales, así como en su caso el uso o aplicación que se le da;

VIII. Las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores 
unitarios de suelo y construcciones, que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad 
inmobiliaria;

IX. Respecto al ejercicio del presupuesto: un reporte trimestral sobre la ejecución de las aportaciones federales 
y estatales, pudiendo identificar el programa para el cual se destinaron y, en su caso, el monto del gasto 
asignado por el propio municipio;

X. Las concesiones, licencias, permiso o autorizaciones, otorgadas para la prestación de servicios públicos, así 
como el aprovechamiento o explotación de bienes públicos, especificando el nombre o razón social del titular, 
el concepto y los objetivos de los mismos, el fundamento legal y el tiempo de vigencia;

XI. El atlas municipal de riesgos; y
XII. Las disposiciones administrativas, directamente o a través de la autoridad competente, con el plazo de 

anticipación que prevean las disposiciones aplicables al sujeto obligado de que se trate, salvo que su difusión 
pueda comprometer los efectos que se pretenden lograr con la disposición o se trate de situaciones de 
emergencia, de conformidad con dichas disposiciones.

En los casos en que algún municipio no cuente con medios electrónicos eficientes para cumplir las obligaciones en 
materia de transparencia, éstos podrán hacer uso de las gacetas o periódicos murales en el Palacio Municipal, escuelas 
y lugares públicos, hasta en tanto se obtienen los recursos y se realizan las adecuaciones necesarias para cumplir 
cabalmente con su obligación; y deberá mantenerla actualizada conforme a los lineamientos y criterios que establezca 
el Sistema Nacional y conforme a la normatividad aplicable.

Estos municipios podrán solicitar a la Comisión que, de manera subsidiaria, divulgue vía internet las obligaciones de 
transparencia correspondientes.

Artículo 77.- Además de lo señalado en el artículo 74 de la presente Ley, los sujetos obligados del Poder Legislativo 
del Estado deberán poner a disposición del público y mantener actualizada la siguiente información:

I. Agenda legislativa;
II. Gaceta Parlamentaria;

III. Orden del Día;
IV. El Diario de Debates;
V. El registro de audio y video;
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VI. Las listas de asistencia de cada una de sus sesiones del Pleno y de las Comisiones;
VII. Las iniciativas de leyes o decretos, puntos de acuerdo, la fecha en que se recibió, las comisiones a las que se 

turnaron, y los dictámenes que, en su caso, recaigan sobre las mismas;
VIII. Las leyes, decretos y acuerdos aprobados por el órgano legislativo;

IX. Las convocatorias, actas, acuerdos, listas de asistencia y votación de las comisiones y subcomisiones y de 
las sesiones del Pleno, identificando el sentido del voto, en votación económica, y por cada legislador, en 
la votación nominal y el resultado de la votación por cédula, así como votos particulares y reservas de los 
dictámenes y acuerdos sometidos a consideración;

X. Las resoluciones definitivas sobre juicios políticos y declaratorias de procedencia;
XI. Las versiones públicas de la información entregada en las audiencias públicas, comparecencias y en los 

procedimientos de designación, ratificación, elección, reelección o cualquier otro;
XII. Las contrataciones de servicios personales señalando el nombre del prestador del servicio, objeto, monto y 

vigencia del contrato de los órganos de gobierno, Comisiones, Comités, Grupos Parlamentarios y centros de 
estudio u órganos de investigación legislativa;

XIII. El informe semestral del ejercicio presupuestal del uso y destino de los recursos financieros de los órganos 
de gobierno, Comisiones, Comités, Grupos Parlamentarios y centros de estudio u órganos de investigación 
legislativa;

XIV. Los resultados de los estudios o investigaciones de naturaleza económica, política y social que realicen los 
centros de estudio o investigación legislativa; y

XV. El padrón de cabilderos, de acuerdo a la normatividad aplicable.

Artículo 78.- Además de lo señalado en el artículo 74 de la presente Ley, los sujetos obligados del Poder Judicial del 
Estado deberán poner a disposición del público y mantener actualizada la información siguiente:

I. Las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial de la Federación que se relacionen 
con la normatividad aplicable al Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, así como las ejecutorias 
publicadas en la gaceta del mismo;

II. Las versiones públicas de las sentencias que sean de interés público;
III. Las versiones estenográficas de las sesiones públicas;
IV. La relacionada con los procesos por medio de los cuales fueron designados los jueces y magistrados; y
V. La lista de acuerdos que diariamente se publiquen.

Artículo 79.- Además de lo señalado en el artículo 74 de la presente Ley, los órganos autónomos deberán poner a 
disposición del público y mantener actualizada la información que se relaciona a continuación, conforme a lo siguiente:

I. El Instituto Electoral del Estado de Campeche:

a) Los listados de partidos políticos, asociaciones y agrupaciones políticas o de ciudadanos registrados 
ante la autoridad electoral estatal;

b) Los informes que presenten los partidos políticos, asociaciones y agrupaciones políticas o de 
ciudadanos; 

c) La geografía y cartografía electoral del Estado; 
d) El registro de candidatos a cargos de elección popular;
e) El catálogo de estaciones de radio y canales de televisión, pautas de transmisión, versiones de spots 

del organismo público electoral local y de los partidos políticos;
f) Los montos de financiamiento público por actividades ordinarias, de campaña y específicas otorgadas 

a los partidos políticos, asociaciones y agrupaciones políticas o de ciudadanos y demás asociaciones 
políticas, registrados ante la autoridad electoral estatal, así como los montos autorizados de 
financiamiento privado y los topes de los gastos de campañas;

g) La metodología e informes sobre la publicación de encuestas por muestreo, encuestas de salida y 
conteos rápidos financiados por las autoridades electorales competentes; 

h) La metodología e informe del Programa de Resultados Preliminares Electorales;
i) Los cómputos totales de las elecciones y procesos de participación ciudadana;
j) Los resultados y declaraciones de validez de las elecciones;
k) Las franquicias postales y telegráficas asignadas al partido político para el cumplimiento de sus 

funciones;
l) La información sobre votos de mexicanos residentes en el extranjero;
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m) Los dictámenes, informes y resoluciones sobre pérdida de registro y liquidación del patrimonio de los 
partidos políticos nacionales y locales; y

n) El monitoreo de medios; 

II. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Campeche:

a) El listado y las versiones públicas de las recomendaciones emitidas, su destinatario o autoridad a 
la que se recomienda y el estado que guarda su atención, incluyendo, en su caso, las minutas de 
comparecencias de los titulares que se negaron a aceptar las recomendaciones;

b) Las quejas y denuncias presentadas ante las autoridades administrativas y penales respectivas, 
señalando el estado procesal en que se encuentran y, en su caso, el sentido en el que se resolvieron;

c) Las versiones públicas del acuerdo de conciliación, previo consentimiento del quejoso;
d) Listado de medidas precautorias, cautelares o equivalentes giradas, una vez concluido el expediente;
e) Toda la información con que cuente, relacionada con hechos constitutivos de violaciones graves 

de derechos humanos o delitos de lesa humanidad, una vez determinados así por la autoridad 
competente, incluyendo, en su caso, las acciones de reparación del daño, atención a víctimas y de 
no repetición;

f) La información relacionada con las acciones y resultados de defensa, promoción y protección de los 
derechos humanos;

g) Las actas y versiones estenográficas de las sesiones del consejo consultivo, así como las opiniones 
que emite;

h) Los resultados de los estudios, publicaciones o investigaciones que realicen;
i) Los programas de prevención y promoción en materia de derechos humanos;
j) El estado que guardan los derechos humanos en el sistema penitenciario y en la reinserción social 

en el Estado;
k) El seguimiento, evaluación y monitoreo, en materia de igualdad entre mujeres y hombres;
l) Los programas y las acciones de coordinación con las dependencias competentes para impulsar el 

cumplimiento de tratados de los que el Estado mexicano sea parte, en materia de derechos humanos; 
y

m) Los lineamientos generales de la actuación de la Comisión de Derechos Humanos del Estado y las 
recomendaciones emitidas por su Consejo Consultivo.

III. La Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Campeche:

a) La relación de observaciones y resoluciones emitidas y el seguimiento a cada una de ellas, 
incluyendo las respuestas entregadas por los sujetos obligados a los solicitantes en cumplimiento 
de las resoluciones;

b) Los criterios orientadores que deriven de sus resoluciones;
c) Las actas de las sesiones del pleno y las versiones estenográficas;
d) Los resultados de la evaluación al cumplimiento de la presente Ley por parte de los sujetos obligados;
e) Los estudios que apoyan la resolución de los recursos de revisión;
f) En su caso, las sentencias, ejecutorias o suspensiones judiciales que existan en contra de sus 

resoluciones;
g) El número de quejas, denuncias y recursos de revisión dirigidos a cada uno de los sujetos obligados.

Artículo 80.- Además de lo señalado en el artículo 74 de la presente Ley, las instituciones de educación superior 
públicas dotadas de autonomía deberán poner a disposición del público y mantener actualizada la siguiente información:

I. Los planes y programas de estudio según el sistema que ofrecen, ya sea escolarizado o abierto, con las áreas 
de conocimiento, el perfil profesional de quien cursa el plan de estudios, la duración del programa con las 
asignaturas y su valor en créditos;

II. Toda la información relacionada con sus procedimientos administrativos;
III. La remuneración de los profesores, incluyendo los estímulos al desempeño, nivel y monto;
IV. La lista de profesores con licencia o en año sabático;
V. El listado de las becas y apoyos que otorgan, así como los procedimientos y requisitos para obtenerlos;

VI. Las convocatorias de los concursos de oposición;
VII. La información relativa a los procesos de selección de los consejos;
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VIII. Resultado de las evaluaciones del cuerpo docente; y
IX. El listado de instituciones incorporadas y requisitos de incorporación.

Artículo 81.- Además de lo señalado en el artículo 74 de la presente Ley, los partidos políticos, las agrupaciones 
políticas y las personas morales constituidas en asociación civil creadas por los ciudadanos que pretendan postular 
su candidatura independiente, según corresponda, registrados ante la autoridad electoral estatal, deberán poner a 
disposición del público y mantener actualizada la siguiente información:

I. El padrón estatal de afiliados o militantes de los partidos políticos, que contendrá, exclusivamente: apellidos, 
nombre o nombres, fecha de afiliación y municipio de residencia;

II. Los acuerdos y resoluciones de los órganos de dirección de los partidos políticos;
III. Los convenios de participación entre partidos políticos con organizaciones de la sociedad civil;
IV. Contratos y convenios para la adquisición o arrendamiento de bienes y servicios;
V. Las minutas de las sesiones de los partidos políticos;

VI. Los responsables de los órganos internos de finanzas de los partidos políticos;
VII. Las organizaciones sociales adherentes o similares a algún partido político;

VIII. Los montos de las cuotas ordinarias y extraordinarias aportadas por sus militantes;
IX. Los montos autorizados de financiamiento privado, así como una relación de los nombres de los aportantes 

vinculados con los montos aportados;
X. El listado de aportantes a las precampañas y campañas políticas;

XI. El acta de la asamblea constitutiva;
XII. Las demarcaciones electorales en las que participen;

XIII. Los tiempos que les corresponden en estaciones de radio y canales de televisión;
XIV. Sus documentos básicos, plataformas electorales y programas de gobierno y los mecanismos de designación 

de los órganos de dirección en sus respectivos ámbitos;
XV. El directorio de sus órganos de dirección nacionales, estatales, municipales y, en su caso, regionales y 

distritales;
XVI. El tabulador de remuneraciones que perciben los integrantes de los órganos a que se refiere la fracción 

anterior y de los demás funcionarios partidistas, que deberá vincularse con el directorio y estructura orgánica; 
así como cualquier persona que reciba ingresos por parte del partido político, independientemente de la 
función que desempeñe dentro o fuera del partido;

XVII. El currículo con fotografía reciente de todos los precandidatos y candidatos a cargos de elección popular en 
el Estado, con el cargo al que se postula y el distrito electoral;

XVIII. El currículo de los dirigentes a nivel estatal y municipal;
XIX. Los convenios de frente, coalición o fusión que celebren o de participación electoral que realicen con 

agrupaciones políticas nacionales;
XX. Las convocatorias que emitan para la elección de sus dirigentes o la postulación de sus candidatos a cargos 

de elección popular y, en su caso, el registro correspondiente;
XXI. Los responsables de los procesos internos de evaluación y selección de candidatos a cargos de elección 

popular, conforme a su normatividad interna;
XXII. Informes sobre el gasto del financiamiento público ordinario recibido para la capacitación, promoción y 

desarrollo del liderazgo político de las mujeres;
XXIII. Las resoluciones dictadas por los órganos de control;
XXIV. Los montos de financiamiento público otorgados mensualmente, en cualquier modalidad, a sus órganos 

estatales y municipales, así como los descuentos correspondientes a sanciones;
XXV. El estado de situación financiera y patrimonial, el inventario de los bienes inmuebles de los que sean 

propietarios, así como los anexos que formen parte integrante de los documentos anteriores;
XXVI. Las resoluciones que emitan sus órganos disciplinarios de cualquier nivel, una vez que hayan causado estado;
XXVII. Los nombres de sus representantes ante la autoridad electoral competente;
XXVIII. Los mecanismos de control y supervisión aplicados a los procesos internos de selección de candidatos;
XXIX. El listado de fundaciones, asociaciones, centros o institutos de investigación o capacitación o cualquier otro 

que reciban apoyo económico de los partidos políticos, así como los montos destinados para tal efecto; y
XXX. Las resoluciones que dicte la autoridad electoral competente respecto de los informes de ingresos y gastos.

Artículo 82.- Además de lo señalado en el artículo 74 de la presente Ley, los fideicomisos, fondos públicos, mandatos 
o cualquier contrato análogo, deberán poner a disposición del público y mantener actualizada y accesible, en lo que 
resulte aplicable a cada contrato, la siguiente información:
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I. El nombre del servidor público y de la persona física o moral que represente al fideicomitente, al fiduciario y 
al fideicomisario;

II. La Unidad Administrativa responsable del fideicomiso;
III. El monto total, el uso y destino del patrimonio fideicomitido, distinguiendo las aportaciones públicas y fuente 

de los recursos, los subsidios, donaciones, transferencias, excedentes, inversiones realizadas y aportaciones 
o subvenciones que reciban;

IV. El saldo total al cierre del ejercicio fiscal, sin perjuicio de los demás informes que deban presentarse en los 
términos de las disposiciones aplicables;

V. Las modificaciones que, en su caso, sufran los contratos o decretos de constitución del fideicomiso o del fondo 
público;

VI. El padrón de beneficiarios, en su caso;
VII. Causas por las que, en su caso, se inicie el proceso de constitución o extinción del fideicomiso o fondo público, 

especificando, de manera detallada, los recursos financieros destinados para tal efecto; y
VIII. Los contratos de obras, adquisiciones y servicios que involucren recursos públicos del fideicomiso, así como 

los honorarios derivados de los servicios y operaciones que realice la institución de crédito o la fiduciaria.

Artículo 83.- Las autoridades administrativas y jurisdiccionales en materia laboral en el Estado deberán poner a 
disposición del público, y mantener actualizada y accesible, la siguiente información de los sindicatos:

I. Los documentos del registro de los sindicatos, que deberán contener, entre otros:
a) El domicilio;
b) Número de registro;
c) Nombre del sindicato;
d)    Nombre de los integrantes del comité ejecutivo y comisiones que ejerzan funciones de vigilancia;
e) Fecha de vigencia del comité ejecutivo;
f) Número de socios;
g) Centro de trabajo al que pertenezcan; y
h) Central a la que pertenezcan, en su caso;

II. Las tomas de nota;
III. El estatuto;
IV. El padrón de socios;
V. Las actas de asamblea;

VI. Los reglamentos interiores de trabajo;
VII.    Los contratos colectivos, incluyendo el tabulador, convenios y las condiciones generales de trabajo; y

VIII.   Todos los documentos contenidos en el expediente de registro sindical y de contratos colectivos de trabajo.

Las autoridades administrativas y jurisdiccionales en materia laboral deberán expedir copias de los documentos que 
obren en los expedientes de los registros a los solicitantes que los requieran, de conformidad con el procedimiento de 
acceso a la información.

Por lo que se refiere a los documentos que obran en el expediente de registro de las asociaciones, únicamente estará 
clasificada como información confidencial, los domicilios de los trabajadores señalados en los padrones de socios.

Artículo 84.- Los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos deberán mantener actualizada y accesible, de 
forma impresa para consulta directa y en los respectivos sitios de internet, la información aplicable del artículo 74 de 
esta Ley, la señalada en el artículo anterior y la siguiente:

I. 
I. Contratos y convenios entre sindicatos y autoridades;

II. El directorio del comité ejecutivo;
III. El padrón de socios; y
IV. La relación detallada de los recursos públicos económicos, en especie, bienes o donativos que reciban y el 

informe detallado del ejercicio y destino final de los recursos públicos que ejerzan.

Por lo que se refiere a los documentos que obran en el expediente de registro de las asociaciones, únicamente estará 
clasificada como información confidencial los domicilios de los trabajadores señalados en los padrones de socios.
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Los sujetos obligados que asignen recursos públicos a los sindicatos deberán habilitar un espacio en sus páginas 
electrónicas para que éstos cumplan con sus obligaciones en materia de transparencia y dispongan de la infraestructura 
tecnológica para el uso y acceso a la Plataforma Nacional. En todo momento el sindicato será el responsable de la 
publicación, actualización y accesibilidad de la información.

Artículo 85.- Para determinar la información adicional que publicarán todos los sujetos obligados de manera obligatoria, 
la Comisión deberá:

I. Solicitar a los sujetos obligados que, atendiendo a los lineamientos emitidos por el Sistema Nacional, remitan 
el listado de información que consideren de interés público;

II. Revisar el listado que remitió el sujeto obligado con base en las funciones, atribuciones y competencias que 
la normatividad aplicable le otorgue; y

III. Determinar el catálogo de información que el sujeto obligado deberá publicar como obligación de transparencia.

CAPÍTULO IV
DE LAS OBLIGACIONES ESPECÍFICAS EN MATERIA DE TRANSPARENCIA DE LAS PERSONAS FÍSICAS O 

MORALES QUE RECIBEN Y
EJERCEN RECURSOS PÚBLICOS O EJERCEN ACTOS DE AUTORIDAD

Artículo 86.- La Comisión, dentro de su competencia, determinará los casos en que las personas físicas o morales 
que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad, cumplirán con las obligaciones en materia 
de transparencia y acceso a la información directamente o a través de los sujetos obligados que les asignen dichos 
recursos o, en los términos de las disposiciones aplicables, realicen actos de autoridad.

Los sujetos obligados correspondientes deberán enviar a la Comisión un listado de las personas físicas o morales a los 
que, por cualquier motivo, asignaron recursos públicos o, en los términos que establezcan las disposiciones aplicables, 
ejercen actos de autoridad.

Para resolver sobre el cumplimento de lo señalado en el párrafo anterior, la Comisión tomará en cuenta si realiza una 
función gubernamental, el nivel de financiamiento público, el nivel de regulación e involucramiento gubernamental y si 
el gobierno participó en su creación.

Artículo 87.- Para determinar la información que deberán hacer pública las personas físicas o morales que reciben y 
ejercen recursos públicos o realizan actos de autoridad, la Comisión deberá:

I. Solicitar a las personas físicas o morales que, atendiendo a los lineamientos emitidos por el Sistema Nacional, 
remitan el listado de información que considere de interés público;

II. Revisar el listado que remitió la persona física o moral en la medida en que reciban y ejerzan recursos o 
realicen actos de autoridad que la normatividad aplicable le otorgue; y

III. Determinar las obligaciones en materia de transparencia que deben cumplir y los plazos para ello.

CAPÍTULO V
DE LA VERIFICACIÓN DE LAS OBLIGACIONES EN MATERIA DE TRANSPARENCIA

Artículo 88.- Las determinaciones que emita la Comisión deberán establecer los requerimientos, recomendaciones 
u observaciones que formulen y los términos y plazos en los que los sujetos obligados deberán atenderlas. El 
incumplimiento a los requerimientos formulados será motivo para aplicar las medidas de apremio, sin perjuicio de las 
sanciones a que haya lugar.

Artículo 89.- La Comisión vigilará que las obligaciones en materia de transparencia que publiquen los sujetos obligados 
cumplan con lo dispuesto en los artículos 74 a 87 de esta Ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 90.- Las acciones de vigilancia a que se refiere este capítulo se realizarán a través de la verificación virtual. 
Esta vigilancia surgirá de los resultados de la verificación que se lleve a cabo de manera oficiosa por la Comisión al 
portal de internet de los sujetos obligados o de la Plataforma Nacional, ya sea de forma aleatoria, muestral o periódica.

Artículo 91.- La verificación tendrá por objeto revisar y constatar el debido cumplimiento a las obligaciones en materia 
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de transparencia en términos de lo previsto en los artículos 74 al 87 de esta Ley, según corresponda a cada sujeto 
obligado y demás disposiciones aplicables.

Artículo 92.- La verificación que realice la Comisión, en el ámbito de su competencia, se sujetará a lo siguiente:

I. Constatar que la información esté completa, publicada y actualizada en tiempo y forma;
II. Emitir un dictamen en el que podrá determinar que el sujeto obligado se ajusta a lo establecido por esta Ley 

y demás disposiciones aplicables, o contrariamente determinar que existe incumplimiento a lo previsto por 
la Ley y demás normatividad aplicable, en cuyo caso formulará los requerimientos que procedan a efecto de 
que el sujeto obligado subsane las inconsistencias detectadas dentro de un plazo no mayor a veinte días;

III. El sujeto obligado deberá informar a la Comisión sobre el cumplimento de los requerimientos del dictamen; y
IV. La Comisión verificará el cumplimiento a la resolución una vez transcurrido el plazo y, si considera que se dio 

cumplimiento a los requerimientos del dictamen, se emitirá un acuerdo de cumplimiento.

La Comisión podrá solicitar al sujeto obligado los informes complementarios que requiera para allegarse de los 
elementos de juicio que considere necesarios para llevar a cabo la verificación.

Cuando la Comisión considere que existe un incumplimiento total o parcial de la determinación, le notificará, por 
conducto de la Unidad de Transparencia, al superior jerárquico del servidor público responsable de dar cumplimiento, 
para el efecto de que, en un plazo no mayor a cinco días, se dé cumplimiento a los requerimientos del dictamen.

En caso de que la Comisión considere que subsiste el incumplimiento total o parcial de la resolución, en un plazo 
no mayor a cinco días, se informará al Pleno para que, en su caso, imponga las medidas de apremio o sanciones, 
conforme a lo establecido por esta Ley.

CAPÍTULO VI
DE LA DENUNCIA POR INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES 

EN MATERIA DE TRANSPARENCIA

Artículo 93.- Cualquier persona podrá denunciar ante la Comisión la falta de publicación de las obligaciones en materia 
de transparencia previstas en los artículos 74 al 87 de esta Ley y demás disposiciones aplicables, en sus respectivos 
ámbitos de competencia.

Artículo 94.- El procedimiento de la denuncia se integra por las siguientes etapas:

I. Presentación de la denuncia ante la Comisión;
II. Solicitud, por parte de la Comisión, de un informe al sujeto obligado;

III. Resolución de la denuncia; y
IV. Ejecución de la resolución de la denuncia.

Artículo 95.- La denuncia por incumplimiento a las obligaciones en materia de transparencia deberá cumplir, al menos, 
los siguientes requisitos:

I. Nombre del sujeto obligado denunciado;
II. Descripción clara y precisa del incumplimiento denunciado;

III. El denunciante podrá adjuntar los medios de prueba que estime necesarios para respaldar el incumplimiento 
denunciado;

IV. En caso de que la denuncia se presente por escrito, el denunciante deberá señalar el domicilio en la jurisdicción 
que corresponda o la dirección de correo electrónico para recibir notificaciones. En caso de que la denuncia se 
presente por medios electrónicos, se entenderá que se acepta que las notificaciones se efectúen por el mismo 
medio. En caso de que no se señale domicilio o dirección de correo electrónico o se señale un domicilio fuera 
de la jurisdicción respectiva, las notificaciones, aún las de carácter personal, se practicarán a través de los 
estrados físicos de la Comisión; y

V. El nombre del denunciante y, opcionalmente, su perfil, únicamente para propósitos estadísticos. Esta 
información será proporcionada por el denunciante de manera voluntaria. En ningún caso el dato sobre el 
nombre y el perfil podrán ser un requisito para la procedencia y trámite de la denuncia.
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Artículo 96.- La denuncia podrá presentarse de la forma siguiente:

I. Por medio electrónico:
a) A través de la Plataforma Nacional; o
b) Por correo electrónico, dirigido a la dirección electrónica que al efecto se      establezca; y

II. Por escrito, presentado físicamente ante la Unidad de Transparencia de la Comisión.

Artículo 97.- La Comisión pondrá a disposición de los particulares el formato de denuncia correspondiente, a efecto de 
que éstos, si así lo deciden, puedan utilizarlos. Asimismo, los particulares podrán optar por un escrito libre, conforme 
a lo previsto en esta Ley.

Artículo 98.- El procedimiento de denuncia se sustanciará de la siguiente manera:

I. Se presentará la denuncia ante la Comisión, quien resolverá sobre su admisión dentro de los tres días 
siguientes a su recepción;

II. Admitida la denuncia, la Comisión deberá notificar al sujeto obligado, dentro de los tres días siguientes a su 
admisión, solicitando que rinda un informe con justificación;

III. Una vez notificado, el sujeto obligado deberá enviar a la Comisión un informe con justificación respecto de los 
hechos o motivos de la denuncia, dentro de los tres días siguientes;

IV. La Comisión podrá realizar las verificaciones virtuales que estime necesarias y sean procedentes, así como 
solicitar al sujeto obligado informes complementarios que requiera para allegarse de los elementos de juicio 
que considere necesarios para resolver la denuncia.
En el caso de informes complementarios, el sujeto obligado deberá responder a los mismos, en el término de 
tres días siguientes a la notificación correspondiente;

V. La Comisión emitirá la resolución correspondiente dentro de los veinte días hábiles siguientes al término del 
plazo en que el sujeto obligado deba presentar su informe o, en su caso, los informes complementarios.
Dicha resolución deberá estar fundada y motivada e invariablemente se pronunciará sobre el cumplimiento de 
la publicación de la información por parte del sujeto obligado;

VI. La Comisión notificará la resolución al denunciante y al sujeto obligado, dentro de los tres días siguientes a 
su emisión.
Las resoluciones que emita la Comisión son vinculatorias, definitivas e inatacables para los sujetos obligados. 
El particular podrá impugnar la resolución por la vía del juicio de amparo que corresponda, en los términos de 
la legislación aplicable;

VII. El sujeto obligado deberá cumplir con la resolución en un plazo máximo de quince días, a partir del día 
siguiente al en que se le notifique la misma;

VIII. Transcurrido el plazo señalado en la fracción anterior, el sujeto obligado deberá informar a la Comisión sobre 
el cumplimento de la resolución; y

IX. Recibido el informe, la Comisión verificará el cumplimiento a la resolución y si considera que se dio cumplimiento 
a la misma, emitirá un acuerdo de cumplimiento y ordenará el cierre del expediente.

Artículo 99.- Cuando la Comisión considere que existe un incumplimiento total o parcial de la resolución, notificarán, 
por conducto de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado, al superior jerárquico del servidor público responsable 
de dar cumplimiento, para el efecto de que, en un plazo no mayor a cinco días, se dé cumplimiento a la resolución.

En caso de que la Comisión considere que subsiste el incumplimiento total o parcial de la resolución, en un plazo no 
mayor a cinco días posteriores al aviso de incumplimiento al superior jerárquico del servidor público responsable del 
mismo, se emitirá un acuerdo de incumplimiento y se informará al Pleno para que, en su caso, imponga las medidas 
de apremio o determinaciones que resulten procedentes.

TÍTULO SÉPTIMO
INFORMACIÓN CLASIFICADA

CAPÍTULO I
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES DE LA CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN

Artículo 100.- La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su 
poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad.
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Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las bases, principios y 
disposiciones establecidos en la Ley General, en la presente Ley y, en ningún caso, podrán contravenirlas.

Los titulares de las áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, de conformidad 
con lo dispuesto en esta Ley y en la Ley General.

Artículo 101.- Cada área del sujeto obligado elaborará un índice de los expedientes clasificados como reservados, que 
deberá contener el área responsable de la información y el tema sobre el que trata.

Artículo 102.- El índice deberá elaborarse semestralmente y publicarse en formatos abiertos, al día siguiente de su 
elaboración y, además de lo señalado en el artículo anterior, deberá indicar: 

I. El área que generó la información;
II. El nombre del documento;

III. Si se trata de una reserva completa o parcial;
IV. La fecha en que inicia y finaliza la reserva;
V. La justificación de la reserva;

VI. El plazo de reserva;
VII. Las partes del documento que se reservan, en su caso; y 

VIII. Si se encuentra en prórroga.

En ningún caso el índice será considerado como información reservada.

Artículo 103.- En los casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de 
clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión.

Para motivar la clasificación de la información y la ampliación del plazo de reserva se deberán señalar las razones, 
motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto 
previsto por la norma legal invocada como fundamento. Además, el sujeto obligado deberá, en todo momento, aplicar 
una prueba de daño.

En los casos de aquella información que actualice los supuestos de clasificación, deberá señalarse el plazo al que 
estará sujeto la reserva.

Artículo 104.- En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que:

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo 
al interés público;

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y
III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible 

para evitar el perjuicio.

Artículo 105.- Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de 
acceso a la información prevista en el presente Título y deberán acreditar su procedencia.

La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los 
supuestos de reserva previstos, corresponderá a los sujetos obligados.

Artículo 106.- La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:

I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o

III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones en materia de transparencia previstas 
en esta Ley.

Artículo 107.- Los documentos clasificados parcial o totalmente deberán llevar una leyenda que indique tal carácter, la 
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fecha de la clasificación, el fundamento legal y, en su caso, el periodo de reserva.

Artículo 108.- Los sujetos obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen 
documentos o información como reservada. 

La clasificación podrá establecerse de manera parcial o total de acuerdo al contenido de la información del documento y 
deberá estar acorde con la actualización de los supuestos definidos en el presente Título como información clasificada.

En ningún caso se podrán clasificar documentos antes de que se genere la información.

La clasificación de información reservada se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de 
la prueba de daño.

Artículo 109.- Los lineamientos generales que emita el Sistema Nacional en materia de clasificación de la información 
reservada y confidencial y, para la elaboración de versiones públicas, serán de observancia obligatoria para los sujetos 
obligados.

Artículo 110.- Los documentos clasificados serán debidamente custodiados y conservados, conforme a las 
disposiciones legales aplicables y, en su caso, a los lineamientos que expida el Sistema Nacional.

Artículo 111.- Cuando un documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, 
para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las 
partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.

Artículo 112.- La información contenida en las obligaciones en materia de transparencia no podrá omitirse en las 
versiones públicas.

CAPÍTULO II
DE LA INFORMACIÓN RESERVADA

Artículo 113.- Como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación:

I. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física;
II. Obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes o 

afecte la recaudación de contribuciones;
III. Obstruya la prevención o persecución de los delitos;
IV. La que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo 

de los servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar 
documentada;

V. Obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los servidores públicos, en tanto no se haya 
dictado la resolución administrativa;

VI. Afecte los derechos del debido proceso;
VII. Vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en 

forma de juicio, en tanto no hayan causado estado;
VIII. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y se tramiten 

ante el ministerio público; y
IX. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las bases, 

principios y disposiciones establecidos en esta Ley y no la contravengan; así como las previstas en tratados 
internacionales.

Artículo 114.- Las causales de reserva previstas en el artículo anterior se deberán fundar y motivar, a través de la 
aplicación de la prueba de daño a la que se hace referencia en el artículo 104 de la presente Ley.

Artículo 115.- Los documentos clasificados como reservados serán públicos cuando:

I. Se extingan las causas que dieron origen a su clasificación;
II. Expire el plazo de clasificación;
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III. Exista resolución de una autoridad competente que determine que existe una causa de interés público que 
prevalece sobre la reserva de la información; o

IV. El Comité de Transparencia considere pertinente la desclasificación, de conformidad con lo señalado en el 
presente Título.

Artículo 116.- La información clasificada como reservada, según el artículo 113 de esta Ley, podrá permanecer con 
tal carácter hasta por un periodo de cinco años. El periodo de reserva correrá a partir de la fecha en que se clasifica 
el documento.

Excepcionalmente, los sujetos obligados, con la aprobación de su Comité de Transparencia, podrán ampliar el periodo 
de reserva hasta por un plazo de cinco años adicionales, siempre que justifiquen que subsisten las causas que dieron 
origen a su clasificación, mediante la aplicación de una prueba de daño.

Para los casos previstos por la fracción II del artículo 115, cuando se trate de información cuya publicación pueda 
ocasionar la destrucción o inhabilitación de la infraestructura de carácter estratégico para la provisión de bienes o 
servicios públicos, y que a juicio de un sujeto obligado sea necesario ampliar nuevamente el periodo de reserva de la 
información; el Comité de Transparencia respectivo deberá hacer la solicitud correspondiente al organismo garante, 
debidamente fundada y motivada, aplicando la prueba de daño y señalando el plazo de reserva, por lo menos con tres 
meses de anticipación al vencimiento del periodo. 

Artículo 117.- No podrá invocarse el carácter de reservado cuando:

I. Se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad; o
II. Se trate de información relacionada con actos de corrupción de acuerdo con las leyes aplicables.

CAPÍTULO III
DE LA INFORMACIÓN CONFIDENCIAL

Artículo 118.- Se considera información confidencial la que contiene datos personales concernientes a una persona 
identificada o identificable.

La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la 
misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.

Artículo 119.- Se considera como información confidencial: 

I. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda 
a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de 
recursos públicos; y

II. Aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados, siempre que tengan el derecho a ello, de 
conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.

Artículo 120.- Los sujetos obligados que se constituyan como fideicomitentes, fideicomisarios o fiduciarios en 
fideicomisos que involucren recursos públicos no podrán clasificar, por ese sólo supuesto, la información relativa al 
ejercicio de éstos, como secreto bancario o fiduciario, sin perjuicio de las demás causales de clasificación que prevé 
la presente Ley.

Artículo 121.- Los sujetos obligados que se constituyan como usuarios o como institución bancaria en operaciones que 
involucren recursos públicos no podrán clasificar, por ese solo supuesto, la información relativa al ejercicio de éstos, 
como secreto bancario, sin perjuicio de las demás causales de clasificación que prevé la presente Ley.

Artículo 122.- Los sujetos obligados que se constituyan como contribuyentes o como autoridades en materia tributaria 
no podrán clasificar la información relativa al ejercicio de recursos públicos como secreto fiscal.

Artículo 123.- Para que los sujetos obligados puedan permitir el acceso a información confidencial requieren obtener el 
consentimiento de los particulares titulares de la información, salvo las excepciones que establezca la ley de la materia.
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TÍTULO OCTAVO
DEL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO I
DEL PROCEDIMIENTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 124.- Cualquier persona, por sí misma o a través de su representante, podrá presentar solicitud de información 
pública ante las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados, salvo los casos de excepción previstos en la 
presente Ley.

Artículo 125.- Las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deberán garantizar las medidas y condiciones 
de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información mediante solicitudes de 
información y deberá apoyar al solicitante en la elaboración de las mismas, de conformidad con las bases establecidas 
en el presente Título.

Artículo 126.- La solicitud de acceso a la información podrá presentarse a través de los siguientes medios:

I. Por la Plataforma Nacional;
II. En la oficina u oficinas designadas para ello; 

III. Vía correo electrónico;
IV. Correo postal, mensajería o telégrafo;
V. De forma verbal; 

VI. Mediante escrito libre o en los formatos que para tal efecto apruebe la Comisión; y
VII. Cualquier medio aprobado por el Sistema Nacional.

Artículo 127.- En el caso de solicitudes de acceso a información formuladas mediante la Plataforma Nacional, se 
asignará automáticamente un número de folio con el que los solicitantes podrán dar seguimiento a sus requerimientos. 
En los demás casos, la Unidad de Transparencia del sujeto obligado tendrá que registrar y capturar la solicitud de 
acceso a la información en la Plataforma Nacional y deberá enviar el acuse de recibo al solicitante, en el que se indique 
la fecha de recepción, el folio que corresponda y los plazos de respuesta aplicables.

Cuando la solicitud se realice a través de escrito libre o mediante formato aprobado por la Comisión, la Unidad de 
Transparencia deberá registrar dicha solicitud en el sistema electrónico respectivo y entregar al interesado el acuse de 
recibo correspondiente.

Artículo 128.- Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes:

I. Nombre o, en su caso, los datos generales de su representante;
II. Domicilio o medio para recibir notificaciones;

III. La descripción de la información solicitada;
IV. Cualquier otro dato que facilite su búsqueda y eventual localización; y
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre 

que sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o 
certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos.

En su caso, el solicitante señalará el formato accesible o la lengua indígena en la que se requiera la información, de 
acuerdo a lo señalado en la presente Ley.

La información de las fracciones I y IV será proporcionada por el solicitante de manera opcional y, en ningún caso, 
podrá ser un requisito indispensable para la procedencia de la solicitud.

Artículo 129.- Cuando el particular presente su solicitud por medios electrónicos a través de la Plataforma Nacional, se 
entenderá que acepta que las notificaciones le sean efectuadas por dicho sistema, salvo que señale un medio distinto 
para efectos de las notificaciones.

En el caso de solicitudes recibidas en otros medios, en las que los solicitantes no proporcionen un domicilio o medio 
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para recibir la información o, en su defecto, no haya sido posible practicar la notificación, se notificará por estrados en 
la oficina de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado.

Artículo 130.- Los términos de todas las notificaciones previstas en esta Ley empezarán a correr al día siguiente al 
que se practiquen.

Cuando los plazos fijados por esta Ley sean en días, éstos se entenderán como hábiles.

Artículo 131.- De manera excepcional cuando, de forma fundada y motivada, así lo determine el sujeto obligado, 
en aquellos casos en que la información solicitada que ya se encuentre en su posesión implique análisis, estudio o 
procesamiento de documentos cuya entrega o reproducción sobrepase las capacidades técnicas del sujeto obligado 
para cumplir con la solicitud, en los plazos establecidos para dichos efectos, se podrán poner a disposición del solicitante 
los documentos en consulta directa, salvo la información clasificada.

En todo caso se facilitará su copia simple o certificada, así como su reproducción por cualquier medio disponible en las 
instalaciones del sujeto obligado o que, en su caso, aporte el solicitante.

Artículo 132.- Cuando los detalles proporcionados para localizar los documentos resulten insuficientes, incompletos 
o sean erróneos, la Unidad de Transparencia del sujeto obligado podrá requerir al solicitante, por una sola vez y 
dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco días, contados a partir de la presentación de la solicitud, para que, 
en un término de hasta diez días, indique otros elementos o corrija los datos proporcionados o precise uno o varios 
requerimientos de información.

Este requerimiento interrumpirá el plazo de respuesta establecido en el artículo 136 de la presente Ley, por lo que 
comenzará a computarse nuevamente al día siguiente del desahogo por parte del particular. En este caso, el sujeto 
obligado atenderá la solicitud en los términos en que fue desahogado el requerimiento de información adicional.

La solicitud se tendrá por no presentada cuando los solicitantes no atiendan el requerimiento de información adicional. 
En el caso de requerimientos parciales no desahogados, se tendrá por presentada la solicitud por lo que respecta a los 
contenidos de información que no formaron parte del requerimiento.

Artículo 133.- Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o 
que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el 
solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o 
del lugar donde se encuentre así lo permita.

En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en 
formatos abiertos.

Artículo 134.- Cuando la información requerida por el solicitante ya esté disponible al público en medios impresos, 
tales como libros, compendios, trípticos, registros públicos, en formatos electrónicos disponibles en Internet o en 
cualquier otro medio, se le hará saber por el medio requerido por el solicitante la fuente, el lugar y la forma en que 
puede consultar, reproducir o adquirir dicha información en un plazo no mayor a cinco días.

Artículo 135.- Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las áreas 
competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, 
con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.

Artículo 136.- La respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo posible, que no podrá 
exceder de veinte días, contados a partir del día siguiente a la presentación de aquélla.

Excepcionalmente, el plazo referido en el párrafo anterior podrá ampliarse hasta por diez días más, siempre que 
existan razones fundadas y motivadas, las cuales deberán ser aprobadas por el Comité de Transparencia mediante la 
emisión de una resolución que deberá notificarse al solicitante antes de su vencimiento.

Artículo 137.- El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante. Cuando 
la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras 
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modalidades de entrega. En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

Artículo 138.- Los sujetos obligados establecerán la forma y términos en que darán trámite interno a las solicitudes en 
materia de acceso a la información.

La elaboración de versiones públicas, cuya modalidad de reproducción o envío tenga un costo, procederá una vez que 
se acredite el pago respectivo.

Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de 
reproducción y envío correrán a cargo del sujeto obligado.

Artículo 139.- La Unidad de Transparencia del sujeto obligado tendrá disponible la información solicitada, durante un 
plazo mínimo de sesenta días, contado a partir de que el solicitante hubiere realizado, en su caso, el pago respectivo, 
el cual deberá efectuarse en un plazo no mayor a treinta días.

Transcurridos dichos plazos, los sujetos obligados darán por concluida la solicitud y procederán, de ser el caso, a la 
destrucción del material en el que se reprodujo la información.

Artículo 140.-. Cuando las Unidades de Transparencia determinen la notoria incompetencia por parte de los 
sujetos obligados, dentro del ámbito de su aplicación, para atender la solicitud de acceso a la información, deberán 
comunicarlo al solicitante, dentro de los tres días posteriores a la recepción de la solicitud y, en caso de poderlo 
determinar, señalará al solicitante el o los sujetos obligados competentes. Al efecto, los sujetos obligados, a través 
de sus Unidades de Transparencia, deberán demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, 
competencias o funciones, o bien, indicar las razones por las cuales, en el caso particular, no se ejercieron dichas 
facultades, competencias o funciones.

Si los sujetos obligados son competentes para atender parcialmente la solicitud de acceso a la información, deberá dar 
respuesta respecto de dicha parte. Respecto de la información sobre la cual es incompetente se procederá conforme 
lo señala el párrafo anterior.

En el caso de que la petición presentada no corresponda a una solicitud de acceso a la información sino a otro tipo de 
promoción cuyo trámite y consulta, en su caso, se encuentren regulados por una normativa específica, la Unidad de 
Transparencia deberá orientar al solicitante con respecto a la vía, instancia y procedimiento a realizar para consultar 
la información de su interés, sin que esto implique negativa a recepcionar la solicitud, dándole el trámite previsto en 
esta ley.

Artículo 141.- En caso de que los sujetos obligados consideren que la información o los documentos deban ser 
clasificados, se sujetará a lo siguiente:

I. El área deberá remitir la solicitud, así como un escrito en el que funde y motive la clasificación al Comité de 
Transparencia, mismo que deberá resolver para:

a) Confirmar la clasificación;
b) Modificar la clasificación y otorgar total o parcialmente el acceso a la información; o 
c) Revocar la clasificación y conceder el acceso a la información.

II. El Comité de Transparencia podrá tener acceso a la información que esté en poder del área correspondiente, 
de la cual se haya solicitado su clasificación; y

III. La resolución del Comité de Transparencia será notificada al interesado en el plazo de respuesta a la solicitud 
que establece el artículo 136 de la presente Ley.

Artículo 142.-Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información;
II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento;

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de 
que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, 
o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las 
razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual 
notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia; y
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IV. Notificará al órgano interno de control o equivalente del sujeto obligado quien, en su caso, deberá iniciar el 
procedimiento de responsabilidad administrativa que corresponda.

Artículo 143.- La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada 
contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda 
exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y 
señalará al servidor público responsable de contar con la misma.

Artículo 144.- Las personas físicas y morales que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad, 
serán responsables del cumplimiento de los plazos y términos para otorgar acceso a la información.

CAPÍTULO II
DE LAS CUOTAS DE ACCESO

Artículo 145.- En caso de existir costos para obtener la información, éstos deberán cubrirse de manera previa a la 
entrega y no podrán ser superiores a la suma de:

I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información;
II. El costo de envío, en su caso; y

III. El pago de la certificación de los documentos, cuando proceda.

Para el caso de la reproducción en medios magnéticos, si el interesado aporta el medio en el que será almacenada la 
información, la reproducción será totalmente gratuita.

Las cuotas de los derechos aplicables serán las señaladas en el artículo 59 de la Ley de Hacienda del Estado de 
Campeche, las cuales se publicarán en los sitios de internet de los sujetos obligados. En su determinación se deberá 
considerar que los montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información, asimismo se 
establecerá la obligación de fijar una cuenta bancaria única y exclusivamente para que el solicitante realice el pago 
íntegro del costo de la información que solicitó.

Los sujetos obligados a los que no les sea aplicable la Ley de Hacienda del Estado de Campeche deberán establecer 
cuotas que no sean mayores a las dispuestas en dicha ley.

La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. 
Las Unidades de Transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias 
socioeconómicas del solicitante.

TÍTULO NOVENO
DEL RECURSO DE REVISIÓN

CAPÍTULO I
DE SU PROCEDENCIA

Artículo 146.- La Comisión, conforme a las disposiciones de este Título, resolverá los recursos de revisión interpuestos 
por particulares contra los actos o resoluciones de los sujetos obligados en materia de acceso a la información pública.

Artículo 147.- El solicitante podrá interponer recurso de revisión, por sí mismo o a través de su representante, de 
manera directa o por medios electrónicos, ante la Comisión o ante la Unidad de Transparencia que haya conocido de 
la solicitud, dentro de los quince días siguientes a la fecha de la notificación de la respuesta o del vencimiento del plazo 
para su notificación.

En el caso de que se interponga ante la Unidad de Transparencia, ésta deberá remitir el recurso de revisión a la 
Comisión a más tardar al día siguiente de haberlo recibido.

Artículo 148.- El recurso de revisión procederá en contra de:

I. La clasificación de la información;
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II. La declaración de inexistencia de información;
III. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado;
IV. La entrega de información incompleta;
V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado;

VI. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la 
presente Ley;

VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al 
solicitado;

VIII. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el 
solicitante;

IX. Los costos o tiempos de entrega de la información;
X. La falta de trámite a una solicitud;

XI. La negativa a permitir la consulta directa de la información;
XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta; y

XIII. La orientación a un trámite específico.

La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las 
causales señaladas en las fracciones III, VI, VIII, IX, X y XI es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante 
recurso de revisión, ante la Comisión.

CAPÍTULO II
REQUISITOS PARA LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO

Artículo 149.- El recurso de revisión deberá satisfacer los siguientes requisitos:

I. Estar dirigido a la Comisión;
II. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solicitud;

III. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como 
la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;

IV. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso;
V. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de 

presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta;
VI. El acto que se recurre;

VII. Las razones o motivos de inconformidad; y
VIII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, salvo en el caso 

de que no se haya dado respuesta de la solicitud.

Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio de la 
Comisión.

En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto.

Artículo 150.- Si el escrito de interposición del recurso no cumple con alguno de los requisitos establecidos en el 
artículo anterior y la Comisión no cuenta con elementos para subsanarlos, se prevendrá al recurrente, por una sola 
ocasión y a través del medio que haya elegido para recibir notificaciones, con el objeto de que subsane las omisiones 
dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco días contados a partir del día siguiente de la notificación de la 
prevención, con el apercibimiento de que, de no cumplir, se desechará el recurso de revisión.

La prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo que tiene la Comisión para resolver el recurso, por lo que 
comenzará a computarse a partir del día siguiente a su desahogo.

No podrá prevenirse por no indicar que el recurso de revisión va dirigido a la Comisión ni  por el nombre que proporcione 
el solicitante.

Artículo 151.- Si el promovente no diere cumplimiento en tiempo y forma a la prevención indicada en el artículo anterior, 
se tendrá por no interpuesto el recurso y se comunicará al promovente la providencia respectiva que emita la Comisión.

CAPÍTULO III
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DE LA SUSTANCIACIÓN DEL RECURSO

Artículo 152.- La Comisión resolverá el recurso de revisión conforme a lo siguiente:

I. Interpuesto el recurso de revisión, el Presidente de la Comisión lo turnará al Comisionado ponente que 
corresponda, quien deberá proceder a su análisis para que decrete su admisión o su desechamiento;

II. Admitido el recurso de revisión, el Comisionado ponente deberá integrar un expediente y ponerlo a disposición 
de las partes, para que, en un plazo máximo de siete días, manifiesten lo que a su derecho convenga;

III. Dentro del plazo mencionado en la fracción anterior, las partes podrán ofrecer todo tipo de pruebas o alegatos 
excepto la confesional por parte de los sujetos obligados y aquéllas que sean contrarias a derecho;

IV. El Comisionado ponente podrá determinar la celebración de audiencias con las partes durante la sustanciación 
del recurso de revisión;

V. Concluido el plazo señalado en la fracción II del presente artículo, el Comisionado ponente procederá a 
decretar el cierre de instrucción;

VI. La Comisión no estará obligada a atender la información remitida por el sujeto obligado una vez decretado el 
cierre de instrucción; y

VII. Decretado el cierre de instrucción, el expediente pasará a resolución, en un plazo que no podrá exceder de 
veinte días.

Artículo 153.- En todo momento, los Comisionados deberán tener acceso a la información clasificada para determinar 
su naturaleza según se requiera. El acceso se dará de conformidad con la normatividad previamente establecida por 
los sujetos obligados para el resguardo o salvaguarda de la información.

Artículo 154.- La información reservada o confidencial que, en su caso, sea consultada por los Comisionados por 
resultar indispensable para resolver el asunto, deberá ser mantenida con ese carácter y no deberá estar disponible en 
el expediente, salvo en los casos en los que sobreviniera la desclasificación de dicha información y continuará bajo el 
resguardo del sujeto obligado en el que originalmente se encontraba o cuando se requiera, por ser violaciones graves a 
derechos humanos o delitos de lesa humanidad, de conformidad con el derecho nacional y los tratados internacionales 
de los que el Estado mexicano sea parte.

CAPÍTULO IV
DE LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO

Artículo 155.- La Comisión, al resolver el recurso de revisión, deberá aplicar una prueba de interés público con base 
en elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, cuando exista una colisión de derechos.

Para estos efectos, se entenderá por:

I. Idoneidad: La legitimidad del derecho adoptado como preferente, que sea el adecuado para el logro de un fin 
constitucionalmente válido o apto para conseguir el fin pretendido;

II. Necesidad: La falta de un medio alternativo menos lesivo a la apertura de la información, para satisfacer el 
interés público; y

III. Proporcionalidad: El equilibrio entre perjuicio y beneficio a favor del interés público, a fin de que la decisión 
tomada represente un beneficio mayor al perjuicio que podría causar a la población.

Artículo 156.- La Comisión resolverá el recurso de revisión en un plazo que no podrá exceder de cuarenta días 
contados a partir de la admisión del mismo, plazo que podrá ampliarse por una sola vez y hasta por un periodo de 
veinte días.

Durante el procedimiento deberá aplicarse la suplencia de la queja a favor del recurrente, sin cambiar los hechos 
expuestos, asegurándose de que las partes puedan presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y 
motiven sus pretensiones.

Artículo 157.- Las resoluciones de la Comisión podrán:

I. Desechar o sobreseer el recurso;
II. Confirmar la respuesta del sujeto obligado; o

III. Revocar o modificar la respuesta del sujeto obligado.
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Las resoluciones establecerán, en su caso, los plazos y términos para su cumplimiento y los procedimientos para 
asegurar su ejecución, los cuales no podrán exceder de diez días para la entrega de información. Excepcionalmente, 
la Comisión, previa fundamentación y motivación, podrá ampliar estos plazos cuando el asunto así lo requiera.

Artículo 158.- En las resoluciones, la Comisión podrá señalarle al sujeto obligado de que se trate, que la información 
que debe proporcionar es considerada como obligación de transparencia de conformidad con el Capítulo II del Título 
Sexto de la presente Ley, atendiendo a la relevancia de la información, la incidencia de las solicitudes sobre la misma 
y el sentido reiterativo de las resoluciones.

Artículo 159.- La Comisión deberá notificar a las partes y publicar las resoluciones, a más tardar, al tercer día siguiente 
de su aprobación.

Los sujetos obligados deberán informar a la Comisión el cumplimiento de sus resoluciones en un plazo no mayor a 
tres días.

Artículo 160.- Cuando la Comisión determine, durante la sustanciación del recurso de revisión, que pudo haberse 
incurrido en una probable responsabilidad por el incumplimiento a las obligaciones previstas en esta Ley y las demás 
disposiciones aplicables en la materia, deberán hacerlo del conocimiento del órgano interno de control o de la instancia 
competente para que ésta inicie, en su caso, el procedimiento de responsabilidad respectivo.

Artículo 161.- El recurso será desechado por improcedente cuando:

I. Sea extemporáneo por haber transcurrido el plazo establecido en el artículo 147 de la presente Ley;
II. Se esté tramitando ante el Poder Judicial del Estado algún recurso o medio de defensa interpuesto por el 

recurrente;
III. No actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 148 de la presente Ley;
IV. No se haya desahogado la prevención en los términos establecidos en el artículo 150 de la presente Ley;
V. Se impugne la veracidad de la información proporcionada;

VI. Se trate de una consulta; o
VII. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, únicamente respecto de los nuevos contenidos.

Artículo 162.- El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando, una vez admitido, se actualice alguno de los 
siguientes supuestos:

I. El recurrente se desista;
II. El recurrente fallezca;

III. El sujeto obligado responsable del acto lo modifique o revoque de tal manera que el recurso de revisión 
quede sin materia; o

IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos del presente 
Título.

Artículo 163.- Las resoluciones de la Comisión son vinculatorias, definitivas e inatacables para los sujetos obligados.

Artículo 164.- Los particulares podrán impugnar las determinaciones o resoluciones de la Comisión ante el Poder 
Judicial de la Federación.

CAPÍTULO V
DEL CUMPLIMIENTO

Artículo 165.- Los sujetos obligados, a través de la Unidad de Transparencia, darán estricto cumplimiento a las 
resoluciones de la Comisión y deberán informarle sobre su cumplimiento.

Excepcionalmente, considerando las circunstancias especiales del caso, los sujetos obligados podrán solicitar a la 
Comisión, de manera fundada y motivada, una ampliación del plazo para el cumplimiento de la resolución.

Dicha solicitud deberá presentarse, a más tardar, dentro de los primeros tres días del plazo otorgado para el cumplimiento, 
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a efecto de que la Comisión resuelva sobre la procedencia de la misma dentro de los cinco días siguientes.

Artículo 166.-Transcurrido el plazo señalado en el artículo anterior, el sujeto obligado deberá informar a la Comisión 
sobre el cumplimento de la resolución.

La Comisión verificará de oficio la calidad de la información y a más tardar al día siguiente de recibir el informe, dará 
vista al recurrente para que, dentro de los cinco días siguientes, manifieste lo que a su derecho convenga. Si dentro 
del plazo señalado el recurrente manifiesta que el cumplimiento no corresponde a lo ordenado por la Comisión, deberá 
expresar las causas específicas por las cuales así lo considera.

Artículo 167.- La Comisión deberá pronunciarse, en un plazo no mayor a cinco días, sobre todas las causas que 
el recurrente manifieste, así como del resultado de la verificación realizada. Si la Comisión considera que se dio 
cumplimiento a la resolución, emitirá un acuerdo de cumplimiento y se ordenará el archivo del expediente.  En caso 
contrario, la Comisión:

I. Emitirá un acuerdo de incumplimiento;
II. Notificará al superior jerárquico del responsable de dar cumplimiento, para el efecto de que, en un plazo no 

mayor a cinco días, se dé cumplimiento a la resolución; y
III. Determinará las medidas de apremio o sanciones, según corresponda, que deberán imponerse o las acciones 

procedentes que deberán aplicarse, de conformidad con lo señalado en el Título Décimo de la presente Ley.

CAPÍTULO VI
DE LOS PROCEDIMIENTOS DE IMPUGNACIÓN 

ANTE EL INSTITUTO

Artículo 168.- Las resoluciones a los recursos de revisión dictadas por la Comisión podrán ser impugnadas por los 
particulares ante el Instituto a través del recurso de inconformidad o impugnarlos ante el Poder Judicial de la Federación, 
de acuerdo con lo establecido en la Ley General.

Artículo 169.- En los casos en que el Pleno del Instituto ejerza la facultad de atracción para conocer de aquellos 
recursos de revisión pendientes de resolución que, por su interés y trascendencia, así lo ameriten, se estará a lo 
dispuesto en la Ley General. 

TÍTULO DÉCIMO
MEDIDAS DE APREMIO Y SANCIONES

CAPÍTULO I
DE LAS MEDIDAS DE APREMIO

Artículo 170.- La Comisión, en el ámbito de su competencia, podrá imponer al servidor público encargado de cumplir 
con la resolución o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos o a la persona física o moral responsable, las 
siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones:

I. Apercibimiento;
II. Amonestación privada o pública; o

III. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas Unidades de Medida y Actualización.

La Comisión deberá tomar en cuenta la gravedad de la falta, las condiciones económicas del sujeto responsable y, en 
su caso, la reincidencia del mismo, al imponer una medida de apremio. 

El incumplimiento de los sujetos obligados será difundido en el portal de obligaciones en materia de transparencia de 
la Comisión y considerado en las evaluaciones que ésta realice.

En caso de que el incumplimiento de las determinaciones de la Comisión implique la presunta comisión de un delito, la 
Comisión deberá denunciar los hechos ante la autoridad competente.

Las medidas de apremio de carácter económico no podrán ser cubiertas con recursos públicos.
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En un plazo de quince días, contados a partir de la fecha que sea notificada la medida de apremio, deberá cumplirse 
su ejecución. La ejecución se hará de conocimiento del órgano garante en un plazo de tres días. 

Artículo 171.- Si a pesar de la ejecución de las medidas de apremio previstas en el artículo anterior no se cumple con 
la determinación, se requerirá el cumplimiento al superior jerárquico para que en un plazo de cinco días lo instruya a 
cumplir sin demora. De persistir el incumplimiento, se aplicarán sobre el superior jerárquico las medidas de apremio 
establecidas en el artículo anterior.

Transcurrido el plazo, sin que se haya dado cumplimiento, se determinarán las sanciones que correspondan.

Artículo 172.- Las medidas de apremio a que se refiere el presente Capítulo deberán ser impuestas por la Comisión 
y ejecutadas por sí mismos o con el apoyo de la autoridad competente, de conformidad con los procedimientos que 
establezca la legislación aplicable.

Artículo 173.- Las multas que fije la Comisión se harán efectivas ante la Secretaría de Finanzas de la Administración 
Pública del Estado de Campeche, a través de los procedimientos que las leyes establezcan.

CAPÍTULO II
DE LAS SANCIONES

Artículo 174.- Son causas de sanción por incumplimiento de las obligaciones establecidas en la materia de la presente 
Ley, las siguientes:

I. La falta de respuesta a las solicitudes de información en los plazos señalados en la normatividad aplicable;
II. Actuar con negligencia, dolo o mala fe durante la sustanciación de las solicitudes en materia de acceso a 

la información o bien, al no difundir la información relativa a las obligaciones en materia de transparencia 
previstas en la presente Ley;

III. Incumplir los plazos de atención previstos en la presente Ley;
IV. Usar, sustraer, divulgar, ocultar, alterar, mutilar, destruir o inutilizar, total o parcialmente, sin causa legítima, 

conforme a las facultades correspondientes, la información que se encuentre bajo la custodia de los sujetos 
obligados y de sus servidores públicos o a la cual tengan acceso o conocimiento con motivo de su empleo, 
cargo o comisión;

V. Entregar información incomprensible, incompleta, en un formato no accesible, una modalidad de envío o 
de entrega diferente a la solicitada previamente por el usuario en su solicitud de acceso a la información, al 
responder sin la debida motivación y fundamentación establecidas en esta Ley;

VI. No actualizar la información correspondiente a las obligaciones en materia de transparencia en los plazos 
previstos en la presente Ley;

VII. Declarar con dolo o negligencia la inexistencia de información cuando el sujeto obligado deba generarla, 
derivado del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones;

VIII. Declarar la inexistencia de la información cuando exista total o parcialmente en sus archivos;
IX. No documentar con dolo o negligencia, el ejercicio de sus facultades, competencias, funciones o actos de 

autoridad, de conformidad con la normatividad aplicable;
X. Realizar actos para intimidar a los solicitantes de información o inhibir el ejercicio del derecho;

XI. Denegar intencionalmente información que no se encuentre clasificada como reservada o confidencial;
XII. Clasificar como reservada, con dolo o negligencia, la información sin que se cumplan las características 

señaladas en la presente Ley. La sanción procederá cuando exista una resolución previa de la Comisión, que 
haya quedado firme;

XIII. No desclasificar la información como reservada cuando los motivos que le dieron origen ya no existan o haya 
fenecido el plazo, cuando la Comisión determine que existe una causa de interés público que persiste o no se 
solicite la prórroga al Comité de Transparencia;

XIV. No atender los requerimientos establecidos en la presente Ley, emitidos por la Comisión; 
XV. No acatar las resoluciones emitidas por la Comisión, en ejercicio de sus funciones; y 

XVI. Entregar información clasificada como reservada o confidencial conforme a lo dispuesto por la presente Ley.

Las sanciones de carácter económico no podrán ser cubiertas con recursos públicos.
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Artículo 175.- Las conductas a que se refiere el artículo anterior serán sancionadas por la Comisión, conforme a su 
competencia, y en su caso, dará vista a la autoridad competente para que imponga o ejecute la sanción.

Artículo 176.- Las responsabilidades que resulten de los procedimientos administrativos correspondientes derivados 
de la violación a lo dispuesto por el artículo 174 de esta Ley, son independientes de las del orden civil, penal o de 
cualquier otro tipo que se puedan derivar de los mismos hechos.

Dichas responsabilidades se determinarán, en forma autónoma, a través del procedimiento administrativo establecido 
en la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado y las sanciones que, en su caso, se 
impongan por las autoridades competentes, también se ejecutarán de manera independiente.

Para tales efectos, la Comisión podrá denunciar ante las autoridades competentes cualquier acto u omisión violatoria 
de esta Ley y aportar las pruebas que consideren pertinentes, en los términos de las leyes aplicables.

Artículo 177.- Ante incumplimientos en materia de transparencia y acceso a la información por parte de los partidos 
políticos y agrupaciones políticas o de ciudadanos registrados ante la autoridad electoral local competente, la Comisión 
dará vista al Instituto Electoral del Estado para que resuelva lo conducente, sin perjuicio de las sanciones establecidas 
para los partidos políticos en las leyes aplicables.

En el caso de probables infracciones relacionadas con fideicomisos o fondos públicos, sindicatos o personas físicas o 
morales que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad, la Comisión deberá dar vista al órgano 
interno de control y/o de la instancia competente del sujeto obligado relacionado con éstos, cuando sean servidores 
públicos, con el fin de que instrumenten los procedimientos administrativos a que haya lugar.
 
Artículo 178.- En aquellos casos en que el presunto infractor tenga la calidad de servidor público, la Comisión deberá 
remitir a la autoridad competente, junto con la denuncia correspondiente, un expediente en que se contengan todos los 
elementos que sustenten la presunta responsabilidad administrativa.

La autoridad que conozca del asunto deberá informar de la conclusión del procedimiento y en su caso, de la ejecución 
de la sanción a la Comisión.

Artículo 179.- Cuando se trate de presuntos infractores de sujetos obligados que no cuenten con la calidad de servidor 
público, la Comisión será la autoridad facultada para conocer y desahogar el procedimiento sancionador conforme a 
esta Ley y deberá llevar a cabo las acciones conducentes para la imposición y ejecución de las sanciones.

Artículo 180.- El procedimiento sancionador, a que se refiere el artículo anterior, se sustanciará de la siguiente manera:

I. Dará comienzo con la notificación que efectúe la Comisión al presunto infractor sobre los hechos e imputaciones 
que motivaron el inicio del procedimiento y le otorgará un término de quince días para que rinda pruebas y 
manifieste por escrito lo que a su derecho convenga. En caso de no hacerlo, la Comisión, de inmediato, 
resolverá con los elementos de convicción que disponga;

II. La Comisión admitirá las pruebas que estime pertinentes y procederá a su desahogo, concluido esto notificará 
al presunto infractor el derecho que le asiste para que, de considerarlo necesario, presente sus alegatos 
dentro de los cinco días siguientes a su notificación;

III. Una vez analizadas las pruebas y demás elementos de convicción, la Comisión resolverá, en definitiva, dentro 
de los treinta días siguientes a la fecha en que inició el procedimiento sancionador. Dicha resolución deberá 
ser notificada al presunto infractor y dentro de los diez días siguientes a la notificación, se hará pública la 
resolución correspondiente; y

IV. Cuando haya causa justificada por acuerdo indelegable del Pleno, la Comisión podrá ampliar, por una sola vez 
y hasta por un periodo igual, el plazo de resolución.

Artículo 181.- En las normas respectivas de la Comisión, se precisará toda circunstancia relativa a la forma, términos 
y cumplimiento de los plazos a que se refiere el procedimiento sancionador previsto en esta Ley, incluyendo la 
presentación de pruebas y alegatos, la celebración de audiencias, el cierre de instrucción y la ejecución de sanciones. 
En todo caso, será supletorio a este procedimiento sancionador lo dispuesto en las leyes en materia de procedimiento 



PERIÓDICO OFICIAL DEL ESTADOPÁG. 42
San Francisco de Campeche,
Cam., Mayo 4 de 2016

administrativo del Estado.

Artículo 182.- La Comisión, al momento de imponer las sanciones establecidas en la presente Ley, deberá tomar en 
cuenta los siguientes elementos:

I. La gravedad de la responsabilidad en que incurra el sujeto obligado;
II. Las circunstancias económicas del infractor; y

III. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones.

Artículo 183.- Las infracciones a lo previsto en la presente Ley por parte de sujetos obligados que no cuenten con la 
calidad de servidor público serán sancionadas con:

I. El apercibimiento, por única ocasión, para que el sujeto obligado cumpla su obligación de manera inmediata, 
en los términos previstos en esta Ley, tratándose de los supuestos previstos en las fracciones I, III, V, VI y X 
del artículo 174 de esta Ley.
Si una vez hecho el apercibimiento no se cumple de manera inmediata con la obligación, en los términos 
previstos en esta Ley, tratándose de los supuestos mencionados en esta fracción, se aplicará multa de ciento 
cincuenta a doscientas cincuenta Unidades de Medida y Actualización

II. Multa de doscientos cincuenta a ochocientas Unidades de Medida y Actualización, en los casos previstos en 
las fracciones II, IV y V del artículo 174 de esta Ley; y

III. Multa de ochocientas a mil quinientas Unidades de Medida y Actualización, en los casos previstos en las 
fracciones VII, VIII, IX, XI, XII, XIII, XIV y XV del artículo 174 de esta Ley.

Se aplicará multa adicional de hasta cincuenta Unidades de Medida de Actualización por día, a quien persista en las 
infracciones citadas en los incisos anteriores.

Artículo 184.- En caso de que el incumplimiento de las determinaciones de la Comisión implique la presunta comisión 
de un delito, ésta deberá denunciar los hechos ante la autoridad competente.

Artículo 185.- Las personas físicas o morales que reciban y ejerzan recursos públicos o ejerzan actos de autoridad 
deberán proporcionar la información que permita al sujeto obligado que corresponda, cumplir con sus obligaciones en 
materia de trasparencia y para atender las solicitudes de acceso correspondientes.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO.- Se abroga la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Campeche que se 
publicó en el Periódico Oficial del Estado el día 21 de julio de 2005.

TERCERO.- Los sujetos obligados deberán constituir en plazos inmediatos los Comités de Transparencia a los que 
se refiere la presente Ley, mismos que no han de exceder de quince días contados a partir de la entrada en vigor del 
presente decreto.

Aquellos que ya cuenten con un Comité de Información sólo deberán de formalizar el cambio de denominación e 
integración para constituirse como Comités de Transparencia en los plazos señalados en el párrafo que antecede.

CUARTO.- El Poder Ejecutivo del Estado tomará las previsiones necesarias en el Presupuesto de Egresos del ejercicio 
fiscal de 2017, para el cumplimiento de las obligaciones y ejercicio de los derechos previstos en esta Ley; previsiones 
que deberá tomar sucesivamente en cada ejercicio fiscal.

QUINTO.- Los sujetos obligados deberán realizar las adecuaciones necesarias en los reglamentos, manuales y 
demás disposiciones administrativas que rijan su actuación, para implementar los principios rectores del acceso a 
la información que establecen la Constitución Federal, la Ley General y la presente Ley, dentro de los seis meses 
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto.

SEXTO.- Los sujetos obligados se incorporarán a la Plataforma Nacional de Transparencia en los términos que 
establezcan los lineamientos referidos en la Ley General.   
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Respecto a las obligaciones comunes y específicas que se derivan del presente decreto, se les dará cumplimiento en 
los términos de los lineamientos que para el efecto expida el Sistema Nacional de Transparencia. 

SÉPTIMO.- La Comisión expedirá su Reglamento Interior, así como los lineamientos necesarios para el ejercicio de 
sus atribuciones, de conformidad con lo previsto en la presente ley, dentro de los seis meses siguientes a la entrada 
en vigor del presente Decreto.

En ese mismo plazo el Congreso del Estado hará el programa de reordenación administrativa con motivo del 
cumplimiento de las obligaciones que correspondan.

OCTAVO.- Los procedimientos de acceso a la información pública, los recursos de revisión y los recursos de queja 
que se estén tramitando al momento en que entre en vigor el presente Decreto, se substanciarán de acuerdo a los 
procedimientos vigentes de la Ley al día en que se iniciaron. Una vez que concluya la etapa en la que se encuentran, 
deberán inmediatamente sujetarse a los procedimientos que establece la Ley materia del presente Decreto. 

NOVENO.- Para garantizar el escalonamiento y el principio de autonomía en la renovación de los Comisionados 
que establece el artículo 26 de la presente Ley, a la entrada en vigor de la misma, el H. Congreso del Estado deberá 
nombrar a quienes ocupen el cargo siguiendo el procedimiento establecido en el artículo 25 de esta Ley y conforme a 
lo siguiente:

I. Por esta ocasión, la designación de los nuevos Comisionados deberá hacerse dentro de los cuarenta y 
cinco días siguientes a la entrada en vigor de la Ley materia del presente decreto, debiendo expedirse la 
convocatoria dentro de los veinte días siguientes a la entrada en vigor de este decreto.

II. Se dará por concluido el período para el que fueron designados los actuales Comisionados; sin embargo, 
seguirán en el cargo hasta en tanto tomen posesión del mismo los nuevos Comisionados del organismo garante 
estatal. Asimismo, los Comisionados actuales podrán ser propuestos para participar en el procedimiento 
de elección de los nuevos Comisionados del organismo garante estatal, conforme a lo dispuesto en la Ley 
materia del presente decreto.

III. Por única ocasión, en razón de que se nombrará a los tres Comisionados del nuevo organismo garante, el H. 
Congreso del Estado establecerá períodos diferentes para cada uno de ellos, de la siguiente forma:

a) Un Comisionado durará cuatro años,
b) Un Comisionado durará cinco años,
c) Un Comisionado durará seis años.

Cuando se realice la designación de los Comisionados se le informará el período de duración del cargo, con fundamento 
en lo establecido en el presente decreto. La temporalidad del cargo no influirá en la elección del Comisionado Presidente.

DÉCIMO.- La fracción primera del artículo 78 de la presente Ley entrará en vigor cuando se cree el Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Campeche.

UNDÉCIMO.- Los integrantes del Consejo Consultivo deberán ser electos, de conformidad con lo dispuesto en la 
presente Ley, en un plazo que no exceda de 60 días naturales a la entrada en vigor de este decreto. 

DUODÉCIMO.- Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias de igual o menor jerarquía del marco 
jurídico estatal, en todo lo que se opongan al contenido del presente Decreto.

Dado en el Salón de Sesiones del Palacio Legislativo, en la ciudad de San Francisco de Campeche, Campeche, a los 
veintiocho días del mes de abril del año dos mil dieciséis.

C. Eliseo Fernández Montufar, Diputado Presidente.- C. Fredy F. Martínez Quijano, Diputado Secretario.- C. 
Leticia del R. Enríquez Cachón, Diputada Secretaria.- Rúbricas.
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PODER EJECUTIVO

DECRETO PROMULGATORIO

RAFAEL ALEJANDRO MORENO CÁRDENAS, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Campeche, 
mediante el presente Decreto, se hace saber a los habitantes del Estado de Campeche:

Que la LXII Legislatura del H. Congreso Constitucional del Estado Libre y Soberano de Campeche me ha dirigido 
el Decreto número 52, por lo que, en cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 48, 49 y 71, fracción XVIII, de 
la Constitución Política del Estado de Campeche, lo sanciono, mando se imprima, publique y circule para su debida 
observancia.

Este Decreto es dado en el Palacio de Gobierno del Estado, en San Francisco de Campeche, Municipio y Estado de 
Campeche, a los veintiocho días del mes de abril del año dos mil dieciséis.

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO, LIC. RAFAEL ALEJANDRO MORENO CÁRDENAS.- EL 
SECRETARIO DE GOBIERNO, LIC. CARLOS MIGUEL AYSA GONZÁLEZ.- RÚBRICAS

ACUERDO

La LXII Legislatura del Congreso del Estado de Campeche acuerda:

Número 41

ACUERDO REGLAMENTARIO PARA DISPENSAR LA VOTACIÓN EN LO PARTICULAR EN LOS PROCEDIMIENTOS 
DE DEBATE Y VOTACIÓN DE INICIATIVAS DE LEY, DECRETO O PROPUESTAS DE ACUERDO.

Artículo 1.- Este acuerdo forma parte de la reglamentación interna del Poder Legislativo del Estado.

El objeto del presente acuerdo es establecer los supuestos en los que es procedente dispensar la votación en lo 
particular, de algún artículo, párrafo, fracción o texto de un proyecto de ley, decreto o acuerdo o asunto en general 
sometido a debate y votación en sesión del Congreso del Estado, en relación al último párrafo del artículo 86 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Campeche.

Artículo 2.- El presidente de la Mesa Directiva, durante el desahogo de los procedimientos de debate, discusión y 
votación que se efectúen ante el pleno del Congreso del Estado, podrá dispensar la votación en lo particular, haciéndolo 

 

LXII  LEGISLATURA 
CAMPECHE 
CAMPECHE 

PODER LEGISLATIVO 
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de previo conocimiento del pleno, en los casos siguientes:

I.- Cuando iniciada la discusión en lo general, no se reserve ningún tema o artículo para su discusión y votación en lo 
particular, esta quedará dispensada y en consecuencia con la votación en lo general quedará agotado el procedimiento 
legislativo.

II.- Cuando queden reservados uno o varios artículos o conceptos del proyecto o asunto que se discute, una vez 
aprobados los conceptos que hayan quedado reservados, se tendrá por concluido el procedimiento de discusión y por 
aprobado el dictamen o asunto de que se trate.  

III.- Cuando queden reservados uno o varios artículos o conceptos del proyecto o asunto que se discute y no fueren 
aprobados, los planteamientos quedarán desechados y se tendrá por concluido el procedimiento de discusión en lo 
particular, teniéndose por aprobado el texto inicial sometido a discusión.

Para la aplicación de los supuestos que anteceden, una vez iniciado el procedimiento de discusión en lo general, los 
oradores deberán señalar los conceptos o preceptos que propongan reservar para su discusión en lo particular. De no 
señalarlos se tendrán por no reservados. 

Con este procedimiento se discutirán y resolverán, uno seguido de otro, todos los conceptos o preceptos que hayan 
quedado reservados. 

Artículo 3.- Concluida la discusión de cada uno de los artículos, en lo particular, se preguntará si está suficientemente 
discutido para proceder a la votación resolutoria, que se hará de manera económica; en caso afirmativo se procederá 
a la votación para cualquiera de los efectos previstos en las fracciones II y III del artículo 2 de este acuerdo, y en caso 
negativo volverán los artículos a las comisiones para que se reelaboren los conceptos, tomando en consideración 
todo lo dicho durante su discusión para su nueva presentación y discusión ante el pleno, en un plazo de 8 días, de 
conformidad con la fracción VI del artículo 73 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.

Entre tanto, el resto del proyecto aprobado en lo general quedará a disposición de la presidencia de la Mesa Directiva, 
hasta la presentación de la nueva propuesta de lo discutido y el Congreso resuelva al respecto.  

Artículo 4.- Tratándose de los casos que se califiquen con dispensa de trámites, no es aplicable el procedimiento de 
votación en lo particular.

Artículo 5.- Para los casos de discusión de conceptos o preceptos reservados podrá observarse la regla siguiente:

Si algún diputado que haya pedido la palabra no estuviere presente en el salón cuando le toque hablar, se le colocará 
al final de la lista.

TRANSITORIO

Único.- El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

Dado en el Salón de Sesiones del Palacio Legislativo, en la ciudad de San Francisco de Campeche, Campeche, a los 
veintiséis días del mes de abril del año dos mil dieciséis.

C. Fredy F. Martínez Quijano, Diputado Secretario.- C. Leticia del R. Enríquez Cachón, Diputada Secretaria.- 
Rúbricas.
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AUDITORIA SUPERIOR DEL ESTADO DE CAMPECHE.- SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE, ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS,  A OCHO DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS. 
 
CEDULA DE NOTIFICACION POR PERIODICO OFICIAL 
 
C. DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ 
VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ. 
 
DOMICILIO: Ignorado. 
 
VISTOS: El estado que guarda el expediente del procedimiento administrativo disciplinario marcado con el número 10/PALI/CP-
09/12/PAD, toda vez que en la presente causa ha quedado acreditado en autos la ignorancia del domicilio del C. DAVID F. 
HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ 
y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ, es que; SE PROVEE… es procedente actuar respecto de dicho indiciado, de conformidad 
con los artículos 103, 106 y 114 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche aplicados de manera supletoria de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 106 de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de 
Campeche; y siendo que el artículo 106 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche en su parte conducente 
dice:  “si se ignora el lugar en que reside la persona que deba ser notificada,... se hará publicando la determinación respectiva por 
tres veces, en el espacio de quince días, en el Periódico Oficial del Estado...” . Se notifica por este medio el proveído de fecha 07 
de abril de 2016, que recae en el expediente 10/PALI/CP-09/12/PAD, al C. DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID 
FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ. 
Se transcribe en su parte conducente dicho proveído:    
 
EXPEDIENTE: 10/PALI/CP-09/12/PAD 
 
AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE CAMPECHE. - SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE A 7 DE ABRIL DE 
2016.  
 
VISTOS. - Con fundamento en los artículos 14 segundo párrafo, 16 primer párrafo, 40, 41 primer párrafo, 42 fracciones I, II y IV, 43 
que en su parte conducente dice: “Las partes integrantes de la Federación son los Estados de…, Campeche,…”, 45, 48, 49, 
108 último párrafo que en su parte conducente dice: “Las Constituciones de los Estados de la República precisarán,… para 
los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo, cargo o 
comisión en los Estados… en los Municipios.”, 109 primer párrafo que en su parte conducente dice: “…las Legislaturas de 
los Estados,…, expedirán las leyes de responsabilidades de los servidores públicos … normas conducentes a sancionar 
a quienes, teniendo ese carácter, incurran en responsabilidad,….”; y fracción III primer párrafo, mismo que a la letra dice: “Se 
aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones.” 
segundo párrafo, 113 que en su parte conducente dice: “Las leyes sobre responsabilidades…, determinarán sus obligaciones 
a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, y eficiencia en el desempeño de sus funciones, 
empleos, cargos y comisiones; las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que incurran, así como los 
procedimientos y las autoridades para aplicarlas….”, 114 tercer párrafo, 115 párrafo primero y fracción IV penúltimo párrafo, 
párrafo que en su parte conducente dice: “Las legislaturas de los Estados…, revisarán y fiscalizarán sus cuentas 
públicas.…”, 116 primer párrafo y fracción II penúltimo párrafo, que en su parte conducente dice: “Las legislaturas de los 
estados contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales serán órganos con autonomía técnica y de gestión 
en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los 
términos que dispongan sus leyes. La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de posterioridad, 
anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad.”, 121 fracción I y 134 primer, segundo y quinto párrafos, mismos que en su 
parte conducente dicen: “Los recursos económicos de que dispongan…, los municipios,… se administrarán con eficiencia, 
eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. Los resultados del 
ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas que establezcan,…, los estados…, con el objeto 
de propiciar que los recursos económicos se asignen en los respectivos presupuestos en los términos del párrafo 
anterior.… El manejo de recursos económicos federales por parte de los municipios,… se sujetará a las bases de este 
artículo y a las leyes reglamentarias. La evaluación sobre el ejercicio de dichos recursos se realizará por las instancias 
técnicas de las entidades federativas a que se refiere el párrafo segundo de este artículo….”, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, 49 primer párrafo, segundo párrafo, tercer párrafo en su fracción III que en su parte conducente 
dice: “El control, la evaluación y fiscalización del manejo de los recursos federales a que se refiere este Capítulo quedará 
a cargo de las siguientes autoridades, en las etapas que se indican:… La fiscalización de las Cuentas Públicas de los 
municipios,… será efectuada por el Poder Legislativo local que corresponda,… conforme a lo que establezcan sus 
propias leyes, a fin de verificar que las dependencias de los municipios… aplicaron los recursos de los fondos para los 
fines previstos en esta Ley;…” penúltimo y último párrafo, siendo que este párrafo en su parte conducente dice: “Las 
responsabilidades… en que incurran los servidores públicos… locales por el manejo o aplicación indebidos de los 
recursos de los Fondos a que se refiere este Capítulo, serán determinadas y sancionadas por las autoridades… locales, 
según corresponda conforme a las etapas a que se refiere este artículo, de conformidad con sus propias legislaciones.” 
de la Ley de Coordinación Fiscal, 1 primer y segundo párrafos, 19 fracción IV incisos a) y d) y 85 fracción I que en su parte 
conducente dice: “Los recursos federales que ejerzan los municipios,… o cualquier ente público de carácter local, serán 
evaluados…, por instancias técnicas independientes de las instituciones que ejerzan dichos recursos,…” de la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 55 y 56 que en su parte conducente dice: "Los actos u omisiones que 
impliquen el incumplimiento a los preceptos establecidos en la presente Ley y demás disposiciones aplicables en la 
materia, serán sancionados de conformidad con...; las leyes equivalentes de las entidades federativas, y....; de las 
constituciones de los estados..." de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 1, 2, 3, 4 que en su parte conducente dice: 
“El territorio del Estado comprende los Municipios que a continuación se expresan: … Palizada…”, 23, 26 que en su parte 
conducente dice: “El Poder Público del Estado se divide para su ejercicio, en Legislativo,…”, 28, 29, 54 fracciones XXI y XXII 
primero y segundo párrafos mismos que en su parte conducente dicen: “Revisar, fiscalizar y calificar… las Cuentas Públicas 
de los Municipios…. La revisión y fiscalización de las cuentas públicas las realizará el Congreso a través de la Auditoría 
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Superior del Estado….”, 89 primer párrafo, 96 tercer párrafo mismo que a la letra dice: “Se aplicarán sanciones 
administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observarse en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones.”, 98 mismo que 
en su parte conducente dice: “La Ley Sobre responsabilidades…, determinará sus obligaciones a fin de salvaguardar la 
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones, 
las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que incurran, así como los procedimientos y las autoridades para 
aplicarlas….”, 99 último párrafo, 102 fracciones I primer párrafo, II primer párrafo, III, IV y V, 105 fracción III inciso e) que en su 
parte conducente dice: “...Los resultados del ejercicio de los recursos serán evaluados por las instancias técnicas 
competentes, de conformidad con la legislación aplicable,..”, 108 primer párrafo y 108 Bis primero, segundo y tercer párrafos, 
fracción IV, siendo que en el primer párrafo de dicha fracción, en su parte conducente dice: “... determinar las responsabilidades 
administrativas a que haya lugar, imponiendo las sanciones procedentes de acuerdo con lo dispuesto en la ley sobre 
responsabilidades de servidores públicos....” de la Constitución Política del Estado de Campeche, 1, 2 fracción II, 28 fracción II, 
120 que en su parte conducente dice: “Las disposiciones de este capítulo tienen por objeto regular la revisión de la Cuenta 
Pública y la fiscalización superior de la gestión financiera estatal y municipal;…, así como establecer las bases y términos 
para la organización, procedimientos y el funcionamiento de la entidad pública encargada del ejercicio de estas 
funciones.”, 121 fracciones I, II, III, IV, V, VII, IX, X, XI y XV, 122 que a la letra dice: “La revisión de la Cuenta Pública está a 
cargo del Congreso, el cual se apoya para tales efectos en la Auditoría, misma que tiene a su cargo la fiscalización 
superior de la propia Cuenta Pública y goza de autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su organización interna, 
funcionamiento y resoluciones, de conformidad con lo establecido en esta ley.”, 123, 124, 125, 126, 127, 129, 130, 133 
fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII, 134, 135 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, X, XI, XII, XIII, XIV, XIX y XXII, 139, 151, 167 que 
en su parte conducente dice: “La Auditoría, con base en las disposiciones de esta Ley, formulará a los Poderes, los 
Ayuntamientos y los Entes Públicos los pliegos de observaciones derivados de la revisión y fiscalización superior de la 
Cuenta Pública….”, 168, 180, 182, 187 fracciones I, XII, XVII y XX y 190 fracción VIII de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de Campeche, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Campeche con fecha 3 de julio de 2000, 1 fracciones I, II , III 
y IV, misma disposición legal cuyas fracciones a la letra dicen: “Esta ley tiene por objeto reglamentar el Capítulo XVII de la 
Constitución Política del Estado de Campeche en materia de: I. Los sujetos de responsabilidad en el servicio público estatal y 
municipal; II. Las obligaciones en dicho servicio público; III. Las responsabilidades y sanciones administrativas en tal 
servicio público, así como las que se deban resolver mediante juicio político;  IV. Las autoridades competentes y los 
procedimientos para aplicar las sanciones;…”, 2, 3 fracción IV que en su parte conducente dice: “Para la investigación, 
tramitación, substanciación y resolución, en su caso, de los procedimientos y recursos establecidos en la presente ley, 
serán autoridades competentes:… IV. La Auditoría Superior del Estado, tratándose de los servidores públicos estatales y 
municipales sin importar su adscripción, cuando el incumplimiento de la obligación en el servicio público quede de 
manifiesto con motivo de la revisión de la Cuenta Pública del Estado o de las Cuentas Públicas Municipales; y…”, 5 
fracciones I y IV, 6, 52, 53, 54, 58 fracciones I, II, III, IV y V, 59, 61, 62, 63 fracción III, 69, 72, 73, 81, 83 y 84 que a la letra dice: 
“En el caso previsto por la fracción IV del artículo 3, la Auditoría Superior del Estado aplicará las disposiciones de esta ley 
en lo que no se opongan o contravengan a las contenidas en la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.” y 106 de la 
Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche, 1, 3, 5 que en su parte conducente dice: 
“Los municipios del Estado se denominan y tienen como cabeceras municipales: X. Palizada, con cabecera en la ciudad 
de Palizada; y,”, 6, 7, 11, 12, 20, 26, 77, 79, 85, 117, 118, 120 párrafo primero, 131, 134 y cuarto transitorio de la Ley Orgánica de 
los Municipios del Estado de Campeche, 1, 7, 17 que a la letra dice: “La división territorial del Municipio de Palizada, así como la 
categoría política y toponimia de sus centros de población es la siguiente: I. La ciudad de Palizada, Cabecera del Municipio. II. Las 
poblaciones, ejidos, rancherías y heredades que constituyen la circunscripción jurisdiccional de la cabecera municipal en la forma 
siguiente: A la Ciudad de Palizada, Cabecera del Municipio corresponden: a) Los ejidos de La Corriente, Santa Isabel, Palizada, 
Lagón Dulce. b) Las comunidades de Alamilla, San Cruz, Santa Isabel, San Juan, El Cuyo, Isla de San Isidro, El Carmen, El 
Mangal, Tila, Ribera de la Corriente, Las Bodegas, Ribera Gómez, San Eduardo, Lagón Dulce, Puerto Arturo, El Porvenir, Adolfo 
López Mateos, Tasistal, Tumbo de la Montaña, El Juncal, Santa Lucía, San Román, La Toza, Mariche, El Borbotón, El Paraiso, 
San Agustín. c) Las rancherías del Arroyo de Felícito, Canales, Rivera de la Viuda, Ribera del Pital, Ribera del Payón, Ribera de 
San Joaquín, Ribera de Santa Rosa, Río de la Viuda, Río Viejo. d) Las haciendas de Las Islas, Puebla, San Román y Anexas, 
Santa Elena, El Limonal, Mariche, Monterrey, Morelia, El Pial, El Pialito, Platanar, Salvaje y Anexas, San Eduardo, San José, 
Santa Lucía, La Toza, El Vapor. e) Los ranchos de Aguacate, Alianzas, La Almendra, El Almendral, El Almendro, La Armonía, La 
Asunción, Belem, La Bellota, Boca Chica, Las Bodegas, El Borbotón, Buenavista, Buenos Aires, La Cajera, Candelaria, La 
Caridad, Carmen, Carmen de Alvarez, Carmen de Padilla, El Carmen, El Cocoyol, El Cometa, Concepción, La Confianza, El 
Corcho, Corinto y Anexas, Las Cruces, Cupules, Cuyo de los Patos, El Cuyo, Chifón, Las Delicias, El Destino, Dolores, Dos de 
Abril, Las Dos Palomas, El Ejido, Encanto, Encarnación, Esperanza, Esquipulas, La Estaca, La Estrella, La Estrella Polar, La 
Flavia, Flores de Corinto, Flores del Carmen, Las Flores de Uc, La Fortuna, La Gloria, La Gloria de Los Delgado, La Gorra, El 
Guanal, El Guásimo, El Guayal, La Herradura, Ilusión, Innominado, Innominado, Isla de Corcho, El Jabín, El Jesús, La Jimbilla, 
Juárez, Kukulkán, Libertad, Lucha de Benítez, La Lucha de Co, La Lucha y Anexas, Malvenido, El Manatinero, Manglar, La Mano 
Poderosa, La Margarita, Margarita de Benítez, Las Mercedes, Naranjal, No te Metas, Nueva Esperanza, Nuevas Margaritas, Nuevo 
México, Orizaba, Las Palmas, Las Palmas, Las Palomas, El Paraíso, Pascualillo, Paso de los Caballos, El Pato, Peor es Nada, Las 
Piñas, Las Piedras, Porfiria, El Porvenir de Morales, El Porvenir, La Primavera, Providencia, Puerto Arturo, Puerto México, Punta 
del Salto, Punta de México, Río Blanco, El Recreo, Recuerdo, Reforma y Anexas, La Rebeza, El Rosario, Salsipuedes, El Salto, 
Sauzal, San Agustín, San Andés, San Ángel, San Ángel de Fernández, San Antonio, San Antonio, San Antonio de Guzman, San 
Bartolo, San Esteban, San Felipe, San Felipe Tauchel, San Felipe de Tila, San Francisco, San Francisco de Cruz, San Francisco 
de Morales, San Guillermo, San Jacinto de Barroso, San Gerónimo, San Geronimito, San Joaquín, San Joaquín de las Flores, San 
Joaquín de Benítez, San José de Benítez, San José de la Montaña, San José de Quintana, San Juan, San Juan, San Juan 
Bautista, San Juan de Dios, San Juanito, San Julio, San Luis, San Luis, San Luis, San Miguel Segundo, San Miguel Arcángel, San 
Miguel de Tila, San Miguel y Anexas, San Nicolás, San Pablo de López, San Pablo de Zavala, San Pedro, San Rafael, San 
Román, San Román de Co. San Román de Zavala, San Salvador, Santa Cruz, Santa Cruz, Santa Cruz de Tila, Santa Irene, Santa 
Margarita, Santa María, Santa Rita, Santa Rosa, Santa Rosa de Gómez, Santa Rosalía, Santa Teresa, Santo Domingo, Santo 
Domingo, Santo Domingo del Limonal, Santo Domingo del Palmar, Santuario de Tila, El Sauzal, Sinaí, Fracción Limonal, Sinaloa, 
Sitio Nuevo, Sitio Nuevo, Sitio Nuevo, Sitio Nuevo y Anexas, Soledad y Anexas, Sombra del Palo Alto, Tamarindo, Tasistal, 
Termópilas, Transvaal, Tres de Mayo, Las Tres Palmas, Triunfo de Hernández, El Triunfo, El Triunfo, Tulipán, Tulipán, La Unión, 
17 Venecia, Vista Alegre, Vuelta del Diablo, El Cabresto, El Joval, La Azteca, Santa Adelaida, El Líbano, San Ángel, La Victoria, 
Los Coculas, San Juliancito, Hoja de Mata, Salsipuedes, Don Rico, San Vicente, San Salvador, Santo Domingo, San Joaquinito, 
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Constitución, Bacardí Rach, Villa Rosa, Las Flores, Reforma Dos, Triunfo, El Tractor, El Bambú, San Simón, San José, San 
Agustín, Los Coquitos, El Pajaral, El Caño, Campo Nuevo, El Chacá, El Jovito, el Bebedero, El Cacao, El Pich, El Dorado, San 
Manuel, San José del Carmen, San Vicente, El Chifón de Velueta, San Felipe de Cabrera, Traslomita, San Juanito, La Soledad, 
San Hipólito, Mata Larga, La Candelaria, San Francisco, Isleño, Pantoja, Cuatro de Mayo, La Aurora, El Eslabón, El Copó, San 
José Victoria, Balam.”, de la Ley del Registro de Centros de Población del Estado de Campeche, 1, 2 fracción I, 5 y 6 fracción XVII 
del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de Campeche, publicado en el Periódico Oficial del Estado de 
Campeche, con fecha 18 de diciembre de 2000, clausulas Primera fracciones I, II que en su parte conducente dice: “Coordinar las 
acciones para fiscalizar los referidos recursos públicos federales, las cuales se realizarán en términos de las disposiciones 
jurídicas aplicables...”, III y IV, Segunda fracción VI, Cuarta fracciones I, IV, V y VII del Convenio de Coordinación y Colaboración 
para la fiscalización de los recursos públicos federales transferidos para su administración, ejercicio y aplicación al Gobierno del 
Estado Libre y Soberano de Campeche, sus municipios y en general, a cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada; 
que se prevén en el Presupuesto de Egresos de la Federación, así como de los correspondientes al Programa para la 
Fiscalización del Gasto Federalizado (PROFIS), que celebran la Auditoría Superior de la Federación y la Auditoría Superior del 
Estado de Campeche, vigente en los términos previstos en las cláusulas Quinta y Décima Primera, mismo convenio que fue 
publicado de conformidad con su cláusula Décima Segunda en el Diario Oficial de la Federación con fecha 3 de marzo de 2010 y 
en el Periódico Oficial del Estado de Campeche con fecha 26 de febrero de 2010; todas estas disposiciones legales vigentes para 
efecto de la tramitación de la presente causa, y siendo que con fecha 27 de agosto de 2012, se emitió un proveído mediante el 
cual se declaró iniciado el procedimiento administrativo disciplinario marcado con el número 10/PALI/CP-09/12/PAD por medio del 
cual se citó a comparecer personalmente a los CC. DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNÁNDEZ 
VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ, EDMUND A. MORALES 
CUEVAS y/o EDMUND ARMANDO MORALES CUEVAS, GUSTAVO ENRIQUE GARRIDO RODRIGUEZ y/o GUSTAVO 
GARRIDO RODRIGUEZ y JOSE MIGUEL DELGADO BENITEZ y/o JOSE M. DELGADO BENITEZ, en el presente procedimiento 
a una audiencia en torno a los hechos que dieron origen al mismo. 
 
Que con fecha 15 de julio de 2015, esta entidad de fiscalización emitió un proveído, mismo que le fuera notificado a los CC. 
GUSTAVO ENRIQUE GARRIDO RODRIGUEZ y/o GUSTAVO GARRIDO RODRIGUEZ y JOSE MIGUEL DELGADO BENITEZ 
y/o JOSE M. DELGADO BENITEZ, con fecha 20 de julio de 2015; al C. DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID 
FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ, 
mediante edictos publicados en el Periódico Oficial del Estado de Campeche, con fechas 22 y 29 de julio y 5 de agosto, todas del 
año 2015; así como por relación de proveídos fijada en estrados de este ente de fiscalización con fecha 16 de julio de 2015 y 
cédula de notificación fijada en estrados de este ente de fiscalización con fecha 21de julio de 2015, en el cual determinó lo 
siguiente:  
 
[…] 
PRIMERO.- Que de conformidad con lo previsto en el artículo 69 fracción I de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la 
Constitución Política del Estado de Campeche que en su parte conducente establece lo siguiente:  

“I. Citará por escrito al presunto responsable a una audiencia, notificándole que deberá comparecer 
personalmente a rendir su declaración en torno a los hechos que se le imputen y que puedan ser causa de 
responsabilidad en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables. En la notificación deberá expresarse 
el lugar, día y hora en que tendrá verificativo la audiencia; la autoridad ante la cual se desarrollará ésta; los actos u 
omisiones que se le imputen y su derecho a comparecer asistido de un defensor. Si el servidor público no 
compareciere, sin causa justificada, se tendrán por ciertos los actos u omisiones que se le imputen. “ 

 
Disposición legal que fundó el proveído de fecha 27 de agosto de 2012, mismo que le fuera hecho de conocimiento al C. 
GUSTAVO ENRIQUE GARRIDO RODRIGUEZ y/o GUSTAVO GARRIDO RODRIGUEZ con fecha 28 de agosto de 2012, 
expresando el lugar, día y hora en que tendría verificativo la referida audiencia a la cual fue citado a través de dicho proveído; 
siendo que en el caso que nos ocupa el indiciado en mención no compareció a la misma, cuando la legislación aplicable al 
presente procedimiento administrativo disciplinario así lo ordena, tal y como consta en el acta circunstanciada de audiencia que se 
llevara a cabo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 fracción I de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la 
Constitución Política del Estado de Campeche.  
 
Por lo que, de conformidad con lo mandatado por el citado artículo 69 fracción I de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la 
Constitución Política del Estado de Campeche, se tiene por no presente al C. GUSTAVO ENRIQUE GARRIDO RODRIGUEZ y/o 
GUSTAVO GARRIDO RODRIGUEZ a la audiencia que fuera fijada para su celebración con fecha 12 de septiembre de 2012 
respecto del presente procedimiento administrativo disciplinario. 
 
SEGUNDO.- Que de conformidad con lo previsto en el artículo 69 fracción I de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la 
Constitución Política del Estado de Campeche que en su parte conducente establece lo siguiente:  

“I. Citará por escrito al presunto responsable a una audiencia, notificándole que deberá comparecer 
personalmente a rendir su declaración en torno a los hechos que se le imputen y que puedan ser causa de 
responsabilidad en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables. En la notificación deberá expresarse 
el lugar, día y hora en que tendrá verificativo la audiencia; la autoridad ante la cual se desarrollará ésta; los actos u 
omisiones que se le imputen y su derecho a comparecer asistido de un defensor. Si el servidor público no 
compareciere, sin causa justificada, se tendrán por ciertos los actos u omisiones que se le imputen. “ 

 
Que respecto del C. DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID 
FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ, esta entidad de fiscalización superior no pudo notificar el 
proveído referido, de conformidad con lo establecido en el artículo 69 fracción I de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la 
Constitución Política del Estado de Campeche, lo anterior en virtud de que se desconoce el domicilio actual del referido servidor 
público. 
 
Disposición legal que fundó el proveído de fecha 25 de febrero de 2014, mismo que le fuera hecho de conocimiento al C. DAVID F. 
HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNANDEZ VELAZQUEZ 
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y/o DAVID FCO. HDEZ. VELAZQUEZ mediante cedula de notificación, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Campeche, 
con fecha 28 de febrero de 2014 y con fechas 12 y 20 de marzo de 2014, expresando el lugar, día y hora en que tendría 
verificativo la referida audiencia a la cual fue citado a través de dicho proveído; siendo que en el caso que nos ocupa el indiciado 
en mención no compareció a la misma, cuando la legislación aplicable al presente procedimiento administrativo disciplinario así lo 
ordena, tal y como consta en el acta circunstanciada de audiencia que se llevara a cabo de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 69 fracción I de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche.  
 
Por lo que, de conformidad con lo mandatado por el citado artículo 69 fracción I de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la 
Constitución Política del Estado de Campeche se tiene por no presente al C. DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID 
FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ. VELAZQUEZ a 
la audiencia que fuera fijada para su celebración con fecha 31 de marzo de 2014, respecto del presente procedimiento 
administrativo disciplinario. 
 
TERCERO.- Respecto de la observación marcada con el número 18 del pliego de observaciones resultado de la fiscalización 
superior de la Cuenta Pública del Municipio de Palizada, en lo relativo al H. Ayuntamiento, correspondiente al ejercicio fiscal 2009, 
consistente en: 
 
[…] 
Pliego de Observaciones resultado de la fiscalización superior del Informe de Avance de Gestión Financiera del municipio 
de Palizada del ejercicio fiscal 2009  
 
Observación 18 
Condición: 
 
Del análisis documental de los expedientes técnicos de las obras que se enlistan a continuación, se determinó que: 
 
No fueron tramitados, obtenidos, elaborados o generados los siguientes documentos, que deben ser conservados en forma 
ordenada y sistemática en un expediente de obra al efecto. 
 
 

DOCUMENTACIÓN FALTANTE 
OBRAS Y SERVICIOS 
RELACIONADOS CONTRATADOS LEYES Y/O REGLAMENTOS OBRAS 

Procedimiento 
Ley de Obras Públicas 
del Estado de 
Campeche 

Reglamento de la 
Ley de Obras 
Públicas del 
Estado de 
Campeche 

Ley de 
Adquisicion
es, 
Arrendamien
tos y 
prestaciones 
de Servicio 
Relacionado 
con Bienes 
Muebles 

1 2 3 

1. Estudio de preinversión 
(Factibilidad técnica, económica y 
social) 

LOPEC 11, 12 
 RLOPEC 5 

 X X X 

2. Estudio de impactos económicos, 
sociales y ecológicos que se 
originen con su ejecución,  

LOPEC 9 fracción XIII 
 RLOPEC 11 y 13 

 X X X 

 Los estudios y proyectos 
arquitectónicos y de ingeniería que 
se requieran y las normas y 
especificaciones de ejecución 
aplicables. 

Las obras, estudios técnicos y 
proyectos de diseño, que se 
encuentran en proceso de 
ejecución o las que deban 
iniciarse; 

 

LOPEC 12 
 

RLOPEC 5 y 9 
fracción I 

 X X  

Garantía del anticipo. Totalidad del 
anticipo (fianza) 

LOP 31, 32 
 RLOPEC 16  X X  

Garantía cumplimiento del contrato 
10% (fianza) 

LOP 31, 32 
 

RLOPEC 17 
fracción I 

 X X  

Garantía de vicios ocultos 10% (en los 
términos señalados en el contrato, en 
la Ley o en el Código Civil). 

LOPEC 45 
 RLOPEC 17 

fracción III 

 X X  

Se haya elaborado Acta del acto de  RLOPEC 24   X X 
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DOCUMENTACIÓN FALTANTE 
OBRAS Y SERVICIOS 
RELACIONADOS CONTRATADOS LEYES Y/O REGLAMENTOS OBRAS 

Procedimiento 
Ley de Obras Públicas 
del Estado de 
Campeche 

Reglamento de la 
Ley de Obras 
Públicas del 
Estado de 
Campeche 

Ley de 
Adquisicion
es, 
Arrendamien
tos y 
prestaciones 
de Servicio 
Relacionado 
con Bienes 
Muebles 

1 2 3 

apertura de propuestas y cumple los 
requisitos de Ley. 
Análisis comparativo y Dictamen 
Técnico de solvencia (Cumple los 
requisitos de Ley) 

LOPEC 33  
 

RLOPEC 25 
apartado A 
fracciones I, II, III 

  X X 

Se haya elaborado Acta de Fallo y 
cumpla los requisitos de ley. 

LOPEC 33 segundo 
párrafo 
 

RLOPEC 26 
  X X 

Exista el Presupuesto de la obra, que 
contenga: 

      

1. Las investigaciones, asesorías, 
consultorías y estudios que se 
requieran 

 
 

  X  

2. Los proyectos arquitectónicos y de 
ingeniería necesarios 

   X X  

3. La regularización y adquisición de 
la tierra (títulos de propiedad) 

    X  

4. Catálogos de conceptos, unidades 
de medición, cantidades de 
trabajo, precios unitarios 
propuestos e importes parciales y 
el total de la proposición; 

 
RLOPEC 22 
fracciones III, IV , 
V y VI, y 27 

 X X  

1. Datos básicos de costos de 
materiales puestos en el sitio de 
los trabajos, de la mano de obra y 
del uso de la maquinaria de 
construcción; 

 

 

  X  

 Análisis de precios unitarios de la 
totalidad de los conceptos 
solicitados, estructurados con 
costos directos, costos indirectos, 
costos de financiamiento de los 
trabajos y cargo por utilidad.  

 

 

  X  

 Programas de ejecución de los 
trabajos detallado por conceptos 
consignando por periodos las 
cantidades por ejecutar y los 
importes correspondientes 

 Programas de utilización de la 
maquinaria y equipo de 
construcción, adquisición de 
materiales y equipos de instalación 
permanente,  

2. Programas de  utilización del 
personal técnico, administrativo y 
de servicios encargado de la 
dirección, supervisión y 
administración de los trabajos, en 
la forma y términos solicitados; 

 

 

 X X  

Se haya(n) realizado Convenio(s) 
modificatorio(s) de los contratos, en 
cuyo caso no deben rebasar conjunta o 
separadamente el 25% del monto o 
plazo pactado en el contrato. 

LOPEC 38 primer 
párrafo 

 

 X   

Se haya otorgado la garantía de 
cumplimiento correspondiente al o los 
convenios que se celebren. 

 RLOPEC 17 
fracción I 

  X  

Que se haya elaborado Bitácora de la 
obra 

 RLOPEC 38 
fracción I 

  X  
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DOCUMENTACIÓN FALTANTE 
OBRAS Y SERVICIOS 
RELACIONADOS CONTRATADOS LEYES Y/O REGLAMENTOS OBRAS 

Procedimiento 
Ley de Obras Públicas 
del Estado de 
Campeche 

Reglamento de la 
Ley de Obras 
Públicas del 
Estado de 
Campeche 

Ley de 
Adquisicion
es, 
Arrendamien
tos y 
prestaciones 
de Servicio 
Relacionado 
con Bienes 
Muebles 

1 2 3 

El residente de supervisión y/o 
supervisor de la obra haya elaborado 
los Informes periódicos y final. 

 RLOPEC 38 
fracción VI 

 X X  

Existan las Estimaciones autorizadas 
por el residente de supervisión y/o 
supervisor (conciliadas contra 
auxiliares contables y controles 
presupuestales) 
Números generadores 

LOPEC 42 
 

RLOPEC 34 
fracción VI, y 36 

 X   

Comunicación del contratista de la 
terminación de los trabajos. 

LOPEC 44 primer 
párrafo 
 

 
 X   

Se haya elaborado Acta de recepción 
de la obra 

LOPEC 44 último 
párrafo 
 

RLOPEC 40 
fracciones I, II, III, 
IV 

 X X  

Se cuente con la Constancia de 
entrega a la unidad que deba operarla. 

LOPEC 51   X   

Catalogo de conceptos definitivos    X X  

 
X = Documentación faltante en los expedientes 
 
 

No. DENOMINACIÓN  DE   LA OBRA / ACCIÓN 

1 
Construcción de Unidad Básica de Rehabilitación, localidad C.P. Palizada C.M. y/o Remodelación 
y ampliación del modulo de unidad básica de Rehabilitación DIF, localidad, Cab. Municipal (FISM 
2008) 

2 Construcción de la Ampliación de la línea de Distribución de Energía Eléctrica en media y baja 
tensión, localidad P.R. Mangal Ribera y/o Mangal (FISM 2009) 

3 Adquisición de autobús para la casa de la cultura, localidad Cab. Municipal (EFEH 2009) 
 
Criterio: 
 
Artículos 9 fracción XIII, 11, 12, 13 fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII y 44 primer párrafo de la Ley de Obras Públicas del Estado de 
Campeche; artículos 5, 9 fracción I, 11, 13, 16, 17 fracciones I y III, 24, 25, 38 fracción I y VI, y 55 del Reglamento de la Ley de 
Obras Públicas del Estado de Campeche; artículo 11 primer párrafo de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de 
Servicios Relacionados con Bienes Muebles del Estado de Campeche; y artículo 53 fracciones II, III, XXII y XXIX de la Ley 
Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche. 
[…] 
 
Respecto de la observación transcrita con anterioridad, en el proveído de inicio del procedimiento administrativo disciplinario de 
fecha 27 de agosto de 2012, se determinó citar a comparecer a una audiencia para efectos de manifestar y aportar los elementos 
de prueba que estime pertinentes a: 
 
 […] 
C. EDMUND A. MORALES CUEVAS y/o EDMUND ARMANDO MORALES CUEVAS, Director Pesca y Ecol. y/o Dtor. de Pesca y 
Ecología y/o Director de Pesca y Ecología, del H. Ayuntamiento del Municipio de Palizada, en funciones durante el ejercicio fiscal 
2009,  toda vez que se presume su responsabilidad en los hechos y/u omisiones que motivaron la observación marcada con el 
número 18 en el pliego de observaciones resultado de la fiscalización superior de la Cuenta Pública del Municipio de Palizada, en 
lo relativo al H. Ayuntamiento, correspondiente al ejercicio fiscal 2009, la cual fue transcrita en el cuerpo del presente proveído, 
específicamente en lo relativo a:  
 
“…Asimismo del análisis realizado, esta entidad de fiscalización superior determina tener por no solventada la observación en lo 
que respecta a la siguiente documentación que se relaciona: 
 

DOCUMENTACIÓN FALTANTE 
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ACCIONES POR ADMINISTRACIÓN Y ADQUISICIÓN LEYES Y/0 
REGLAMENTOS ACCIONES 

Procedimientos 

Ley de 
Adquisiciones, 
Arrendamientos, y 
prestaciones de 
servicios 
relacionados con 
Bienes Muebles del 
Estado de 
Campeche 

1 

 PLANEACION DE LAS ADQUISICIONES   

1 Programas anuales de adquisiciones, arrendamientos y servicios, 
sean remitidos a Oficialía antes del primero de octubre de cada 
año por las Dependencias o Entidades. 

LAASRBMEC 8 
primero, segundo y 
tercer párrafo 

X 

2 Programas anuales con lo siguiente: 
I.- La cantidad, especificaciones técnicas y de calidad de los 
bienes y servicios, que estrictamente le sean indispensables para 
su buen funcionamiento, cumplimiento exacto y oportuno de sus 
objetivos, así como de sus programas, especificando las 
prioridades; 
II.- La existencia que de los bienes requeridos, mantengan a la 
fecha del programa y la previsión de su utilización por el resto del 
ejercicio, si se tratará de bienes de consumo; 
III.- El destino genérico que se les dará a los bienes y servicios 
solicitados, su vinculación con los programas de trabajo respectivo; 
y 
IV.- La calendarización de sus necesidades de aprovisionamiento. 
De igual manera, deberán considerar el mantenimiento de los 
bienes muebles e inmuebles, para preservarlos en condiciones 
óptimas de operación. 
Las Entidades deberán prever y proyectar los recursos propios con 
que contarán para cubrir las erogaciones que implique el 
suministro de los bienes y servicio programados. Elaborado y 
aprobado su presupuesto respectivo, en los términos de Ley, 
enviarán copia del mismo a la Contraloría y a la Oficialía, 
previamente a su ejercicio, e informarán oportunamente de las 
modificaciones que en su caso realicen. 

LAASRBMEC 7 X 

3 Una vez elaborado el programa anual de adquisiciones y 
consideradas las posibilidades financieras, la Oficialía realice 
compras globales de artículos de uso generalizado, a fin de 
abaratar costos. 

LAASRBMEC 9 
segundo, tercero y 
cuarto párrafos. 

X 

4 La Oficialía sea la que finque y celebre los pedidos necesarios 
para cumplir con el Programa General Anual de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios, o en su caso, satisfacer las 
necesidades que surgieran por situaciones de emergencia. 

 
LAASRBMEC 21  

X 

5 Los pedidos que finque la Oficialía se sujeten a lo establecido en la 
presente Ley y en el Presupuesto Anual de Egresos y demás 
disposiciones aplicables. 

LAASRBMEC 22 X 

 REGISTRO Y PADRON DE PROVEEDORES   

6 Exista un registro de los proveedores de bienes, arrendamientos y 
servicios de las Dependencias y Entidades integrados en un 
Padrón de Proveedores, clasificados por su actividad, capacidad 
técnica y ubicación y se haya enviado una copia a la Contraloría. 

LAASRBMEC 11 
primer párrafo X 

 GARANTÍAS 

11 Las garantías de seriedad de la propuesta y de cumplimiento de 
los pedidos consistieron en: 
I.- Depósito en efectivo. 
II.- Póliza expedida por compañía afianzadora 
III.- Cheque cruzado, expedido por el proveedor con cargo a 
cualquier Institución de crédito.  

LAASRBMEC 51 
fracciones I,II y III 

X 
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12 Fianza de vicios ocultos Contrato de 
Adquisición de 
motores (compra). 
Del proveedor 
clausula segunda 

X 

X Documentos No Presentados. 
 

No. DENOMINACIÓN DE LA ACCIÓN 

1 Adquisición de motores de 15 hp (6 motores). RAMO-28 (EFEH-2009) 

 
[…] 
 
Que en respecto del C. EDMUND A. MORALES CUEVAS y/o EDMUND ARMANDO MORALES CUEVAS, el personal adscrito a 
esta entidad de fiscalización superior, con fecha  7 de noviembre de 2012, elaboró acta circunstanciada en la cual hizo constar lo 
siguiente:  
 
[…] 
“ACTA CIRCUNSTANCIADA 
 

Siendo las 10:55 horas del día siete de Noviembre de año dos mil doce apersonándome en la Calle Guillermo Prieto 
por Cobranza sin número de Código Postal 24200, en la Comunidad Isla de San Isidro, en el Municipio de Palizada, 
Estado de Campeche, llamo a la puerta y soy atendido por el C. Rafael Morales Ortiz a quien le solicito la presencia 
del C. Edmundo Armando Morales Cuevas, a lo cual me responde que es padre del C. Edmundo Armando Morales 
Cuevas pero el sufrió un accidente automovilístico por lo cual sufrió  un Traumatismo Craneoencefálico Moderado con 
Hematoma Edipural Frontal Derecho, así como Fractura de la base anterior del Cráneo, lo cual lo acredita con copia 
del Doctor Luis Enrique Wilson López, Neurocirujano, por lo tanto es imposible notificarlo, el C. Rafael Morales Ortiz, 
se identifica con credencial para votar con fotografía de folio 0000002048828 y con número 0429014241759”.    

[…]                             
 
Siendo que en respecto de lo anterior, el C. RAFAEL MORALES ORTIZ, para acreditar lo asentado en el acta circunstanciada 
referida, proporcionó la constancia media de fecha 8 de septiembre de 2012,  expedida por el C. LUIS ENRIQUE WILSON, 
Neurocirujano, en la cual hizo constar lo siguiente: 
 
[…] 

PACIENTE MASCULINO DE 35 AÑOS DE EDAD QUE OBEDECE AL NOMBRE DE EDMUNDO ARMANDO 
MORALES CUEVAS, CON ANTECEDENTES DE ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO EN ABRIL DEL 2011, QUE 
OCACIONA TRAUMATISMO CRANEOENCEFALICO MODERAFO CON HEMATOMA EPIDURAL FRONTAL 
DERECHOS, ASI COMO FRACTURA DE LA BASE ANTERIOR DEL CRANEO, ACTUALMENTE CON MEJORIA 
SATISFACTORIA, AUNQUE HAY SECUELAS QUE LA ESFERA COGNITIVA Y VISUAL QUE CONDICIONAN POR 
INCAPACIDAD LABORAL. 

[…] 
 

Y siendo que del estudio y análisis de los elementos de prueba que obran en el expediente de la presente causa,  se desprende 
que en respecto de la obra o acción denominada Adquisición de motores de 15 hp (6 motores). RAMO-28 (EFEH-2009), la realizó 
la DIRECCIÓN DE PESCA Y ECOLOGÍA PERIODO 2006-2009, tal y como se aprecia en la documentación consistente en: 
 
-ACTA DE FALLO DE ADJUDICACIÓN RELATIVA A LA LICITACIÓN NÚMERO DPE/001/05/09, PAQUETE P-001 
DESCRIPCIÓN SINTETICA DE OBRA “ADQUISICION DE MOTORES FUERA DE BORDA DE 15 HP; NOMBRE DEL 
PROYECTO: “ADQUISICIÓN DE MOTORES FUERA DE BORDA DE 15 HP, COMUNIDAD: VARIAS DE FECHA 20 DE MAYO DE 
2009. MISMO QUE CUENTA CON LA FIRMA DEL C. EDMUND A. MORALES CUEVAS, DIRECTOR DE PESCA Y ECOLOGÍA. 
 
-CONTRATO DE ADQUISICIÓN DE MOTORES (COMPRA), DE FECHA 25 DE MAYO DE 2009, CELEBRADO POR EL H. 
AYUNTAMIENTO DE PALIZADA “EL CONTRATANTE” Y POR LA OTRA PARTE “HERMENEGILDA ARGAEZ MARRUFO, “EL 
PROVEEDOR”. 
 
-INVITACIÓN DE FECHA 30 DE ABRIL DE 2009 DIRIGIDO A “REFACCIONARIA Garcia´s” C. HERMENEGILDA ARGAEZ 
MARRUFO. 
 
-INVIACIÓN DE FECHA 30 DE ABRIL DE 2009 DIRIGIDO A “MOTO GARROCA,  S. A. DE C.V., ELENA PEREZ BALTAZAR. 
 
-INVITACIÓN DE FECHA 30 DE ABRIL DE 2009, DIRIGIDO A  “SERVICIOS MARINO YAMAHA, C. RUBEN GÓMEZ LOPEZ”. 
 
-ACTA DE JUNTA ACLARATORIA, MODALIDAD INVITACIÓN RESTRIGIDA, NOMBRE DEL PROYECTO “ADQUISICIÓN DE 
MOTORES FUERA DE BORDA 15 HP”. 
 
-ACTA DE PRESENTACIÓN DE MUESTRAS DE FECHA 13 DE MAYO DE 2009, RELATIVA AL PROYECTO “ADQUISICIÓN DE 
MOTORES FUERA DE BORDA DE 15 HP”. 
 
-ACTA DE PRESENTACIÓN Y APERTURA DE PROPOSICIONES DEL PROYECTO: “ADQUISICIÓN DE MOTORES FUERA DE 
BORDA 15 HP”. 
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[…] 
 
De cuya vista se desprende que el proyecto denominado “ADQUISICIÓN DE MOTORES DE 15 HP (6 MOTORES)”; en localidad 
varias, fue realizada por la Dependencia ejecutora, que en este caso, correspondió a la Dirección de Pesca y Ecología, del 
Municipio de Palizada, cargo público que fue desempeñado por el C. EDMUNDO A. MORALES CUEVAS en su carácter de 
Director de Pesca y Ecología del Municipio de Palizada, durante el ejercicio fiscal 2009. En razón de lo anterior, queda acreditado 
que la presunción de responsabilidad en lo tocante única y exclusivamente en el proyecto “ADQUISICIÓN DE MOTORES DE 15 
HP (6 MOTORES)”, recayó en la persona del C. EDMUND A. MORALES CUEVAS y/o EDMUND ARMANDO MORALES 
CUEVAS, Director Pesca y Ecol. y/o Dtor. de Pesca y Ecología y/o Director de Pesca y Ecología, del H. Ayuntamiento del 
Municipio de Palizada, en funciones durante el ejercicio fiscal 2009, en el Municipio de Palizada, toda vez que se presume su 
responsabilidad en los hechos y/o omisiones que motivaron la observación marcada con el número 18 en el pliego de 
observaciones resultado de la fiscalización superior de la Cuenta Pública del Municipio de Palizada, en lo relativo al H. 
Ayuntamiento, correspondiente al ejercicio fiscal 2009, en lo relativo a: 
  

[…] 
No fueron tramitados, obtenidos, elaborados o generados los siguientes documentos, que deben de ser 
conservados de forma ordenada y sistemática en un expediente al efecto. 
[…] 

 
Y teniendo en cuenta que el objeto del presente procedimiento administrativo disciplinario consiste en determinar si en el ejercicio 
del servicio público media incumplimiento alguno por parte del indiciado en respecto de las obligaciones contenidas en el catálogo 
enlistado en el citado artículo 53 de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche, 
derivado de las facultades atribuidas a esta entidad de fiscalización superior en el artículo 3 fracción IV de la referida Ley 
Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche, que en su parte conducente señala: 
 
LEY REGLAMENTARIA DEL CAPÍTULO XVII DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE CAMPECHE 
 

Art. 3.- Para la investigación, tramitación, substanciación y resolución, en su caso, de los procedimientos y 
recursos establecidos en la presente ley, serán autoridades competentes: 
 
IV. La Auditoria Superior del Estado, tratándose de los servidores públicos estatales y municipales sin 
importar su adscripción, cuando el incumplimiento de la obligación en el servicio público quede de manifiesto 
con motivo de la revisión de la Cuenta Pública del Estado o de las Cuentas Públicas Municipales; y 

 
Así como de lo establecido por el artículo 69 fracción I de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del 
Estado de Campeche que en su parte conducente señala: “I. Citará por escrito al presunto responsable a una audiencia…”; y 
toda vez que ha quedado acreditado que la presunción de responsabilidad recayó en la persona del C. EDMUND A. MORALES 
CUEVAS y/o EDMUND ARMANDO MORALES CUEVAS, Director Pesca y Ecol. y/o Dtor. de Pesca y Ecología y/o Director de 
Pesca y Ecología, del H. Ayuntamiento del Municipio de Palizada, en funciones durante el ejercicio fiscal 2009, siendo que el 
mismo se encuentra incapacitado para ejercer su derecho de audiencia, esta Auditoria Superior del Estado de Campeche se 
encuentra en la imposibilidad material de citar a comparecer a una audiencia a la persona del C. EDMUND A. MORALES 
CUEVAS y/o EDMUND ARMANDO MORALES CUEVAS, en el procedimiento administrativo disciplinario, en lo que respecta a la 
observación marcada con el número 18 en el pliego de observaciones resultado de la fiscalización superior de la Cuenta Pública 
del Municipio de Palizada, en lo relativo al H. Ayuntamiento, correspondiente al ejercicio fiscal 2009, única y exclusivamente en lo 
relativo a la acción denominada: “ADQUISICIÓN DE MOTORES DE 15 HP (6MOTORES); No fueron tramitados, obtenidos, 
elaborados o generados los documentos que deben ser conservados de forma ordena y sistema en un expediente de 
obra. 
 
Por lo que se declara el sobreseimiento del presente procedimiento en lo que respecta a la persona del C. EDMUND A. 
MORALES CUEVAS y/o EDMUND ARMANDO MORALES CUEVAS, Director Pesca y Ecol. y/o Dtor. de Pesca y Ecología y/o 
Director de Pesca y Ecología, del H. Ayuntamiento del Municipio de Palizada, en funciones durante el ejercicio fiscal 2009. 
 
Sirve de sustento a lo anteriormente determinado, los criterios jurisprudenciales que a continuación se comparten: 
 

Novena Época 
Registro: 174990 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tesis Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo : XXIII, Mayo de 2006 
Materia(s): Administrativa 
Tesis: I.4o.A.521 A 
Página:  1867 
 
RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA APLICACIÓN DE LAS SANCIONES 
ADMINISTRATIVAS CORRESPONDIENTES SURGE COMO CONSECUENCIA DE SUS ACTOS U 
OMISIONES DEFINIDOS EN LA PROPIA LEGISLACIÓN BAJO LA CUAL SE EXPIDIÓ SU 
NOMBRAMIENTO, EN LA NORMATIVIDAD Y ESPECIFICACIONES DE LA ACTIVIDAD 
DESARROLLADA O BIEN DE LAS QUE SE CONTEMPLAN EN LA LEY FEDERAL RELATIVA. 
Para que un servidor público pueda ser sancionado basta que su conducta sea contraria a las obligaciones 
y principios que le impone la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, sin que sea 
óbice la falta de previsión del puesto que ocupa o de algún deber en la ley de la dependencia a la que se 
encuentre adscrito. En efecto, la facultad disciplinaria encuentra su fundamento en el servicio público que 
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el Estado debe prestar a la comunidad con excelencia, a fin de asegurar y controlar la calidad y 
continuidad de su actividad, que se instrumenta a través de las funciones, empleos, cargos y comisiones 
de los servidores públicos y que debe satisfacer los valores y cualidades de legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia de la gestión y acción administrativa que trasciendan a la calidad y 
peculiaridades del servicio público para obtener los fines de la planeación y satisfacer las necesidades 
públicas con la mayor economía y calidad, de suerte que la administración tiene la facultad y la obligación 
de autoorganizarse para cumplir sus objetivos y, en ese contexto, se inscribe el poder disciplinario como 
actividad de control. En este orden de ideas, la responsabilidad administrativa de los servidores públicos 
surge como consecuencia de sus actos u omisiones, ya sea que se definan en la legislación bajo la cual se 
expidió su nombramiento, en la normatividad y especificaciones propias de la actividad desarrollada, o 
bien, de las que se contemplen en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; pues 
de no considerarse así, bastaría que el ordenamiento jurídico relativo a determinada dependencia del 
Ejecutivo, no previera en concreto y expresamente las obligaciones y deberes que a cada servidor público 
razonablemente le corresponden para dejar impunes prácticas contrarias a los valores y cualidades que 
orientan a la administración pública y garantizan el buen servicio bajo el principio unitario de coherencia 
entre la actuación del servidor público y valores constitucionales conducentes, sobre la base correlativa de 
deberes generales y exigibilidad activa de su responsabilidad. 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Revisión fiscal 244/2005. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública, 
encargada de la defensa jurídica. 26 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas 
Chávez. Secretaria: Silvia Angélica Martínez Saavedra. 
 
No. Registro: 292,114 
Tesis aislada 
Materia(s): Común 
Quinta Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
I 
Tesis:  
Página: 277 
 
SOBRESEIMIENTO. 
Debe dictarse tan luego como la causa que lo motive aparezca clara y definidamente comprobada. 
 
Amparo civil. Revisión del auto que desechó la demanda de amparo. Mendoza Baz Carlos. 4 de 
septiembre de 1917. Mayoría de seis votos. Disidentes: Enrique Moreno, Enrique García Parra, Agustín 
Urdapilleta, Alberto M. González y Agustín de Valle. La publicación no menciona el nombre del ponente. 

 
 
CUARTO.- Se hace de conocimiento a los CC. JOSE MIGUEL DELGADO BENITEZ y/o JOSE M. DELGADO BENITEZ, DAVID 
F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ 
VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ y GUSTAVO ENRIQUE GARRIDO RODRIGUEZ y/o GUSTAVO GARRIDO 
RODRIGUEZ, que con fecha 21 de septiembre de 2012, esta entidad de fiscalización emitió un proveído, mismo que en su parte 
conducente dice: 
 

[…] 
PROVEE 
 
PRIMERO.- …; esta Auditoría Superior del estado, en pleno ejercicio de su autonomía técnica y económica, 
presupuestal y de gestión, así como de su independencia; habilita el domicilio ubicado en la avenida Patricio 
Trueba y de Regil, número 255, Código Postal 24097, de la Colonia Sector las Flores, planta alta, a un costado 
de la Institución Bancaria Banorte, de esta Ciudad de San Francisco de Campeche, Municipio de Campeche, 
Estado Unidos Mexicanos; como sede en la cual tendrán sitio las oficinas a partir del 1 de octubre de 2012.    
 […] 

 
Mismo acuerdo que fuera notificado mediante relación de proveídos fijada en estrados con fecha 24 de septiembre de 2012 y 
cédula de notificación fijada en estrados con fecha 27 de septiembre de 2012, así como publicación en el Periódico Oficial del 
Estado de fecha 28 de septiembre de 2012, mismos que obran en autos del expediente al rubro señalado. 
 
QUINTO.- Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 fracción II de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la 
Constitución Política del Estado de Campeche, misma disposición legal que en su parte conducente establece:  
 
[...] 

“II. Al concluir la audiencia, se concederá al presunto responsable un plazo de cinco días hábiles para que ofrezca 
los elementos de prueba que estime pertinentes y que tengan relación con los actos u omisiones que se le 
atribuyan.…” 

[...] 
 
Es que esta entidad de fiscalización superior determina conceder a los CC. DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID 
FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ, 
JOSE MIGUEL DELGADO BENITEZ y/o JOSE M. DELGADO BENITEZ y GUSTAVO ENRIQUE GARRIDO RODRIGUEZ y/o 
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GUSTAVO GARRIDO RODRIGUEZ; el plazo de cinco días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la 
notificación del presente proveído a efecto de que sean ofrecidos los elementos de prueba que estime pertinentes en los términos 
previstos por el artículo anteriormente transcrito.  
 
SEXTO.- En virtud de que ha quedado acreditado en autos del presente expediente, que el C. DAVID F. HERNANDEZ 
VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID 
FCO. HDEZ VELAZQUEZ, no cuenta con domicilio en el Estado de Campeche, esta entidad de fiscalización superior determina 
procedente actuar respecto del referido indiciado, de conformidad con los dispuesto por los artículos 103, 106 que en su parte 
conducente dice: “Si se ignora el lugar en que reside la persona que deba ser notificada, la primera notificación se hará publicando 
la determinación respectiva por tres veces, en el espacio de quince días, en el Periódico Oficial del Estado…” y 114 que en su 
parte conducente dice: “Todas las publicaciones que por mandato judicial o por disposición de la ley  deban hacerse, serán por 
cuenta del interesado y precisamente en el Periódico Oficial…”, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, 
aplicados de manera supletoria, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 106  de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII 
de la Constitución Política del Estado de Campeche. Consecuentemente publíquese en el Periódico Oficial del Estado, de 
Campeche, con fechas 22 y 29 de julio y 5 de agosto, todas del año 2015. 
… 
[…] 
 
En tal tenor, de la vista a los autos que integran el expediente citado al rubro se advierte lo siguiente:  
 
El C. JOSE MIGUEL DELGADO BENITEZ y/o JOSE M. DELGADO BENITEZ, en audiencia de fecha 12 de septiembre de 2012, 
presentó como pruebas lo siguiente: 
 
[…] 
El C. JOSE MIGUEL DELGADO BENITEZ y/o JOSE M. DELGADO BENITEZ, en relación con la observación marcada con el 
número 17 del pliego de observaciones resultado de la fiscalización superior del Informe de Avance de gestión Financiera del 
Municipio de Palizada, en lo relativo al H. Ayuntamiento, correspondiente al ejercicio fiscal 2009, presenta como pruebas:   
 
1.- Original de escrito de fecha 4 de septiembre de 2012, signado por el C. JOSE MIGUEL DELGADO BENITEZ, constante de 1 
foja útil en su anverso. 
2.- Original de oficio número DDR-275/04/09/12 de fecha 4 de septiembre de 2012, constante de 1 foja útil en su anverso. 
3.- Copia simple del oficio número DDR-  005/12/01/12 de fecha 12 de enero de 2012, constante de 1 foja útil en su anverso. 
4.- Copia simple del Acta Administrativa de Entrega- Recepción de fecha 30 de septiembre de 2009, constante de 27 fojas útiles en  
su anverso. 
5.-Copia simple de la credencial para votar con fotografía del C. JOSE MIGUEL DELGADO BENITEZ, constante de 1 foja útil en su 
anverso. 
 
Cabe hacer mención que las pruebas presentadas por el compareciente no fueron cotejadas con sus originales. De igual forma se 
hace constar que las pruebas que presenta el compareciente consisten única y exclusivamente en las relacionadas en el listado 
anterior.  
[…] 
 
Tal y como consta en el acta circunstanciada de audiencia que se llevara a cabo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 
fracción I de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche.  
 
Asimismo, mediante escrito presentado en la citada audiencia ofreció como pruebas lo siguiente:  
 
[…] 
… INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. – Consistentes en cada una de las constancias que se desprendan de las actuaciones 
que se realicen en el caso que nos ocupa, en todo cuanto me favorezca… 
 
LA PRESUNCIONAL. – En sus dos naturaleza, legales y humanas, en todo cuanto favorezca al suscrito. 
… 
[…] 
 
Y tomando en consideración que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 fracción II de la Ley Reglamentaria del Capítulo 
XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche, en el punto “QUINTO” del proveído reproducido con antelación le fuera 
concedido a los CC. GUSTAVO ENRIQUE GARRIDO RODRIGUEZ y/o GUSTAVO GARRIDO RODRIGUEZ, JOSE MIGUEL 
DELGADO BENITEZ y/o JOSE M. DELGADO BENITEZ y DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO 
HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ, el plazo de 5 
días hábiles con la finalidad de que ofreciera las pruebas que considere pertinentes, mismo que a la presente fecha ha transcurrido 
en exceso sin que el C. JOSE MIGUEL DELGADO BENITEZ y/o JOSE M. DELGADO BENITEZ, ofreciera medio de prueba 
distinto a los enunciados, y sin que los CC. GUSTAVO ENRIQUE GARRIDO RODRIGUEZ y/o GUSTAVO GARRIDO 
RODRIGUEZ y DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. 
HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ, ofrecieran medio de prueba alguno, es que esta entidad de 
fiscalización; 
 
PROVEE 
 
PRIMERO. - En razón de que como consta en autos del presente expediente, los CC. GUSTAVO ENRIQUE GARRIDO 
RODRIGUEZ y/o GUSTAVO GARRIDO RODRIGUEZ y DAVID F. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO 
HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID FCO. HDEZ VELAZQUEZ, no ofrecieron 
medio de prueba alguno en la instrucción del presente procedimiento ni en el plazo concedido para tales efectos de conformidad 
con lo previsto en el citado artículo 69 fracción II de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado 



PERIÓDICO OFICIAL DEL ESTADO PÁG. 57
San Francisco de Campeche,
Cam., Mayo 4 de 2016

de Campeche, con lo anterior precluye su derecho para ofrecer los medios de prueba que estime pertinentes, sustenta lo anterior 
el criterio jurisprudencial que a continuación se comparte: 
 

“No. Registro: 187,149 
Jurisprudencia 
Materia(s): Común 
Novena Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XV, Abril de 2002 
Tesis: 1a./J. 21/2002 
Página: 314 
 
PRECLUSIÓN. ES UNA FIGURA JURÍDICA QUE EXTINGUE O CONSUMA LA OPORTUNIDAD PROCESAL DE 
REALIZAR UN ACTO. 
La preclusión es uno de los principios que rigen el proceso y se funda en el hecho de que las diversas etapas del 
proceso se desarrollan en forma sucesiva, mediante la clausura definitiva de cada una de ellas, impidiéndose el 
regreso a momentos procesales ya extinguidos y consumados, esto es, en virtud del principio de la preclusión, 
extinguida o consumada la oportunidad procesal para realizar un acto, éste ya no podrá ejecutarse nuevamente. 
Además doctrinariamente, la preclusión se define generalmente como la pérdida, extinción o consumación de una 
facultad procesal, que resulta normalmente, de tres situaciones: a) de no haber observado el orden u oportunidad 
dada por la ley para la realización de un acto; b) de haber cumplido una actividad incompatible con el ejercicio de 
otra; y c) de haber ejercitado ya una vez, válidamente, esa facultad (consumación propiamente dicha). Estas tres 
posibilidades significan que la mencionada institución no es, en verdad, única y distinta, sino más bien una 
circunstancia atinente a la misma estructura del juicio. 
 
Amparo directo 4398/87. Agustín González Godínez y otra. 15 de diciembre de 1987. Cinco votos. Ponente: Mariano 
Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
Inconformidad 60/2000. Contralor General del Distrito Federal. 26 de abril de 2000. Cinco votos. Ponente: Juan N. 
Silva Meza. Secretario: Roberto Javier Sánchez Rosas. 
 
Inconformidad 339/99. Fausto Rafael Pérez Rosas. 17 de mayo de 2000. Cinco votos. Ponente: Juventino V. Castro 
y Castro. Secretario: Roberto Javier Sánchez Rosas. 
 
Reclamación 2/2000. Luis Ignacio Ayala Medina Mora y otra. 17 de noviembre de 2000. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Juventino V. Castro y Castro. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Manuel González Díaz. 
 
Contradicción de tesis 92/2000-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo, Tercero, Séptimo 
y Décimo Segundo, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 19 de septiembre de 2001. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Juventino V. Castro y Castro. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Heriberto 
Pérez Reyes. 
 
Tesis de jurisprudencia 21/2002. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veinte de marzo 
de dos mil dos, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: presidente Juan N. Silva Meza, Juventino V. 
Castro y Castro, Humberto Román Palacios, José de Jesús Gudiño Pelayo y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas.” 

 
SEGUNDO.- Esta entidad de fiscalización superior, en relación con lo establecido en el artículo 69 fracción II de la Ley 
Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche, 34 del Código de Procedimientos 
Contencioso-Administrativos del Estado de Campeche y 296 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, 
admite los medios de prueba ofrecidos y presentados respecto del presente procedimiento por el C. JOSE MIGUEL DELGADO 
BENITEZ y/o JOSE M. DELGADO BENITEZ, mismos que fueran relacionados con anterioridad; procediéndose en los términos 
que señala la fracción II del artículo 69 de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de 
Campeche.  
 
Por ende, y tomando en consideración que los medios de prueba admitidos consisten en aquellos enunciados en el artículo 296 
del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, su desahogo se desarrolla por sí mismos dado su propia y 
especial naturaleza. Asimismo, se hace de conocimiento que las citadas probanzas serán valoradas en el momento procesal 
oportuno.  
 
TERCERO.- Que de la vista a los autos que obran en el expediente que nos ocupa, esta autoridad determina que constan en el 
mismo, elementos suficientes para resolver sobre la existencia o inexistencia de responsabilidades, con lo cual concluye la etapa 
de instrucción del presente procedimiento, por lo que se procede con respecto al presente procedimiento administrativo 
disciplinario en los términos de la fracción III del artículo 69 de la citada Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución 
Política del Estado de Campeche, mismo que en su parte conducente dice: “III. Desahogadas las pruebas…, la autoridad que lleve 
la instrucción resolverá…”, sustenta lo anterior el criterio jurisprudencial que a continuación se comparte:  
  

“Registro No. 901298 
Localización:  
Séptima Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Apéndice 2000 
I, Jur. Acciones de Inconstitucionalidad y C.C. 
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Página: 443 
Tesis: 625 
Tesis Aislada 
Materia(s): Constitucional 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ARTÍCULO 235 DEL, QUE SEÑALA CUÁNDO DEBE DECLARARSE 
CERRADA LA INSTRUCCIÓN. NO VIOLA LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 CONSTITUCIONALES.-  

El artículo 235 del Código Fiscal de la Federación, contenido en el Decreto de fecha 30 de diciembre de 1981, que 
señala cuándo el Magistrado Instructor declarará cerrada la instrucción, de ningún modo vulnera las garantías de 
audiencia y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, pues no debe olvidarse que ese 
precepto es solamente uno de los que integran el Código Fiscal de la Federación y en este ordenamiento legal se 
observan cabalmente todas las garantías a que se contrae el Código Fundamental en sus disposiciones antes 
invocadas, lo cual se comprueba con la sola lectura del título VI, capítulos del I al XII, artículos del 197 al 261, en los 
que se establecen las reglas para el procedimiento contencioso-administrativo. Además, es falso que el precepto 
mencionado faculte arbitrariamente al Magistrado Instructor para cerrar la instrucción en un juicio fiscal aunque no se 
hayan desahogado las pruebas, pues de conformidad con la interpretación jurídica del artículo citado se llega a la 
convicción de que el cierre de la instrucción sólo podrá declararse después de diez días de que se haya contestado 
la demanda o su ampliación cuando proceda, esto siempre y cuando no falte el desahogo de algunas pruebas o esté 
pendiente la resolución de un incidente de previo y especial pronunciamiento o falte practicar cualquier diligencia 
que hubiese ordenado el Magistrado Instructor, o bien, aun después de transcurrido dicho plazo, una vez que se 
hayan desahogado todas las pruebas, resuelto cualquier incidente, si lo hubiese, o ya se haya practicado la 
diligencia que, en su caso, hubiese ordenado el Magistrado Instructor. De lo anterior se deduce que el artículo 235 
es claro y preciso al señalar el momento procesal oportuno en que procede el cierre de la instrucción, sin que de 
manera alguna se vulneren las garantías de audiencia y seguridad jurídica consagradas en los artículos 14 y 16 
constitucionales. Por último, debe destacarse que las garantías de audiencia y seguridad jurídica a que aluden los 
artículos 14 y 16 de la Constitución no se refieren a un solo artículo de una ley, reglamento o acuerdo sino a todo el 
ordenamiento jurídico. 

Amparo en revisión 936/84.-Pom, S.A.-20 de mayo de 1986.-Unanimidad de dieciséis votos.-Ponente: Carlos del Río 
Rodríguez. 
 
Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 205-216, Primera Parte, página 27, Pleno.” 

CUARTO. - En virtud de que ha quedado acreditado en autos del presente expediente, que el C. DAVID F. HERNANDEZ 
VELAZQUEZ y/o DAVID FRANCISCO HERNÁNDEZ VELÁZQUEZ y/o DAVID FCO. HERNANDEZ VELAZQUEZ y/o DAVID 
FCO. HDEZ VELAZQUEZ, no cuenta con domicilio en el Estado de Campeche, esta entidad de fiscalización superior determina 
procedente actuar respecto del referido indiciado, de conformidad con los dispuesto por los artículos 103, 106 que en su parte 
conducente dice: “Si se ignora el lugar en que reside la persona que deba ser notificada, la primera notificación se hará publicando 
la determinación respectiva por tres veces, en el espacio de quince días, en el Periódico Oficial del Estado…” y 114 que en su 
parte conducente dice: “Todas las publicaciones que por mandato judicial o por disposición de la ley  deban hacerse, serán por 
cuenta del interesado y precisamente en el Periódico Oficial…”, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, 
aplicados de manera supletoria, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 106  de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII 
de la Constitución Política del Estado de Campeche. Consecuentemente publíquese en el Periódico Oficial del Estado, de 
Campeche, con fechas 18 y 28 de abril y 4 de mayo, todas del año 2016. 
 
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE.- Así lo provee y firma el Auditor Superior del Estado de Campeche, con fundamento en lo 
dispuesto en las disposiciones citadas y en los artículos 182 y 187 fracciones XII y XX de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de Campeche, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Campeche, con fecha 3 de julio de 2000, 3 fracción IV, 69 
fracciones II y III, 84 y 106 de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche, 34 del 
Código de Procedimientos Contencioso-Administrativos del Estado de Campeche, 1, 2 fracción I, 5 y 6 fracción XVII del 
Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de Campeche, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Campeche, 
con fecha 18 de diciembre de 2000.---------- 
 
 
 
…” 
 
 
Por último, se le comunica que en cualquier momento durante el procedimiento a que se refiere el presente proveído podrá 
consultar el expediente señalado al rubro, de conformidad con lo estipulado en el artículo 63 del Código de Procedimientos Civiles 
del Estado de Campeche, disposición legal vigente a la presente fecha. Asimismo de conformidad el artículo 103 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, de manera supletoria, se deja copia del proveído a notificar a disposición del 
citado, lo anterior en el edificio que ocupa la Auditoria Superior del Estado de Campeche sito en Avenida Patricio Trueba y de 
Regil, Número 255, Código postal 24097, Colonia Sector Las Flores, planta alta, a un costado de la institución bancaria Banorte, 
de esta Ciudad de San Francisco de Campeche, en el Estado de Campeche, Estados Unidos Mexicanos. Lo que notifico de 
conformidad con lo establecido en el articulo 106 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, mediante cedula 
de notificación publicada, por tres veces, en el espacio de quince días, en el Periódico Oficial del Estado de Campeche. En la 
Ciudad de San Francisco de Campeche.  
 
Lic. Jonathan Yair Chan Panti, Auxiliar de Encargado de Notificaciones de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Auditoría 
Superior del Estado de Campeche. 
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TRIBUNAL UNITARIO AGRARIO

E D I C T O

CC. CORNELIO ROSAS TZEC, ISIDRO ANÍS ENRIQUEZ, MARÍA HERLINDA DE LA HUITZ MEDINA, JOSÉ 
ANTONIO SÁNCHEZ RUIZ, MARIALEA GÓMEZ FERNÁNEZ, ANTELMO BUSTOS VELELA, CARLOS VALERIO 
Y MARÍA LETICIA DÍAZ DÍAZ, en los autos del expediente número 538/2013, del índice del Tribunal Unitario 
Agrario Distrito 50, con sede en esta ciudad de San Francisco de Campeche, estado de Campeche, por acuerdo de 
veintinueve de marzo de dos mil dieciséis, se ordenó que por este medio se le llame al juicio agrario relativo a 
la controversia agraria, promovida por ELMER DE JESÚS BARABATO MALDONADO, RUBÉN PANTÍ PERALTA, 
ANDRÉS CASTILLO PEREYRA, GUMERCINDO CASTILLO REYES, RICARDO HUITZ MEDINA Y ÁNGEL DE LOS 
SANTOS HUITZ MEDINA, del ejido “SAN PABLO PIXTÚN”, municipio  CHAMPOTÓN, estado de Campeche; por 
lo que se le requiere para que comparezca a este Tribunal, sito en Avenida Miguel Alemán, número 177, Barrio de 
Guadalupe, en esta Ciudad, a la audiencia prevista por el artículo 185 de la Ley Agraria, a las DIEZ HORAS DEL 
DIECISÉIS DE JUNIO DE DOS MIL DIECISÉIS; a efecto que dé contestación a la demanda incoada en su contra, 
e igualmente para que presente sus pruebas, peritos y testigos que en su caso pretenda sean oídos; apercibido que 
de no hacerlo así, se le podrán tener por ciertas las afirmaciones de su contraparte como lo dispone el numeral 180 
de dicha ley, y por perdidos los derechos inherentes de este juicio; por último, deberá señalar domicilio para recibir 
notificaciones en esta ciudad, pues de no hacerlo así, las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal se 
le practicarán por estrados. El expediente en mención queda a su disposición en la Secretaría de Acuerdos de este 
tribunal, para imponerse del mismo y entrega de copias simple de las constancias que requiera. Este edicto deberá 
publicarse en términos de lo dispuesto por el artículo 173 de la Ley Agraria, por lo que surte sus efectos quince días 
después de su última publicación.

San Francisco de Campeche, Campeche a dieciocho de abril de 2016.- A T E N T A M E N T E.- LIC. MARTÍN FLORES 
GÓMEZ, SECRETARIO DE ACUERDOS “B” DEL TRIBUNAL UNITARIO AGRARIO DISTRITO 50.- RÚBRICA.

AUDITORIA SUPERIOR DEL ESTADO DE CAMPECHE.- SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE, 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,  A OCHO DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS.

CEDULA DE NOTIFICACION POR PERIODICO OFICIAL

C.  JOEL TRUJILLO JORDAN.

DOMICILIO: Ignorado.

VISTOS: El estado que guarda el expediente del procedimiento administrativo disciplinario marcado con el número 05/
PALI/CP-09/12/PAD, toda vez que en la presente causa ha quedado acreditado en autos la ignorancia del domicilio 
del C. JOEL TRUJILLO JORDAN, es que; SE PROVEE… es procedente actuar respecto de dicho indiciado, de 
conformidad con los artículos 103, 106 y 114 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche aplicados 
de manera supletoria de conformidad con lo dispuesto en el artículo 106 de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de 
la Constitución Política del Estado de Campeche; y siendo que el artículo 106 del Código de Procedimientos Civiles 
del Estado de Campeche en su parte conducente dice:  “si se ignora el lugar en que reside la persona que deba 
ser notificada,... se hará publicando la determinación respectiva por tres veces, en el espacio de quince días, en el 
Periódico Oficial del Estado...” . Se notifica por este medio el proveído de fecha 07 de abril de 2016, que recae en el 
expediente 05/PALI/CP-09/12/PAD, al C. JOEL TRUJILLO JORDAN. Se transcribe en su parte conducente dicho 
proveído:   

EXPEDIENTE: 05/PALI/CP-09/12/PAD

AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE CAMPECHE. - SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE A 7 DE 
ABRIL DE 2016. 

VISTOS.- Con fundamento en los artículos 14 segundo párrafo, 16 primer párrafo, 40, 41 primer párrafo, 42 fracciones 
I, II y IV, 43 que en su parte conducente dice: “Las partes integrantes de la Federación son los Estados de…, 
Campeche,…”, 45, 48, 49, 108 último párrafo que en su parte conducente dice: “Las Constituciones de los Estados 
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de la República precisarán,… para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos de 
quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados… en los Municipios.”, 109 primer párrafo que en 
su parte conducente dice: “…las Legislaturas de los Estados,…, expedirán las leyes de responsabilidades de los 
servidores públicos … normas conducentes a sancionar a quienes, teniendo ese carácter, incurran en 
responsabilidad,….”; y fracción III primer párrafo, mismo que a la letra dice: “Se aplicarán sanciones administrativas 
a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones.” segundo párrafo, 113 
que en su parte conducente dice: “Las leyes sobre responsabilidades…, determinarán sus obligaciones a fin de 
salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, y eficiencia en el desempeño de sus funciones, 
empleos, cargos y comisiones; las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que incurran, así como 
los procedimientos y las autoridades para aplicarlas….”, 114 tercer párrafo, 115 párrafo primero y fracción IV 
penúltimo párrafo, párrafo que en su parte conducente dice: “Las legislaturas de los Estados…, revisarán y 
fiscalizarán sus cuentas públicas.…”, 116 primer párrafo y fracción II penúltimo párrafo, que en su parte conducente 
dice: “Las legislaturas de los estados contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales serán 
órganos con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su 
organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que dispongan sus leyes. La función de 
fiscalización se desarrollará conforme a los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad y 
confiabilidad.”, 121 fracción I y 134 primer, segundo y quinto párrafos, mismos que en su parte conducente dicen: 
“Los recursos económicos de que dispongan…, los municipios,… se administrarán con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. Los resultados 
del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas que establezcan,…, los estados…, 
con el objeto de propiciar que los recursos económicos se asignen en los respectivos presupuestos en los 
términos del párrafo anterior.… El manejo de recursos económicos federales por parte de los municipios,… se 
sujetará a las bases de este artículo y a las leyes reglamentarias. La evaluación sobre el ejercicio de dichos 
recursos se realizará por las instancias técnicas de las entidades federativas a que se refiere el párrafo segundo 
de este artículo….”, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 49 primer párrafo, segundo párrafo, 
tercer párrafo en su fracción III que en su parte conducente dice: “El control, la evaluación y fiscalización del 
manejo de los recursos federales a que se refiere este Capítulo quedará a cargo de las siguientes autoridades, 
en las etapas que se indican:… La fiscalización de las Cuentas Públicas de los municipios,… será efectuada 
por el Poder Legislativo local que corresponda,… conforme a lo que establezcan sus propias leyes, a fin de 
verificar que las dependencias de los municipios… aplicaron los recursos de los fondos para los fines previstos 
en esta Ley;…” penúltimo y último párrafo, siendo que este párrafo en su parte conducente dice: “Las 
responsabilidades… en que incurran los servidores públicos… locales por el manejo o aplicación indebidos de 
los recursos de los Fondos a que se refiere este Capítulo, serán determinadas y sancionadas por las 
autoridades… locales, según corresponda conforme a las etapas a que se refiere este artículo, de conformidad 
con sus propias legislaciones.” de la Ley de Coordinación Fiscal, 1 primer y segundo párrafos, 19 fracción IV incisos 
a) y d) y 85 fracción I que en su parte conducente dice: “Los recursos federales que ejerzan los municipios,… o 
cualquier ente público de carácter local, serán evaluados…, por instancias técnicas independientes de las 
instituciones que ejerzan dichos recursos,…” de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 55 
y 56 que en su parte conducente dice: “Los actos u omisiones que impliquen el incumplimiento a los preceptos 
establecidos en la presente Ley y demás disposiciones aplicables en la materia, serán sancionados de 
conformidad con...; las leyes equivalentes de las entidades federativas, y....; de las constituciones de los 
estados...” de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 1, 2, 3, 4 que en su parte conducente dice: “El territorio 
del Estado comprende los Municipios que a continuación se expresan: … Palizada…”, 23, 26 que en su parte 
conducente dice: “El Poder Público del Estado se divide para su ejercicio, en Legislativo,…”, 28, 29, 54 fracciones 
XXI y XXII primero y segundo párrafos mismos que en su parte conducente dicen: “Revisar, fiscalizar y calificar… 
las Cuentas Públicas de los Municipios…. La revisión y fiscalización de las cuentas públicas las realizará el 
Congreso a través de la Auditoría Superior del Estado….”, 89 primer párrafo, 96 tercer párrafo mismo que a la letra 
dice: “Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten 
la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observarse en el desempeño de sus 
empleos, cargos o comisiones.”, 98 mismo que en su parte conducente dice: “La Ley Sobre responsabilidades…, 
determinará sus obligaciones a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en 
el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones, las sanciones aplicables por los actos u 
omisiones en que incurran, así como los procedimientos y las autoridades para aplicarlas….”, 99 último párrafo, 
102 fracciones I primer párrafo, II primer párrafo, III, IV y V, 105 fracción III inciso e) que en su parte conducente dice: 
“...Los resultados del ejercicio de los recursos serán evaluados por las instancias técnicas competentes, de 
conformidad con la legislación aplicable,..”, 108 primer párrafo y 108 Bis primero, segundo y tercer párrafos, 
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fracción IV, siendo que en el primer párrafo de dicha fracción, en su parte conducente dice: “... determinar las 
responsabilidades administrativas a que haya lugar, imponiendo las sanciones procedentes de acuerdo con lo 
dispuesto en la ley sobre responsabilidades de servidores públicos....” de la Constitución Política del Estado de 
Campeche, 1, 2 fracción II, 28 fracción II, 120 que en su parte conducente dice: “Las disposiciones de este capítulo 
tienen por objeto regular la revisión de la Cuenta Pública y la fiscalización superior de la gestión financiera 
estatal y municipal;…, así como establecer las bases y términos para la organización, procedimientos y el 
funcionamiento de la entidad pública encargada del ejercicio de estas funciones.”, 121 fracciones I, II, III, IV, V, 
VII, IX, X, XI y XV, 122 que a la letra dice: “La revisión de la Cuenta Pública está a cargo del Congreso, el cual se 
apoya para tales efectos en la Auditoría, misma que tiene a su cargo la fiscalización superior de la propia 
Cuenta Pública y goza de autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su organización interna, 
funcionamiento y resoluciones, de conformidad con lo establecido en esta ley.”, 123, 124, 125, 126, 127, 129, 
130, 133 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII, 134, 135 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, X, XI, XII, XIII, XIV, XIX y XXII, 
139, 151, 167 que en su parte conducente dice: “La Auditoría, con base en las disposiciones de esta Ley, formulará 
a los Poderes, los Ayuntamientos y los Entes Públicos los pliegos de observaciones derivados de la revisión 
y fiscalización superior de la Cuenta Pública….”, 168, 180, 182, 187 fracciones I, XII, XVII y XX y 190 fracción VIII 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Campeche, publicada en el Periódico Oficial del Estado de 
Campeche, con fecha 3 de julio de 2000, 1 fracciones I, II, III y IV, misma disposición legal cuyas fracciones a la letra 
dicen: “Esta ley tiene por objeto reglamentar el Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche en 
materia de: I. Los sujetos de responsabilidad en el servicio público estatal y municipal; II. Las obligaciones en 
dicho servicio público; III. Las responsabilidades y sanciones administrativas en tal servicio público, así como 
las que se deban resolver mediante juicio político;  IV. Las autoridades competentes y los procedimientos para 
aplicar las sanciones;…”, 2, 3 fracción IV que en su parte conducente dice: “Para la investigación, tramitación, 
substanciación y resolución, en su caso, de los procedimientos y recursos establecidos en la presente ley, 
serán autoridades competentes:… IV. La Auditoría Superior del Estado, tratándose de los servidores públicos 
estatales y municipales sin importar su adscripción, cuando el incumplimiento de la obligación en el servicio 
público quede de manifiesto con motivo de la revisión de la Cuenta Pública del Estado o de las Cuentas 
Públicas Municipales; y…”, 5 fracciones I y IV, 6, 52, 53, 54, 58 fracciones I, II, III, IV y V, 59, 61, 62, 63 fracción III, 
69, 72, 73, 81, 83 y 84 que a la letra dice: “En el caso previsto por la fracción IV del artículo 3, la Auditoría Superior 
del Estado aplicará las disposiciones de esta ley en lo que no se opongan o contravengan a las contenidas en 
la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.” y 106 de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución 
Política del Estado de Campeche, 1, 3, 5 que en su parte conducente dice: “Los municipios del Estado se denominan 
y tienen como cabeceras municipales: X. Palizada, con cabecera en la ciudad de Palizada; y,”, 6, 7, 11, 12, 20, 
26, 77, 79, 85, 117, 118, 120 párrafo primero, 131, 134 y cuarto transitorio de la Ley Orgánica de los Municipios del 
Estado de Campeche, 1, 7, 17 que a la letra dice: “La división territorial del Municipio de Palizada, así como la categoría 
política y toponimia de sus centros de población es la siguiente: I. La ciudad de Palizada, Cabecera del Municipio. II. 
Las poblaciones, ejidos, rancherías y heredades que constituyen la circunscripción jurisdiccional de la cabecera 
municipal en la forma siguiente: A la Ciudad de Palizada, Cabecera del Municipio corresponden: a) Los ejidos de La 
Corriente, Santa Isabel, Palizada, Lagón Dulce. b) Las comunidades de Alamilla, San Cruz, Santa Isabel, San Juan, El 
Cuyo, Isla de San Isidro, El Carmen, El Mangal, Tila, Ribera de la Corriente, Las Bodegas, Ribera Gómez, San Eduardo, 
Lagón Dulce, Puerto Arturo, El Porvenir, Adolfo López Mateos, Tasistal, Tumbo de la Montaña, El Juncal, Santa Lucía, 
San Román, La Toza, Mariche, El Borbotón, El Paraiso, San Agustín. c) Las rancherías del Arroyo de Felícito, Canales, 
Rivera de la Viuda, Ribera del Pital, Ribera del Payón, Ribera de San Joaquín, Ribera de Santa Rosa, Río de la Viuda, 
Río Viejo. d) Las haciendas de Las Islas, Puebla, San Román y Anexas, Santa Elena, El Limonal, Mariche, Monterrey, 
Morelia, El Pial, El Pialito, Platanar, Salvaje y Anexas, San Eduardo, San José, Santa Lucía, La Toza, El Vapor. e) Los 
ranchos de Aguacate, Alianzas, La Almendra, El Almendral, El Almendro, La Armonía, La Asunción, Belem, La Bellota, 
Boca Chica, Las Bodegas, El Borbotón, Buenavista, Buenos Aires, La Cajera, Candelaria, La Caridad, Carmen, Carmen 
de Alvarez, Carmen de Padilla, El Carmen, El Cocoyol, El Cometa, Concepción, La Confianza, El Corcho, Corinto y 
Anexas, Las Cruces, Cupules, Cuyo de los Patos, El Cuyo, Chifón, Las Delicias, El Destino, Dolores, Dos de Abril, Las 
Dos Palomas, El Ejido, Encanto, Encarnación, Esperanza, Esquipulas, La Estaca, La Estrella, La Estrella Polar, La 
Flavia, Flores de Corinto, Flores del Carmen, Las Flores de Uc, La Fortuna, La Gloria, La Gloria de Los Delgado, La 
Gorra, El Guanal, El Guásimo, El Guayal, La Herradura, Ilusión, Innominado, Innominado, Isla de Corcho, El Jabín, El 
Jesús, La Jimbilla, Juárez, Kukulkán, Libertad, Lucha de Benítez, La Lucha de Co, La Lucha y Anexas, Malvenido, El 
Manatinero, Manglar, La Mano Poderosa, La Margarita, Margarita de Benítez, Las Mercedes, Naranjal, No te Metas, 
Nueva Esperanza, Nuevas Margaritas, Nuevo México, Orizaba, Las Palmas, Las Palmas, Las Palomas, El Paraíso, 
Pascualillo, Paso de los Caballos, El Pato, Peor es Nada, Las Piñas, Las Piedras, Porfiria, El Porvenir de Morales, El 
Porvenir, La Primavera, Providencia, Puerto Arturo, Puerto México, Punta del Salto, Punta de México, Río Blanco, El 
Recreo, Recuerdo, Reforma y Anexas, La Rebeza, El Rosario, Salsipuedes, El Salto, Sauzal, San Agustín, San Andés, 
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San Ángel, San Ángel de Fernández, San Antonio, San Antonio, San Antonio de Guzman, San Bartolo, San Esteban, 
San Felipe, San Felipe Tauchel, San Felipe de Tila, San Francisco, San Francisco de Cruz, San Francisco de Morales, 
San Guillermo, San Jacinto de Barroso, San Gerónimo, San Geronimito, San Joaquín, San Joaquín de las Flores, San 
Joaquín de Benítez, San José de Benítez, San José de la Montaña, San José de Quintana, San Juan, San Juan, San 
Juan Bautista, San Juan de Dios, San Juanito, San Julio, San Luis, San Luis, San Luis, San Miguel Segundo, San 
Miguel Arcángel, San Miguel de Tila, San Miguel y Anexas, San Nicolás, San Pablo de López, San Pablo de Zavala, 
San Pedro, San Rafael, San Román, San Román de Co. San Román de Zavala, San Salvador, Santa Cruz, Santa Cruz, 
Santa Cruz de Tila, Santa Irene, Santa Margarita, Santa María, Santa Rita, Santa Rosa, Santa Rosa de Gómez, Santa 
Rosalía, Santa Teresa, Santo Domingo, Santo Domingo, Santo Domingo del Limonal, Santo Domingo del Palmar, 
Santuario de Tila, El Sauzal, Sinaí, Fracción Limonal, Sinaloa, Sitio Nuevo, Sitio Nuevo, Sitio Nuevo, Sitio Nuevo y 
Anexas, Soledad y Anexas, Sombra del Palo Alto, Tamarindo, Tasistal, Termópilas, Transvaal, Tres de Mayo, Las Tres 
Palmas, Triunfo de Hernández, El Triunfo, El Triunfo, Tulipán, Tulipán, La Unión, 17 Venecia, Vista Alegre, Vuelta del 
Diablo, El Cabresto, El Joval, La Azteca, Santa Adelaida, El Líbano, San Ángel, La Victoria, Los Coculas, San Juliancito, 
Hoja de Mata, Salsipuedes, Don Rico, San Vicente, San Salvador, Santo Domingo, San Joaquinito, Constitución, 
Bacardí Rach, Villa Rosa, Las Flores, Reforma Dos, Triunfo, El Tractor, El Bambú, San Simón, San José, San Agustín, 
Los Coquitos, El Pajaral, El Caño, Campo Nuevo, El Chacá, El Jovito, el Bebedero, El Cacao, El Pich, El Dorado, San 
Manuel, San José del Carmen, San Vicente, El Chifón de Velueta, San Felipe de Cabrera, Traslomita, San Juanito, La 
Soledad, San Hipólito, Mata Larga, La Candelaria, San Francisco, Isleño, Pantoja, Cuatro de Mayo, La Aurora, El 
Eslabón, El Copó, San José Victoria, Balam.”, de la Ley del Registro de Centros de Población del Estado de Campeche, 
1, 2 fracción I, 5 y 6 fracción XVII del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de Campeche, publicado 
en el Periódico Oficial del Estado de Campeche, con fecha 18 de diciembre de 2000, clausulas Primera fracciones I, II 
que en su parte conducente dice: “Coordinar las acciones para fiscalizar los referidos recursos públicos federales, las 
cuales se realizarán en términos de las disposiciones jurídicas aplicables...”, III y IV, Segunda fracción VI, Cuarta 
fracciones I, IV, V y VII del Convenio de Coordinación y Colaboración para la fiscalización de los recursos públicos 
federales transferidos para su administración, ejercicio y aplicación al Gobierno del Estado Libre y Soberano de 
Campeche, sus municipios y en general, a cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada; que se prevén 
en el Presupuesto de Egresos de la Federación, así como de los correspondientes al Programa para la Fiscalización 
del Gasto Federalizado (PROFIS), que celebran la Auditoría Superior de la Federación y la Auditoría Superior del 
Estado de Campeche, vigente en los términos previstos en las cláusulas Quinta y Décima Primera, mismo convenio 
que fue publicado de conformidad con su cláusula Décima Segunda en el Diario Oficial de la Federación con fecha 3 
de marzo de 2010 y en el Periódico Oficial del Estado de Campeche con fecha 26 de febrero de 2010; todas estas 
disposiciones legales vigentes para efecto de la tramitación de la presente causa, y siendo que con fecha 27 de agosto 
de 2012, se emitió un proveído mediante el cual se declaró iniciado el procedimiento administrativo disciplinario 
marcado con el número 05/PALI/CP-09/12/PAD por medio del cual se citó a comparecer personalmente al indiciado en 
el presente procedimiento a una audiencia, a efecto de rendir su declaración en torno a los hechos que dieron origen 
al mismo, es que esta entidad de fiscalización superior;

PROVEE

PRIMERO. - Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 fracción II de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII 
de la Constitución Política del Estado de Campeche, misma disposición legal que en su parte conducente establece: 

“II. Al concluir la audiencia, se concederá al presunto responsable un plazo de cinco días hábiles para que ofrezca los 
elementos de prueba que estime pertinentes y que tengan relación con los actos u omisiones que se le atribuyan…”

Es que esta entidad de fiscalización superior determina conceder al C. JOEL TRUJILLO JORDAN, el plazo de cinco 
días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del presente proveído a efecto 
de que sean ofrecidos los elementos de prueba que estime pertinentes en los términos previstos por el artículo 
anteriormente transcrito. 

SEGUNDO. - En virtud de que ha quedado acreditado en autos del presente expediente,  la ignorancia del domicilio 
del C. JOEL TRUJILLO JORDAN, esta entidad de fiscalización determina procedente actuar respecto del referido 
indiciado, de conformidad con los artículos 103, 106 que en su parte conducente dice: “Si se ignora el lugar en que 
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reside la persona que deba ser notificada, la primera notificación se hará publicando la determinación respectiva por 
tres veces, en el espacio de quince días, en el Periódico Oficial del Estado…” y 114 que en su parte conducente dice: 
“Todas las publicaciones que por mandato judicial o por disposición de la ley  deban hacerse, serán por cuenta del 
interesado y precisamente en el Periódico Oficial…”, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, 
aplicados de manera supletoria, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 106 de la Ley Reglamentaría del 
Capítulo XVII de la Constitución Política del Estado de Campeche. Consecuentemente, publíquese en el Periódico 
Oficial del Estado, de Campeche, con fechas 18 y 28 ambas del mes de abril y 4 de mayo, todas del año 2016.

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE.- Así lo provee y firma el Auditor Superior del Estado de Campeche, con fundamento en 
lo dispuesto en las disposiciones citadas y en los artículos 182 y 187 fracciones XII y XX de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de Campeche, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Campeche, con fecha 3 de julio de 
2000, 3 fracción IV, 69 fracciones II y III y 84 de la Ley Reglamentaria del Capítulo XVII de la Constitución Política del 
Estado de Campeche, 1, 2 fracción I, 5 y 6 fracción XVII del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de 
Campeche, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Campeche, con fecha 18 de diciembre de 2000.

…”

Por último, se le comunica que en cualquier momento durante el procedimiento a que se refiere el presente proveído 
podrá consultar el expediente señalado al rubro, de conformidad con lo estipulado en el artículo 63 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, disposición legal vigente a la presente fecha. Asimismo de conformidad 
el artículo 103 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, de manera supletoria, se deja copia 
del proveído a notificar a disposición del citado, lo anterior en el edificio que ocupa la Auditoria Superior del Estado de 
Campeche sito en Avenida Patricio Trueba y de Regil, Número 255, Código postal 24097, Colonia Sector Las Flores, 
planta alta, a un costado de la institución bancaria Banorte, de esta Ciudad de San Francisco de Campeche, en el 
Estado de Campeche, Estados Unidos Mexicanos. Lo que notifico de conformidad con lo establecido en el articulo 106 
del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche, mediante cedula de notificación publicada, por tres 
veces, en el espacio de quince días, en el Periódico Oficial del Estado de Campeche. En la Ciudad de San Francisco 
de Campeche. 

Lic. Jonathan Yair Chan Panti, Auxiliar de Encargado de Notificaciones de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la 
Auditoría Superior del Estado de Campeche.- Rúbrica.

DIRECCIÓN DE CONTROL NOTARIAL DE LA SEGOB

ACUERDO DEL EJECUTIVO DEL ESTADO POR EL QUE SE AUTORIZA AL TITULAR DE LA NOTARÍA PÚBLICA 
NÚMERO TREINTA Y CUATRO DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, PARA QUE EXPIDA TESTIMONIO 
Y/O COPIA CERTIFICADA DE LA ESCRITURA PÚBLICA RELATIVA AL CONTRATO DE COMPRAVENTA DE UN 
INMUEBLE UBICADO EN LA COLONIA KANISTÉ DE ESTA CIUDAD RADICADO EN EL PROTOCOLO DE LA 
NOTARÍA PÚBLICA NÚMERO DOS DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, A PETICIÓN DEL C. RAFAEL 
HUMBERTO MORALES BOLIVAR.

LIC. RAFAEL ALEJANDRO MORENO CÁRDENAS, Gobernador Constitucional del Estado de Campeche, en ejercicio 
de las facultades que me confieren los artículos 71 fracción XXXVII, y 73, de la Constitución Política del Estado de 
Campeche; numerales 1, 3, 14, 15, 16, fracción I, y 21 fracciones X y XVI de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Campeche; y 1, 143, y 144 de la Ley del Notariado para el Estado de Campeche en vigor, y 

C O N S I D E R A N D O 

I.- Que con fecha dieciséis de diciembre de dos mil trece falleció el Licenciado Jorge Luis Pérez Cámara, quien fuera 
titular de la Notaría Pública número Dos del Primer Distrito Judicial del Estado con residencia en esta Ciudad; lo anterior 
se acredita con la certificación del Acta de Defunción número 01340 de fecha dieciséis de diciembre de dos mil trece, 
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expedida por el Lic. Rogelio Antonio Collí Pech, Director General del Registro del Estado Civil en esta Ciudad.

II.- Que en virtud de lo anterior, mediante Oficio número SG/UCN/96/2014 de fecha diecisiete de enero de dos mil 
catorce, se remitió al Registro Público de la Propiedad y de Comercio del Estado para su debida guarda y custodia, el 
Protocolo debidamente inventariado de la Notaría Pública número Dos del Primer Distrito Judicial del Estado, en tanto 
se designa al nuevo titular, previo los trámites de Ley.

III.- Que con fecha 28 de enero de 2016, el ciudadano Rafael Humberto Morales Bolívar solicitó a este Ejecutivo 
la designación de un Notario en ejercicio para efectos de expedir testimonio y/o copia certificada del Contrato de 
Compraventa de un inmueble ubicado en la Colonia Kanisté de esta Ciudad a su favor, mismo que dicho peticionario 
señala que se encuentra asentado y autorizado, de manera preliminar, bajo la Escritura Pública marcada con el número 
127, del Libro 271, de fecha 25 de marzo del año 2010, en el Protocolo de la Notaría Pública número Dos del Primer 
Distrito Judicial del Estado. 

IV.- Que, en términos del artículo primero de la Ley del Notariado para el Estado de Campeche en vigor, este 
ordenamiento jurídico tiene por objeto regular el ejercicio de la prestación del servicio público notarial, y corresponde al 
Gobernador del Estado, a través de la Secretaría de Gobierno, dictar las medidas que estime pertinentes para el exacto 
cumplimiento de la misma y para la eficaz prestación del servicio público del notariado.

V.- Que el artículo ciento cuarenta y cuatro de la Ley del Notariado en comento, dispone que en caso de fallecimiento 
del titular de una Notaría, el Poder Ejecutivo podrá designar a otro Notario en ejercicio para efectos de continuar 
conforme a derecho con la tramitación de los instrumentos que obren en el protocolo de dicha Notaría, a quien también 
se autoriza para expedir el testimonio correspondiente o, en su caso, concluir con el trámite solicitado de conformidad 
con la legislación que resulte aplicable al caso concreto.

VI.- Que el Licenciado Jorge Luis Pérez Curmina es Notario Público en ejercicio, titular de la Notaría Pública número 
Treinta y Cuatro del Primer Distrito Judicial del Estado de Campeche con residencia en esta Ciudad, por lo que se 
encuentra en aptitud de continuar con el trámite solicitado en el considerando tercero.

VII.- Que en el presente caso se actualiza la hipótesis contenida en el artículo ciento cuarenta y cuatro de la Ley del 
Notariado para el Estado de Campeche en vigor, por lo que resulta procedente designar Notario en ejercicio para que 
conforme a derecho, expida testimonio y/o copia certificada del Contrato de Compraventa de un inmueble ubicado en 
la Colonia Kanisté de esta Ciudad solicitado por el ciudadano Rafael Humberto Morales Bolívar.

En consecuencia y, de conformidad con todo lo expuesto y fundado con anterioridad, tengo a bien expedir el siguiente:

A C U E R D O

Primero: Se autoriza al Licenciado Jorge Luis Pérez Curmina, titular de la Notaría Pública Número Treinta y Cuatro 
del Primer Distrito Judicial del Estado de Campeche, con residencia en la ciudad de San Francisco de Campeche, 
Municipio y Estado de Campeche, para que expida testimonio y/o copia certificada del Contrato de Compraventa de 
un inmueble ubicado en la Colonia Kanisté de esta Ciudad a favor del ciudadano Rafael Humberto Morales Bolívar, 
mismo que dicho peticionario señala que se encuentra asentado y autorizado, de manera preliminar, bajo la Escritura 
Pública marcada con el número 127, del Libro 271, de fecha 25 de marzo del año 2010, en el Protocolo de la Notaría 
Pública número Dos del Primer Distrito Judicial del Estado; dicha expedición deberá realizarse conforme a derecho y 
en los términos y condiciones que se señalan en la Ley del Notariado para el Estado de Campeche, en vigor, y demás 
legislación que resulte aplicable.

Segundo: Se ordena a la Directora del Registro Público de la Propiedad y de Comercio del Estado permitir al Licenciado 
Jorge Luis Pérez Curmina el acceso a los libros del Protocolo y Apéndice respectivo de la Notaría Pública número Dos 
del Primer Distrito Judicial del Estado, con la finalidad de que recabe la documentación necesaria para los efectos 
señalados en el considerando tercero que antecede y realice los trámites que procedan conforme a derecho, hasta la 
total conclusión de los mismos.

Tercero: Notifíquese el presente Acuerdo al ciudadano Rafael Humberto Morales Bolívar y al Licenciado Jorge Luis 
Pérez Curmina de forma personal, así como a la Dirección del Registro Público de la Propiedad y de Comercio del 
Estado, por conducto de su titular la Licenciada Carmen María de Guadalupe Presuel Canepa.
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Cuarto: Publíquese el presente Acuerdo en el Periódico Oficial del Estado, a través de la Dirección de Control Notarial 
respectiva y cúmplase.

T R A N S I T O R I O

Único: El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en el Palacio de Gobierno, residencia del Poder Ejecutivo del Estado, en la ciudad de San Francisco de Campeche, 
Municipio y Estado de Campeche, Estados Unidos Mexicanos, a los 22 días del mes de marzo del año 2016.

LIC. RAFAEL ALEJANDRO MORENO CÁRDENAS, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO.- LIC. 
CARLOS MIGUEL AYSA GONZÁLEZ, SECRETARIO DE GOBIERNO.- RÚBRICAS.

DIRECCIÓN DE CONTROL NOTARIAL DE LA SEGOB

ACUERDO DEL EJECUTIVO DEL ESTADO POR EL QUE SE AUTORIZA A LA TITULAR DE LA NOTARÍA PÚBLICA 
NÚMERO CUARENTA Y CUATRO  DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, PARA QUE CONCLUYA LOS 
TRÁMITES RELATIVOS A LOS CONTRATOS DE COMPRAVENTA DE DIVERSOS INMUEBLES A FAVOR DEL 
GOBIERNO FEDERAL RADICADOS EN EL PROTOCOLO DE LA NOTARÍA PÚBLICA NÚMERO DOS DEL PRIMER 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, A PETICIÓN DEL LIC. ELIASIB POLANCO SALDÍVAR, EN SU CARÁCTER 
DE DIRECTOR GENERAL DEL  CENTRO DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES EN EL 
ESTADO DE CAMPECHE.

LIC. RAFAEL ALEJANDRO MORENO CÁRDENAS, Gobernador Constitucional del Estado de Campeche, en 
ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 71 fracción XXXVII, y 73, de la Constitución Política 
del Estado de Campeche; numerales 1, 3, 14, 15, 16, fracción I, y 21 fracciones X y XVI de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública del Estado de Campeche; y 1, 143, y 144 de la Ley del Notariado para el Estado de 
Campeche en vigor, y 

C O N S I D E R A N D O

I.- Que con fecha dieciséis de diciembre de dos mil trece falleció el Licenciado Jorge Luis Pérez Cámara, quien fuera 
titular de la Notaría Pública número Dos del Primer Distrito Judicial del Estado con residencia en esta Ciudad; lo anterior 
se acredita con la certificación del Acta de Defunción número 01340 de fecha dieciséis de diciembre de dos mil trece, 
expedida por el Lic. Rogelio Antonio Collí Pech, Director General del Registro del Estado Civil en esta Ciudad.

II.- Que en virtud de lo anterior, mediante Oficio número SG/UCN/96/2014 de fecha diecisiete de enero de dos mil 
catorce, se remitió al Registro Público de la Propiedad y de Comercio del Estado para su debida guarda y custodia, el 
Protocolo debidamente inventariado de la Notaría Pública número Dos del Primer Distrito Judicial del Estado, en tanto 
se designa al nuevo titular, previo los trámites de Ley.

III.- Que el Licenciado Eliasib Polanco Saldívar, en su carácter de Director General del Centro de la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes en el Estado de Campeche,  solicitó a este Ejecutivo la designación de un Notario en 
ejercicio para que concluya los trámites relativos a los Contratos de Compraventa de diversos inmuebles a favor del 
Gobierno Federal, mismos que dicho peticionario señala que se encuentran asentados en el Protocolo de la Notaría 
Pública número Dos del Primer Distrito Judicial del Estado. 

IV.- Que, en términos del artículo primero de la Ley del Notariado para el Estado de Campeche en vigor, este 
ordenamiento jurídico tiene por objeto regular el ejercicio de la prestación del servicio público notarial, y corresponde al 
Gobernador del Estado, a través de la Secretaría de Gobierno, dictar las medidas que estime pertinentes para el exacto 
cumplimiento de la misma y para la eficaz prestación del servicio público del notariado.

V.- Que el artículo ciento cuarenta y cuatro de la Ley del Notariado en comento, dispone que en caso de fallecimiento del 
titular de una Notaría, el Poder Ejecutivo podrá designar a otro Notario en ejercicio para efectos de continuar conforme 
a derecho con la tramitación de los instrumentos que obren en el protocolo de dicha Notaría, a quien también se 
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autoriza para expedir los testimonios correspondientes o, en su caso, concluir con el trámite solicitado de conformidad 
con la legislación que resulte aplicable al caso concreto.

VI.- Que la Licenciada María de las Mercedes Espínola Toraya es Notario Público en ejercicio, titular de la Notaría 
Pública número Cuarenta y Cuatro del Primer Distrito Judicial del Estado de Campeche con residencia en esta Ciudad, 
por lo que se encuentra en aptitud de continuar con el trámite solicitado en el considerando tercero.

VII.- Que en el presente caso se actualiza la hipótesis contenida en el artículo ciento cuarenta y cuatro de la Ley del 
Notariado para el Estado de Campeche en vigor, por lo que resulta procedente designar Notario en ejercicio para que 
conforme a derecho, culmine o concluya, en su caso, los trámites relativos a los Contratos de Compraventa de diversos 
inmuebles a favor del Gobierno Federal.

En consecuencia y, de conformidad con todo lo expuesto y fundado con anterioridad, tengo a bien expedir el siguiente:

A C U E R D O

Primero: Se autoriza a la Licenciada María de las Mercedes Espínola Toraya, titular de la Notaría Pública número 
Cuarenta y Cuatro del Primer Distrito Judicial del Estado, con residencia en San Francisco de Campeche, Municipio y 
Estado de Campeche, para que  concluya los trámites relativos a los Contratos de Compraventa de diversos inmuebles 
a favor del Gobierno Federal, que constan en el Protocolo de la Notaría Pública número Dos del Primer Distrito Judicial 
del Estado; dicha autorización deberá realizarse conforme a derecho y en los términos y condiciones que se señalan 
en la Ley del Notariado para el Estado de Campeche, en vigor, y demás legislación que resulte aplicable.

Segundo: Se ordena a la Directora del Registro Público de la Propiedad y de Comercio del Estado, permita a la 
Licenciada María de las Mercedes Espínola Toraya, el acceso a los libros del Protocolo y Apéndice respectivo de la 
Notaría Pública número Dos del Primer Distrito Judicial del Estado, con la finalidad de que recabe la documentación 
necesaria para los efectos señalados en el considerando tercero que antecede y realice los trámites que procedan 
conforme a derecho, hasta la total conclusión de los mismos.

Tercero: Notifíquese el presente Acuerdo al Licenciado Eliasib Polanco Saldívar en su carácter de Director General 
del Centro de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en el Estado de Campeche y a la Licenciada María de 
las Mercedes Espínola Toraya de forma personal, así como a la Dirección del Registro Público de la Propiedad y de 
Comercio del Estado, por conducto de su titular la Licenciada Carmen María de Guadalupe Presuel Canepa.

Cuarto: Publíquese el presente Acuerdo en el Periódico Oficial del Estado, a través de la Dirección de Control Notarial 
respectiva y cúmplase.

T R A N S I T O R I O

Único: El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en el Palacio de Gobierno, residencia del Poder Ejecutivo del Estado, en la ciudad de San Francisco de Campeche, 
Municipio y Estado de Campeche, Estados Unidos Mexicanos, a los catorce días del mes de marzo del año dos mil 
dieciséis.

LIC. RAFAEL ALEJANDRO MORENO CÁRDENAS, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO.- LIC. 
CARLOS MIGUEL AYSA GONZÁLEZ, SECRETARIO DE GOBIERNO.- RÚBRICAS.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE.

H. TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO, 
SALA PENAL.

CEDULA DE NOTIFICACION POR EL PERIODICO 
OFICIAL.

AL C. FRANCISCO GUADALUPE COLLI, APODERADO 
LEGAL DE PROVEEDORA DE PANADERO S.A. DE C.V.

SECCIÓN JUDICIAL
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TOCA: 13/15-2016/S.M RECURSO DE APELACIÒN 
INTERPUESTO POR LA FISCALIA EN CONTRA DE 
LA SENTENCIA ABSOLUTORIA, DE VEINTISIETE 
DE FEBRERO DE DOS MIL QUINCE, DICTADO POR 
EL JUEZ TERCERO PENAL DE ESTA CIUDAD, EN 
LA CAUSA PENAL 27/11-2012/3P-II, INSTRUIDA A 
ARNULFO JIMENEZ FRANCO, POR EL DELITO DE 
ROBO CON VIOLENCIA, DENUNCIADO POR ANITA 
GÓMEZ CRUZ, ISMAEL OSORIO LÓPEZ Y FRANCISCO 
GUADALUPE COLLI (APODERADO LEGAL DE LA 
EMPRESA PROVEEDORA DE PANADEROS S.A. DE 
C.V.)

H. Tribunal Superior de Justicia. Sala Mixta. Casa de 
Justicia. Ciudad del Carmen, Campeche, treinta de 
marzo de dos mil dieciséis.

Asunto: acumúlese a los autos la circular 44/SGA/15-
2016 de la Maestra. Jaqueline del Carmen Estrella Puc, 
Secretaria General de Acuerdos  Interina del H. Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, mediante el cual nos 
comunica que de conformidad con el artículo 30 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado, la Sala Mixta del H. 
Tribunal Superior de Justicia del Estado, queda integrada  
a partir del diecisiete de marzo de dos mil dieciséis por 
los magistrados, licenciados  Adelaida Verónica Delgado 
Rodríguez, Roger Rubén Rosario Pérez y Héctor 
Manuel Jiménez Ricardez, fungiendo como presidenta la 
primera de los nombrados, atento a lo comunicado en la 
circular 26/SGA/15-2016.

De igual forma, tómese en consideración que mediante 
sesión del Pleno del H. Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, llevada a cabo el día cinco de enero de dos mil 
dieciséis, en la cual fue designada la licenciada Fabiola 
del Carmen Guerra Abreu, como secretaria de acuerdos 
interina de esta Sala Mixta.

Lo que se hace del conocimiento de las partes para los 
efectos legales a que haya lugar.

Acumúlese a los autos el oficio 3071/SGA/15-2016, de la 
Maestra. Jaqueline del Carmen Estrella Puc, Secretaria 
General de Acuerdos Interina del H. Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, en el cual adjunta copias certificadas 
del oficio numero 519/2016, de fecha dieciocho de febrero 
del año en curso, suscrito por la Juez Cuarto de lo Civil y 
Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado de 
Yucatán, y documentación que se anexa al oficio antes 
citado, referente al exhorto 9/15-2016/S.M., derivado del 
toca 13/15-2016/S.M., relativo al recurso de apelación 
interpuesto por la fiscalía, en contra de la sentencia 
absolutoria de  veintisiete de febrero de dos mil quince, 
dictado por el Juez Tercero Penal del Segundo Distrito 
Judicial del Estado,  instruida a Arnulfo Jiménez Franco, 
por el delito de Robo con Violencia denunciado por Anita 
Gómez, Cruz, Ismael Osorio López y Francisco Guadalupe 
Colli, el cual nos devuelve debidamente diligenciado dicho 

exhorto.

Siendo que se han agotado los recurso para la localización 
del domicilio del denunciante, gírese oficio al Director 
del Periódico Oficial del Estado, para que realice las 
tres publicaciones en dicho medio informativo,  con la 
finalidad de que sea notificado Francisco Guadalupe 
Colli, denunciante, asimismo  los autos de fecha nueve de 
septiembre, veintiocho de octubre y cuatro de noviembre 
de dos mil quince, mismos que se adjuntan en copias 
certificadas, así como requerirle que señale domicilio 
cierto y conocido en Ciudad del Carmen, Campeche, 
apercibido que en caso de no hacerlo las subsecuentes 
notificaciones se le hará por estrados visibles en esta 
Secretaria de la Sala Mixta, tal como señala el artículo 92 
del Código de procedimientos Penales del Estado que a 
la letra dice:

“…si no cumplieren con esta prevención, las notificaciones, 
citaciones, requerimientos o emplazamientos se tendrán 
por bien hechos, por publicación en lugar visible del 
Tribunal, sin perjuicio de las medidas que este tome para 
que pueda llevarse adelante el procedimiento…”

Notifíquese y Cúmplase.- Así lo acordó y firma la 
Magistrada Presidenta de esta Sala Mixta, licenciada 
Adelaida Verónica Delgado Rodríguez, ante la Secretaria 
de Acuerdos interina licenciada Fabiola del Carmen 
Guerra Abreu, que certifica da fe.

H. Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Campeche. Sala Mixta. Casa de Justicia. Ciudad del 
Carmen, Campeche, nueve de septiembre de dos mil 
quince. 

Asunto: Acumúlese a los autos la circular 30/SGA/14-
2015, de la maestra Maritza del Carmen Vidal Paredes, 
Secretaria Proyectista encargada de la Secretaria General 
de Acuerdos del H. Tribunal Superior de Justicia del 
Estado; se le hace saber  a las partes que a partir del 
seis de enero de dos mil quince, la Sala Mixta se integra 
por los magistrados licenciados Zobeida de Lourdes 
Torruco Selem, Adelaida Verónica Delgado Rodríguez y 
Roger Rubén Rosario Pérez, fungiendo como presidenta 
la primera de los nombrados, asistido por la secretaria de 
acuerdos interina, licenciada Nelly Yolanda Zavala López; 
que certifica, para que manifiesten lo que a sus derechos 
convenga.

Por otra parte, se tiene por recibido el oficio 42/15-
2016/3P-II, que remite el Juez Tercero Penal de esta 
ciudad, adjuntando copias certificadas del expediente 
original 27/11-2012/3P-II, en sus dos tomos, que se 
le instruye a Arnulfo Jiménez Franco, por el delito de 
robo con violencia, denunciado por Anita Gómez Cruz, 
Ismael Osorio López y Francisco Guadalupe Colli 
Alcocer (apoderado legal de la empresa Proveedora 
del Panadero S.A. de C.V.); en virtud del recurso de 
apelación interpuesto por la fiscalía en contra de la 
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sentencia absolutoria, de veintisiete de febrero de dos mil 
quince.

Fórmese toca 13/15-2016/S.M., llévese por duplicado, 
regístrese en el Libro de Gobierno y  acúsese recibo al 
inferior remitente.

La defensa del acusado estará a cargo del defensor 
público,  quien lo fuera en primera instancia, en 
términos de lo previsto por el artículo 318 del código de 
Procedimientos Penales del Estado.

De igual forma, atendiendo a lo que establece el artículo 
372 del Código de Procedimientos Penales del Estado, 
se cita a las partes para la audiencia de vista de alzada 
que habrá de verificarse el veintiocho de octubre de dos 
mil quince, a las diez horas, esto en virtud de dar tiempo 
suficiente para notificarle el presente proveído Apoderado 
legal de la empresa Proveedora del Panadero S.A. de 
C.V., quien tiene su domicilio fuera de la jurisdicción de 
esta ciudad. 

Apercibiendo al fiscal, que en caso de omitir expresar 
agravios, se hará acreedor a una multa de diez días de 
salario mínimo general diario vigente en el  Estado, que 
asciende a  la cantidad de  $ 664.50 (Seiscientos sesenta 
y cuatro pesos 50/100 M. N.), prevista en el párrafo 
segundo del artículo 364 del código en cita.

De igual forma, se instruye a la actuaría para que notifique 
a:

1) Arnulfo Jimenez Franco (imputado), en calle 36 C, 
numero 222, Colonia San Miguel de esta ciudad.

2) Anita Gomez Cruz (denunciante), en calle Paseo del 
Mar, sin numero, de la Colonia Obrera, entre 84 y 86 
de esta ciudad (como referencia a lado del restaurante 
el rey del marisco, casa de madera pintada de color 
amarilla ).

3) Ismael Osorio López (denunciante) en el domicilio 
ubicado en Calle Santa María, manzana 4, número 3, 
de la Colonia Plutarco Elias Calles de esta ciudad.

4) Del mismo modo, toda vez que el denunciante 
Francisco Guadalupe Colli Alcocer, no fue localizado 
en el domicilio que obra en autos, razón por la cual 
el Juez de Origen, remitió exhorto a la ciudad de 
Mérida, Yucatán, para notificarle al antes mencionado 
e su carácter de apoderado legal de la empresa 
Proveedora del Panadero S.A. de C.V., es decir, tiene 
su domicilio fuera de la jurisdicción de esta autoridad, 
en consecuencia, con fundamento en los artículo 43 y 
45 del Código de Procedimientos Penales del Estado, 
gírese el despacho 4/15-2016/S.M, por conducto de 
la presidencia del H. Tribunal Superior de Justicia 
del Estado, a su homologo de la ciudad de Mérida, 
Yucatán, y este a su vez lo remita al Juez Penal en 

turno de esa ciudad, para que auxilio de la justicia y 
de las labores de esta Sala Mixta, por los conductos 
legales correspondientes, se sirva ordenar a quien 
corresponda se apersona al domicilio ubicado en calle 
9, numero 232, por periférica oriente y 36 de la 
Colonia Canasin, de la ciudad de Mérida, Yucatán, 
código postal 97370 y notifique personalmente al 
denunciante Francisco Guadalupe Colli Alcocer, el 
cual se ostenta como apoderado legal de la empresa 
Proveedora del Panadero S.A. de C.V., haciéndole 
saber a dicha autoridad que en caso de no encontrar al 
antes mencionado, la notificación realice con quien se 
ostente como apoderado o representante legal de dicha 
empresa, el cual deberá acreditar tal personalidad y 
le notifique el contenido del presente proveído de 
fecha nueve de septiembre de dos mil quince, del 
cual se anexa copia certificada y le requiera designe 
domicilio cierto y conocido en ciudad del Carmen, 
Campeche, para las subsecuentes notificaciones ya 
que en caso omiso se le harán por lista de estrados 
que se encuentran visibles en esta secretaria.   

Asimismo se solicita al Juez en turno, asignado para 
diligenciar el presente despecho, que en caso de no 
encontrarse la empresa en el domicilio proporcionado, se 
sirva ordenar su búsqueda y localización del domicilio de 
esa empresa en esa ciudad, debiendo girar oficio a las 
dependencias que considere pertinentes, lo anterior a 
efecto de que le informe su domicilio o los domicilios que 
tengan registrados en su base de datos, facultándolo para 
conceder un término considerable a dichas dependencias 
para que le comuniquen lo antes solicitado, pudiendo 
agotar las medidas de apremio necesarias señaladas 
en su código procesal de la materia a fin de lograr los 
infiormes. Una vez que sean diligenciado en sus términos 
lo devuelva a la brevedad posible.

De igual forma, en atención a lo establecido en los 
artículos 6 y 7 de la Ley de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública del Estado, se hace saber a las 
partes de la apelación que se tramita en esta Sala Mixta, 
que tienen expeditos sus derechos para oponerse a la 
publicación de sus datos personales o a solicitar acceso 
a algunas de las resoluciones o pruebas que obren en el 
toca, siempre y cuando la Unidad Administrativa que lo 
tenga bajo su resguardo, determine si tal oposición puede 
o no surtir efectos.

Finalmente, atendiendo a los principios de economía 
procesal y prontitud en la impartición de justicia, se da tres 
días al recurrente para que a manera de cortesía y si a bien 
lo tiene, proporcione a esta Sala el archivo electrónico de 
sus agravios o bien, envíe al siguiente correo electrónico: 
tsjcar_secre@hotmail.com, la transcripción de los mismos.

Notifíquese y cúmplase. Así lo acordó y firma la 
magistrada presidenta de la sala mixta, licenciada 
Zobeida de Lourdes Torruco Selem, ante la secretaria de 
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acuerdos interina licenciada Nelly Yolanda Zavala López, 
que certifica.

Audiencia de Vista de Alzada.

En la Ciudad y Puerto del Carmen, Campeche, de los 
Estados Unidos Mexicanos, siendo las diez horas del día 
de hoy veintiocho de octubre de dos mil quince, asistido 
por la licenciada Nelly Yolanda Zavala López, Secretaria  
de Acuerdos Interina; en la fecha y hora fijada para llevar 
a cabo  la  audiencia de vista de alzada.

Asimismo, la secretaria da cuenta con el oficio 271 y 272/
PRE/15-2016, del licenciado Carlos Felipe Ortegón Rubio, 
Magistrado Presidente del H. Tribunal Superior de Justicia 
del Estado, en el primero oficio comunicando que durante 
el veintiocho de octubre de dos mil quince, de ocho a doce 
horas, se le autorizó para ausentarse de sus labores y 
sede jurisdiccional, a la licenciada Zobeida de Lourdes 
Torruco Selem y en el segundo oficio, donde se comisiono 
al magistrado numerario licenciado Roger Rubén Rosario 
Pérez, para encargarse del despacho de la Presidencia 
de la Sala Mixta.

De igual forma se da cuenta con el oficio 173/PRE/15-
2016, que envía el licenciado Carlos Felipe Otegón 
Rubio, Magistrado Presidente del H. Tribunal Superior 
de Justicia del Estado, comunicando que el veintiocho de 
octubre de dos mil quince, se comisiono a la magistrada 
supernumeraria Maestra María de Guadalupe Pacheco 
Pérez, para encargarse del despacho de la magistratura 
del licenciado Roger Rubén Rosario Pérez.

Por ende, esta sala mixta se integra por los magistrados 
numerarios licenciado Roger Rubén Rosario Pérez, la 
magistrada numeraria licenciada Adelaida Verónica 
Delgado Rodríguez y la magistrada supernumeraria 
Maestra María de Guadalupe Pacheco Pérez, quienes 
integran la Sala Mixta, siendo presidente el primero de los 
nombrados.

Asimismo se da cuenta a la presidenta de la sala, con 
el escrito de expresión de agravios del Agente del 
Ministerio Público del Fuero Común, licenciado Carlos 
Rafael Tilan Chi.

A continuación el magistrado presidente declara abierta la 
audiencia compareciendo:

a) El Subdirector de la Vice Fiscalía General de Control 
Judicial, licenciado Carlos Rafael Tilan Chi, quien 
se identifica con credencial del Gobierno del Estado de 
Campeche numero de empleado 1312;

b) El defensor público licenciado Vidal May Zavala, 
quien se identifica con cédula numero 8557572;

c) No compareciendo el acusado Arnulfo Jiménez 
Franco.

d) Ni los denunciantes Anita Gómez Cruz, Ismael 
Osorio López y Francisco Guadalupe Colli

Seguidamente se solicita a la secretaria de acuerdos 
interina, de cumplimiento a lo establecido en el artículo 
373 del Código de Procedimientos Penales del Estado 
de Campeche, haciendo una relación del proceso (La 
secretaria de acuerdos certifica haber dado cumplimiento 
a dicho artículo).

A continuación se le concede el uso de la palabra al 
Agente del Ministerio Público, quien dijo: “Que en este 
acto me reservo el derecho de manifestar en tanto se 
desahogue la presente diligencia, con las partes que en 
ella intervienen”, siendo todo lo que tengo que manifestar.

De igual forma se el concede el uso de la voz al defensor 
público licenciado Vidal May Zavala, quien manifestó: 
“me reservo el derecho de manifestar hasta que se lleve a 
cabo la audiencia con las partes que en ella intervienen” 
siendo todo lo que deseo manifestar.

Dado lo anterior esta sala acuerda:

1.- Con fundamento en el artículo 252 del código procesal 
de la materia, acumúlese a los autos el escrito exhibido 
por el defensor público, y tómese en consideración lo 
manifestado por los comparecientes.

Ahora bien y siendo que hasta la fecha no se tiene 
constancia alguna del despacho 4/15-2016/S.M., por lo 
que esta secretaria de acuerdos interina de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 41 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado, ordena al auxiliar 
judicial Uvences Maldonado Dzib, que se comunicara en 
estos momentos vía telefónica a las oficinas que ocupa 
la Secretaria General de Acuerdos de la entidad, mismo 
que fue atendido por una persona del sexo masculino 
quien dijo llamarse licenciado Juan Carlos, y a la que se le 
pregunto lo siguientes: ¿si se habían devuelto el despacho 
4/15-2016/S.M., a lo que manifestó: “que el despacho 
en mención fue devuelto por la Secretaria General de 
Acuerdos de Mérida, Yucatán a la Secretaria General de 
Acuerdos de la ciudad de San Francisco de Campeche, 
el veintisiete de octubre de dos mil quince y que se nos 
remitará el martes o miércoles de la sema que viene e 
informa que se fue devuelto sin diligenciar”.

Por lo anterior, para efectos de no vulnerar los derechos 
de ninguna de las partes ya que se desconoce las razones 
por las cuales no fue diligenciado el despacho 4/15-2016/
S.M., esta sala deja a reserva de proveer lo conducente, 
hasta en tanto se cuente físicamente con el multicitado 
despacho.     

Notifíquese y Cúmplase. Con lo que se da por terminada 
la presente diligencia, levantándose el acta respectiva, 
misma que después de su lectura y de conformidad con 
ella, es firmada al calce por los que en esta intervinieron, 
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por ante los magistrados que integran la sala mixta y la 
Secretaria de Acuerdos Interina licenciada Nelly Yolanda 
Zavala López.

H. Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Campeche. Sala Mixta. Casa de Justicia. Ciudad del 
Carmen, Campeche, cuatro de noviembre de dos mil 
quince. 

Asunto: Se tiene por recibido el oficio 963/SGA/15-2016, 
de la maestra Maritza del Carmen Vidal Paredes, M en 
D., Secretaria Proyectista Encargada de la Secretaria 
General de Acuerdos del H. Tribunal Superior de Justicia 
del Estado, devolviendo el despacho 4/15-2016/S.M. sin 
diligenciar. 

De conformidad con el artículo 252 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado, acumúlese a los 
autos el oficio antes mencionado, para los efectos legales 
que haya lugar.

Ahora bien, apreciándose que en la actuación realizada 
por la actuaria del Juzgado Cuarto Mixto de lo Civil y 
Familiar del Primer Departamento Judicial del Estado de 
Yucatán, de fecha quince de octubre de dos mil quince, 
manifestó:

“… a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en los autos 
que se insertan en el exhorto número al rubro indicando, 
me constituí en la calle nueve de éste municipio, a fin de 
ubicar el predio” número doscientos treinta y dos, por 
periférica oriente y treinta y seis de la colonia Canasín…” 
(sic), señalando en autos para notificar al ciudadano 
Francisco Guadalupe Collí Alcocer, advirtiéndose que 
en la citada calle no existe el número de predio citado, 
así como tampoco cruza con la calle treinta y seis, y no 
corresponde a la colonia Canasín, ya que ésta última 
no existe. En merito de lo anterior me resulta imposible 
dar cumplimiento a lo dispuesto en el auto anteriormente 
citad. Con lo que termino la presente actuación de la cual 
se levanta la presente acta para todos los efectos legales 
que corresponda. Conste…”

Ante esta situación y siendo que de autos es el único 
domicilio que se tiene de Francisco Guadalupe Collí 
Alcocer, con fundamento en los artículos 43 y 45 del 
Código de Procedimientos Penales del Estado, girese 
el despacho 9/15-2016/S.M, por conducto de la 
Presidencia del H. Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, a su homologo de la ciudad de Mérida, Yucatán, 
y este a su vez lo remita a la Jueza Cuarto Mixta de lo 
Civil y Familiar del Primer Departamento Judicial del 
Estado, de Mérida, Yucatán, para que auxilio de las 
labores de esta alzada, ordene realizar y girar oficios a 
las dependencias de esa Ciudad para que se aboquen 
a la búsqueda y localización del denunciante Francisco 
Guadalupe Collí Alcocer, apoderado legal de la empresa 
Proveedora de Panaderos S.A. de C.V., con la finalidad de 
que le proporcionen domicilio del antes mencionado y una 

vez que se tenga las resultas, le sea notificado los autos 
de nueve de septiembre, veintiocho de octubre y cuatro 
de octubre de dos mil quince, mismo que se adjuntan, así 
como requerirle que señale domicilio cierto y conocido en 
ciudad de Carmen, Campeche, apercibido que en caso de 
no hacerlo las subsecuentes notificaciones se le hará por 
estrados visibles en esta Secretaria de la Sala Mixta, tal 
como señala el artículo 92 del Código de Procedimientos 
Penales del Estado, que a la letra dice:

“… si no cumplieren con esta prevención, las notificaciones, 
citaciones, requerimientos o emplazamientos se tendrán 
por bien hechos, por publicación en lugar visible del 
Tribunal, sin perjuicio de las medidas que éste tome para 
que pueda llevarse adelante el procedimiento…”

Y una vez hecho lo anterior lo devuelva a la brevedad 
posible a esta autoridad.

Ahora bien, para no retrasar la secuela procesal, con 
fundamento en el artículo 41 del Código antes mencionado, 
se le faculta a la Juez que aplique las medidas de apremio 
necesarias para que las instituciones de cumplimiento a 
lo solicitado.

Por otra parte, se reserva de fijar fecha y hora de vista de 
alzada hasta en tanto se tenga las resultas del despacho 
9/15-2016/S.M.     

Notifíquese y cúmplase. Así lo acordó y firma la 
magistrada presidenta de la Sala Mixta, licenciada 
Zobeida de Lourdes Torruco Selem, ante la secretaria de 
acuerdos interina licenciada Nelly Yolanda Zavala López, 
quien certifica y da fe.

De conformidad con el numeral 99 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado, notifíquese al C. 
Francisco Guadalupe Collí Alcocer, por medio de 
tres edictos publicados tres veces   consecutivas, que 
se realice en el periódico oficial del gobierno del Estado 
como fuera ordenado en autos, en la  ciudad y Puerto del 
Carmen, Campeche.- 

LICDA. GRISELDA GUADALUPE ARIAS PÉREZ, 
ACTUARIA INTERINA DE LA SALA MIXTA.- RÚBRICA.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO TERCERO DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL RAMO FAMILIAR DEL PRIMER 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO.

CEDULA DE NOTIFICACIÓN POR  PERIÓDICO OFICIAL

FOLIO  NUMERO: 12584

C. GRISELDA AMIRA CANUL SIERRA.

EXPEDIENTE NÚMERO 530/14-2015/3F-I, RELATIVO 
AL JUICIO ORDINARIO CIVIL DE DIVORCIO, POR 
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DOMICILIO IGNORADO, PROMOVIDO POR CESAR 
IVÁN HERNÁNDEZ PADILLA EN CONTRA DE GRISELDA 
AMIRA CANUL SIERRA.- LA JUEZ DE ESTE JUZGADO 
DICTO UN PROVEÍDO QUE  A LA LETRA DICE: 

JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA DEL 
RAMO FAMILIAR DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL 
DEL ESTADO. CASA DE JUSTICIA. SAN FRANCISCO 
DE CAMPECHE, CAMP., A TREINTA DE MARZO DEL 
AÑO DOS MIL DIECISEIS. 

V I S T O S: Se tiene por presentado al C. CESAR 
IVAN HERNANDEZ PADILLA, con su escrito de cuenta, 
mediante el cual  solicita se acredite la ignorancia del 
domicilio de la demandada y se ordene su notificación por 
medio de la publicación de edictos; en consecuencia se 
PROVEE  

1) En virtud a lo anterior se observa que ha quedado 
acreditado la ignorancia del domicilio y dado que obran 
los oficios remitidos por los titulares del  Registro 
Federal de Electores, Jefa Delegacional de Servicios 
Jurídicos del IMSS, Titular de la Unidad de Enlace a la 
Información Pública ante la Unidad de Acceso Común 
a la Información Pública en poder de las Dependencias 
y Entidades de la Administración Pública del Estado de 
Campeche, Secretario del H. Ayuntamiento de Campeche, 
delegado del ISSSTE, dirección del Registro publico de 
la propiedad y del comercio, administrador local del 
servicio al contribuyente de Campeche (SAT); en donde 
nos informan que no obra domicilio de la C. GRISELDA 
AMIRA CANUL SIERRA, documentales privadas   que 
al tenor de lo dispuesto con el articulo 450 del Código 
de Procedimientos Civiles del Estado en vigor, hacen 
prueba plena.- 2) Por ende y al contar con la respuesta 
de los oficios antes mencionados, queda debidamente 
acreditada la ignorancia del domicilio de la C. GRISELDA 
AMIRA CANUL SIERRA, por lo que se admite la demanda 
en los siguientes términos: 

Esta autoridad en términos del párrafo cuarto del artículo 
primero constitucional, mismo que a la letra dice:

Art. 1º.- “…Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que 
establezca la ley…”  

De lo que se advierte que se tiene la obligación de 
garantizar los Derechos Humanos, en consecuencia, todas 
las autoridades en el ámbito de nuestras competencias, 
estamos obligados a implementar los mecanismos que 
fueran necesarios para salvaguardarlos, lo que significa 
que si la legislación local vigente en nuestro Estado 
vulnera los derechos humanos, resulta inconcuso su 

aplicación al caso concreto que nos ocupa.

En ese contexto, se advierte que nuestros Códigos 
Sustantivo y Adjetivo Civil vulneran los derechos humanos 
a la dignidad humana, a la intimidad y libre desarrollo 
de la personalidad, en el que se encuentra el derecho 
a permanecer en el estado civil en que se desee estar 
sin que el Estado lo impida, al supeditar la voluntad de 
la parte que solicita la disolución del vínculo matrimonial 
a la acreditación necesaria de las diversas causales 
previstas en el artículo 287 del Código Civil de nuestra 
entidad, pues al exigir la demostración de determinada 
causa como única forma para lograr la disolución del 
matrimonio cuando no existe consentimiento mutuo de 
los contrayentes para divorciarse, resulta inconstitucional 
en virtud de que, con ello se restringe sin justificación 
alguna el derecho relativo al desarrollo de la personalidad 
humana que tiene que ver con la libre modificación del 
estado civil de las personas, que deriva a su vez del 
derecho fundamental de la dignidad humana consagrado 
en los Tratados Internacionales de los que México es parte 
y reconocidos aunque implícitamente en los preceptos 1° 
y 4° de la Constitución Federal, conforme al cual, todas 
las personas tienen derecho a elegir, en forma libre y 
autónoma, su proyecto de vida, en el que se comprende 
precisamente el estado civil en que deseen estar, como 
lo pretende la recurrente de colocarse en el estado civil 
de soltera. Y al no atender a la voluntad de uno de los 
consortes, la cual, es un elemento esencial del matrimonio 
y debe ser tomada en cuenta para decidir si éste seguirá 
existiendo o si se disolverá, pues no puede ser reconocida 
sólo al momento de celebrarse el matrimonio, y soslayarse 
una vez tramitado el divorcio. Es aplicable al caso concreto, 
la tesis de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, que dice: 

“LEYES. EFECTOS DEL PRONUNCIAMIENTO SOBRE 
LA DECLARACIÓN  DE SU INCONSTITUCIONALIDAD 
EN EL AMPARO DIRECTO Y EN EL INDIRECTO. 
En el amparo directo, el pronunciamiento sobre la 
inconstitucionalidad de la ley controvertida trae como 
consecuencia que se deje insubsistente la sentencia que 
se funda en ella y se emita otra en la cual no se aplique 
el precepto legal considerado  inconstitucional, y si su 
aplicación se realizó en el acto originalmente impugnado 
ante la autoridad  que emitió la sentencia, el efecto será 
dejar insubsistente ese acto, para que se emita uno 
nuevo apegado a lo sostenido en la ejecutoria de amparo. 
En cambio, la declaración de  inconstitucionalidad de 
una ley en el amparo indirecto tiene como efecto dejar 
insubsistente el acto de aplicación y que en el futuro no se 
pueda volver  a aplicar al peticionario  de garantías  hasta 
que se reforme.” 

Esto es así, porque del mismo modo en que el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos reconoce en 
su artículo 23 que el matrimonio no puede celebrarse sin el 
libre y pleno consentimiento de los contrayentes, es decir, 
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que por falta de la voluntad de uno de ellos, no puede 
realizarse tal acto; también lo es, que dicho matrimonio 
no debe continuar si falta la voluntad o consentimiento 
de uno de los consortes de seguir unido en matrimonio 
al otro, porque la celebración de éste, de ningún modo 
implica que pierda su derecho a decidir libremente el 
desarrollo de su personalidad y el estado civil en que 
desee estar como garantía de la dignidad humana, 
además de que el ejercicio de un derecho humano, como 
contraer matrimonio de manera libre y voluntaria no puede 
por ningún motivo conllevar la privación o restricción de 
otro, de disolver el vínculo matrimonial  cuando así lo 
desee, que se sustenta en el mismo principio, como 
lo es la voluntad de las personas de estar unido a otro.  
Siguiendo los lineamientos precisados líneas arriba y 
a propósito de que en nuestra legislación civil no existe 
precepto legal alguno que prevea el divorcio por voluntad 
unilateral del cónyuge, es conveniente precisar que a 
partir de la reforma  constitucional  de diez de junio de 
dos mil once, en el sistema judicial mexicano, los tratados 
internacionales sobre derechos humanos se encuentran 
a un nivel constitucional, conforme a la disposición que 
expresamente se introdujo en la reforma al artículo 1° de 
nuestra Carta Magna, de diez de junio de dos mil once; 
esto es, que por disposición de la propia Constitución 
Federal, se da otro tipo de control, pues se estableció 
que todas las autoridades  del Estado mexicano tienen 
obligación de respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos contenidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales de los que el propio Estado mexicano es 
parte.  Por tanto, en virtud de la reforma constitucional, la 
obligación  de los tribunales es aplicar aquella norma que 
mejor proteja o menos restrinja los derechos humanos 
sin importar que se trate de una norma nacional o 
internacional, pues lo que debe favorecerse siempre, es la 
protección a la persona, por lo que la jurisdicción nacional 
se ve complementada con la jurisdicción internacional 
y, que incluso, esta última pueda actuar de manera  
subsidiaria  cuando la jurisdicción  nacional sea insuficiente 
en la resolución de un conflicto. Por tal motivo ante la 
expresión de voluntad de la parte solicitante de disolver 
el vínculo matrimonial, en atención a éstas garantías esta 
autoridad no tiene porqué calificar ni investigar las causas 
que le llevaron a tomar tal determinación; asimismo la 
contraparte no requiere justificar ni requiere aceptar u 
oponerse para que este vinculo sea disuelto. Lo anterior 
va en concordancia con lo establecido en el artículo 26 de 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 
cuya parte tercera trata sobre la observancia, aplicación 
e interpretación de los tratados y que textualmente dice:

…“27. El derecho interno y la observancia de los 
tratados. Una parte no podrá invocar las disposiciones 
de su derecho como justificación del incumplimiento 
de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo 46.”… 

Esto significa -como ya se señalo- que las autoridades 

mexicanas en el ámbito de sus respectivas competencias 
no pueden dejar de aplicar las disposiciones de un tratado 
con el argumento de que su legislación local, como es en 
este caso el Código Civil del Estado de Campeche, se 
opone al mismo.

Cabe agregar, que existe un derecho constitucional a 
elegir la forma de vida que mejor convenga al individuo, 
con el fin de conseguir el medio ambiente adecuado 
para su desarrollo y bienestar , de tal suerte   que es 
constitucionalmente válido, el resolver un problema 
existente en la práctica judicial, como lo es una controversia 
de divorcio que comprende varias etapas procesales, 
desahogo de pruebas,  etc., que invaden la intimidad y 
dañan profundamente a las personas integrantes de una 
familia, en su integridad y estabilidad física, emocional y 
económica, valores que se encuentran por encima de la 
subsistencia forzosa del vínculo matrimonial.

Tampoco hay que dejar de observar que una de la 
obligaciones del Estado es proteger la integridad física y 
psicológica de sus ciudadanos mediante la ley y que el 
modo de concebir las relaciones de pareja en nuestra 
sociedad ha variado, por lo tanto, la problemática legal 
corre a cargo de los Poderes Judiciales, mediante la 
implementación de procesos más ágiles y menos dañinos 
para las familias, teniendo en cuenta que los jueces 
locales se han convertido en Juez de Convencionalidad, 
por lo que ante la negativa de actuar se incurriría en 
responsabilidad del Estado Mexicano, tal y como lo refiere 
el siguiente criterio federal que dice:

“DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. ES 
PROCEDENTE EL RECURSO  DE QUEJA CONTRA 
LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA 
QUE NO DA CURSO O NIEGA ADMITIR LA DEMANDA 
O SOLICITUD DE AQUÉL. De la interpretación de 
los artículo 723, fracción I y 727, ambos del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se advierte 
que en contra de la resolución del Juez de primera 
instancia que no da curso o niega admitir una demanda 
o solicitud de divorcio sin expresión de causa, procede el 
recurso de queja como instrumento de carácter procesal 
para revisar la legalidad de dicho proveído, sin que ello 
pugne con lo dispuesto en el numeral citado el último 
término en cuanto prevé que este medio de impugnación 
procede sólo en las causas apelables puesto que, si bien 
es cierto el artículo 685 Bis del código adjetivo invocado 
prevé que la determinación que resuelve la disolución del 
vínculo matrimonial es inapelable, también lo es que ha 
sido criterio de esta Primera Sala que las resoluciones 
que se pronuncien dentro del procedimiento, antes y 
después de decretarse el divorcio, son recurribles, pues 
en cada caso procederá acudir a lo previsto en el artículo 
691, último párrafo, del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal, que dispone que los asuntos de 
cuantía indeterminada (como es el caso del divorcio) 
siempre será apelables, consolidado esto con el contenido 
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del artículo 685 Bis del mismo ordenamiento legal, que 
no establece alguna limitante para que esas resoluciones 
sean impugnables. Contradicción de tesis 143/2011. 
Sustentada entre los Tribunales Colegiados Segundo y 
Octavo, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 24 
de octubre de 2012. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos 
en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 
Mario Gerardo Avante Juárez, Mireya Meléndez Almaraz, 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez y Oscar Vázquez 
Moreno.”  

De igual manera se aplica la siguiente tesis por analogía:

DIVORCIO. EL ARTICULO 175 DEL CÓDIGO FAMILIAR 
PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, 
AL EXIGIR LA DEMOSTRACIÓN  DE DETERMINADA 
CAUSA PARA LOGRAR LA DISOLUCIÓN DEL 
VINCULO MATRIMONIAL, CUANDO NO EXISTE 
CONSENTIMIENTO MUTUO, ES INCONSTITUCIONAL 
AL RESTRINGIR EL DERECHO AL DESARROLLO DE 
LA PERSONALIDAD HUMANA. De acuerdo con los 
artículos 21, 22 y 68 del Código Familiar para el Estado 
Libre y Soberano de Morelos, el matrimonio es la unión 
voluntaria y libre de un hombre y una mujer, con igualdad 
de derechos y obligaciones, con la posibilidad de procrear 
hijos y de ayudarse mutuamente, que se extingue por 
el divorcio, muerte o presunción de esta, de uno de los 
cónyuges o por declaratoria de nulidad; sin embargo los 
numerales 1, 2, 3, 6, 12 y 25 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos 1, 2, 3, 5 y 11 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 3, 16, y 23 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
reconocen que toda persona tiene derecho a la libertad, 
así como al reconocimiento  de su personalidad jurídica 
y que nadie podrá ser objeto de injerencias arbitrarias en 
su vida privada, teniendo el derecho a la protección de la 
ley contra tales injerencias arbitrarias, esto es, reconocen 
una superioridad de la dignidad humana. Por su parte, 
el artículo 1°. De la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos dispone que todo individuo gozara de 
los derechos humanos reconocidos en ella y que estos no 
podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y 
condiciones que la misma establece, así como que queda 
prohibida toda discriminación que atente contra la dignidad 
humana y que tenga por objetos anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas; en tanto que el 
diverso 4°, de la propia Norma Suprema establece que 
el varón y la mujer  son iguales ante la ley, y que esta 
protegerá la organización y el desarrollo de la familia; 
que toda persona tiene derecho a decidir de manera libre 
sobre el numero y el espaciamiento de sus hijos, así como 
a la protección de la salud. Por otra parte, el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir la 
tesis P.LXVI/2009, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación  y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 

diciembre 2009, pagina 7, de rubro: “DERECHO AL LIBRE 
DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. ASPECTOS 
QUE COMPRENDE.”, estableció que la dignidad humana 
como derecho fundamental, derivan todos los demás 
derechos, en cuanto son necesarias para que el hombre 
desarrolle integralmente su personalidad, como el derecho 
al estado civil de las personas, pues el individuo tiene 
derecho a elegir, en forma libre y autónoma, su proyecto 
de vida, la manera en que lograra las metas y objetivos 
que, para el, son relevantes; así, preciso que el derecho 
al libre desarrollo de la personalidad comprende, entre 
otras, la libertad de contraer matrimonio o de no hacerlo, 
pues es un aspecto que forma parte de la manera en que 
el individuo desea  proyectarse y vivir su vida y que, por 
tanto, solo el, puede decidir de manera autónoma. Atento 
a lo anterior, el articulo 175 del citado Código Familiar, 
al exigir la demostración de determinada causa de 
divorcio, como única forma para lograr la disolución del 
matrimonio, cuando no existe consentimiento mutuo de 
los contrayentes para divorciarse, resulta inconstitucional, 
en virtud de que con ello el legislador local restringe sin 
justificación alguna el derecho relativo al desarrollo de 
la personalidad humana, que tiene que ver con la libre 
modificación del estado civil de las personas que deriva, 
a su vez, del derecho fundamental a la dignidad humana 
consagrado  en los tratados internacionales  de los que 
México es partes, y reconocidos, aunque implícitamente 
en los preceptos 1° y 4° de la Constitución Federal, 
conforme al cual las personas tienen derecho a elegir, en 
forma libre y autónoma, su proyecto de vida, en el que se 
comprende precisamente el estado civil en que deseen 
estar. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO 
OCTAVO CIRCUITO. Amparo Directo 339/2012. 5 de julio 
del 2012. Unanimidad de votos. Ponente:Cristina Reyes 
León, secretaria de tribunal autorizada para desempeñar 
las funciones de Magistrado, en términos del articulo 81, 
fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en relación con el articulo 52, fracción V, del 
acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento 
del propio Consejo. Secretario: Misael Esteban López 
Sandoval. Nota: el criterio contenido en esta tesis  no 
es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia, en 
términos de lo previsto en el numeral 11, capitulo primero, 
titulo cuarto, del Acuerdo General Plenario 5/2009, de 
veinticinco de marzo de dos mil tres, relativo a las reglas 
para la elaboración, envío y publicación de las tesis que 
emiten  los Órganos del Poder Judicial  de la Federación, 
y para la verificación de existencia y aplicabilidad de la 
jurisprudencia emitida por la Suprema Corte. Esta tesis 
se publico el viernes 17 de enero de 2014 a las 13:02 
horas en el Semanario Judicial de la Federación. Registro 
Num. 2005338; Décima Época; Tribunales Colegiados de 
Circuito; Semanario Judicial de la Federación; Aislada; 
(constitucional); XVIII 4° 10 (10ª).” 

Criterio que aunque no se pronuncia respecto a una ley 
local, si deja claro que el divorcio sin manifestación de 
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causa consolida las garantías de liberta y vida privada, so 
pena de proceder contra las autoridades que las vulneren.

En tales condiciones, como el matrimonio es una institución 
de derecho civil que tiene como base la autonomía de la 
voluntad de las personas, lo que implica una decisión 
libre de ambas para continuar unidad o no en ese vínculo; 
es claro que no se justifica que el legislador local lejos 
de garantizar el ejercicio libre de ese derecho vinculado 
con el estado civil que a cada uno de los consortes les 
corresponde decidir, lo restrinja, precisamente al sujetar 
la disolución del vínculo matrimonial a la demostración de 
determinadas causales, o bien, la existencia de un acuerdo 
mutuo de los cónyuges, porque con ello desconoce el 
derecho del que quiere divorciarse; de ahí que en las 
condiciones apuntadas si no existe la voluntad de uno de 
los consortes para continuar con el matrimonio, el divorcio 
debe autorizarse, puesto que esa decisión les compete a 
cada uno de ellos del mismo modo en que lo hicieron al 
celebrar su matrimonio.

La implementación de este mecanismo no es violatorio 
de la garantía de audiencia, toda vez que se cumple con 
las formalidades esenciales necesarias, pues dispone 
que la parte demandada será llamada al procedimiento 
para manifieste lo que a su derecho considere respecto 
a la guarda, custodia, pensión alimenticia y régimen de 
convivencia de los menores, según el caso, con la cual 
se respeta su garantía de audiencia, pues se le brinda 
la oportunidad de conocer la cuestión materia de la litis 
y de las consecuencias del procedimiento, además, la 
parte enjuiciada tiene derecho a contestar la demanda 
presentando su convenio, para establecer cuál es la forma 
en que se deben distribuir los bienes comunes, el pago 
indemnizatorio, los alimentos, la guarda y custodia y la 
convivencia con menores e incapaces.

Sirve de apoyo el siguiente criterio federal que a la letra 
dice:

“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. 
LOS TRIBUNALES DE ALZADA ESTÁN OBLIGADOS 
A RESPONDER DENTRO DEL ÁMBITO DE SU 
COMPETENCIA LOS AGRAVIOS RELATIVOS A LA 
VIOLACIÓN DE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES. 
El sistema jurídico mexicano sufrió modificación a raíz 
de la interpretación efectuada por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en el expediente varios 912/2010, 
publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 1, octubre de 2011, 
página 313. El modelo de control constitucional actual 
adoptó junto con la forma concentrada -propia de los 
tribunales de la Federación- la modalidad difusa. Ahora, 
cualquier órgano jurisdiccional del país puede, en ejercicio 
de su potestad y de manera oficiosa, inaplicar leyes que 
considere contrarias a la Constitución o a los tratados 
internacionales relacionados con los derechos humanos. 
Por tanto, aun cuando no puede hacer declaratorias 

de inconstitucionalidad y expulsar del ordenamiento 
normas generales, sí puede considerar en los casos 
concretos los argumentos donde se aduce que algún 
acto o norma vulnera esos derechos fundamentales. Esta 
consideración se adecua a los parámetros establecidos 
en la tesis P. LXVII/2011 (9a.), consultable en la página 
535 del Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, Décima 
Época del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, de rubro: “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD 
EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO 
DE CONSTITUCIONALIDAD.”. Por tanto, actualmente 
ya no encuentra respaldo legal la respuesta +que los 
tribunales de alzada dan a los agravios de apelación 
cuando sostienen que no pueden atender planteamientos 
relativos a la violación de preceptos constitucionales. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL SEPTIMO CIRCUITO. Amparo directo 166/2012. 
Martha Polett Cabrera Sánchez. 23 de mayo de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel de Alba de 
Alba. Secretario: Lucio Huesca Ballesteros.”

Sirve de apoyo la siguiente jurisprudencia que a la letra 
dice:

“DIVORCIO NECESARIO. EL RÉGIMEN DE DISOLUCIÓN 
DEL MATRIMONIO QUE EXIGE LA ACREDITACIÓN 
DE CAUSALES, VULNERA EL DERECHO AL LIBRE 
DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD (CÓDIGOS 
DE MORELOS, VERACRUZ Y LEGISLACIONES 
ANÁLOGAS). El libre desarrollo de la personalidad 
constituye la expresión jurídica del principio liberal de 
“autonomía de la persona”, de acuerdo con el cual al ser 
valiosa en sí misma la libre elección individual de planes 
de vida, el Estado tiene prohibido interferir en la elección 
de éstos, debiéndose limitar a diseñar instituciones 
que faciliten la persecución individual de esos planes 
de vida y la satisfacción de los ideales de virtud que 
cada uno elija, así como a impedir la interferencia de 
otras personas en su persecución. En el ordenamiento 
mexicano, el libre desarrollo de la personalidad es 
un derecho fundamental que permite a los individuos 
elegir y materializar los planes de vida que estimen 
convenientes, cuyos límites externos son exclusivamente 
el orden público y los derechos de terceros. De acuerdo 
con lo anterior, el régimen de disolución del matrimonio 
contemplado en las legislaciones de Morelos y Veracruz 
(y ordenamientos análogos), que exige la acreditación 
de causales cuando no existe mutuo consentimiento de 
los contrayentes, incide en el contenido prima facie del 
derecho al libre desarrollo de la personalidad. En este 
sentido, se trata de una medida legislativa que restringe 
injustificadamente ese derecho fundamental, toda vez que 
no resulta idónea para perseguir ninguno de los límites que 
imponen los derechos de terceros y de orden público. En 
consecuencia, los artículos 175 del Código Familiar para 
el Estado de Morelos y 141 del Código Civil para el Estado 
de Veracruz, en los cuales se establecen las causales que 
hay que acreditar para que pueda decretarse la disolución 
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del matrimonio cuando no existe mutuo consentimiento 
de los cónyuges, son inconstitucionales. De acuerdo 
con lo anterior, los jueces de esas entidades federativas 
no pueden condicionar el otorgamiento del divorcio a la 
prueba de alguna causal, de tal manera que para decretar 
la disolución del vínculo matrimonial basta con que uno 
de los cónyuges lo solicite sin necesidad de expresar 
motivo alguno. No obstante, el hecho de que en esos 
casos se decrete el divorcio sin la existencia de cónyuge 
culpable no implica desconocer la necesidad de resolver 
las cuestiones familiares relacionadas con la disolución 
del matrimonio, como pudieran ser la guarda y custodia 
de los hijos, el régimen de convivencias con el padre no 
custodio, los alimentos o alguna otra cuestión semejante. 
Contradicción de tesis 73/2014. Suscitada entre el 
Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito 
y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Cuarta Región, en apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 25 de 
febrero de 2015. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, 
en cuanto al fondo. Disidentes: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta.” 

3.- Por lo antes expuesto, SE ADMITE LA PRESENTE 
PETICIÓN DE DIVORCIO, Y SE DECLARA DISUELTO 
EL MATRIMONIO DE LOS CC. CESAR IVAN 
HERNANDEZ PADILLA Y GRISELDA AMIRA CANUL 
SIERRA.- En atención a la garantía de audiencia, dese 
aviso a la C. GRISELDA AMIRA CANUL SIERRA, 
respecto a la declaración de divorcio, lo anterior, en virtud 
de que si no se tutela jurídicamente el derecho que la 
declaración judicial de divorcio constituya un acto privativo 
de derechos, es decir que si bien es cierto la familia es 
el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe 
ser protegida por el Estado. Cabe agregar que familia  
y matrimonio no son conceptos equivalentes, lejos de 
ello, el matrimonio únicamente es una de las formas que 
existen para formar una familia y por lo tanto, resulta 
legítima la disolución del vínculo matrimonial, siempre y 
cuando se asegure la igualdad de derechos, la adecuada 
equivalencia de responsabilidades de los cónyuges y la 
protección necesaria de los hijos sobre la base única del 
interés y conveniencia de ellos.

Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio federal, 
cuyo rubro y texto que a la letra dice: 

DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. LOS 
ARTÍCULOS  266, 267 Y 287 DEL CÓDIGO CIVIL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL  NO VIOLAN LAS 
GARANTÍAS DE AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO. 

Los numerales indicados no violan las referidas garantías 
contenidas en el artículo 14 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, ya que si bien es cierto 
que de la reforma tanto al Código Civil como al Código 
de Procedimientos Civiles, ambos para el Distrito Federal, 
publicada en la Gaceta Oficial de la entidad el 3 de octubre 
de 2008, el legislador local introdujo la figura del divorcio 
sin expresión de causa, que se distingue por un régimen 
de fácil paso a la disolución del vínculo, pues para acceder 
a él es suficiente la solicitud unilateral de la disolución 
del matrimonio, para que el juez decrete el divorcio sin 
necesidad de que el actor exprese la causa que generó esa 
petición, también lo es que el legislador contempló, previo 
al acto privativo de derechos, los instrumentos necesarios 
para no dejar en estado de indefensión a la demandada en 
un juicio de esta naturaleza. Además, porque en función 
de las pretensiones que la actora formule en su demanda, 
que son básicamente la petición de divorcio y la resolución 
de las cuestiones inherentes a la disolución del vínculo 
matrimonial, el demandado, en principio, tiene expedito 
su derecho para oponerse a éstas, ya sea al contestar 
la demanda o el convenio respectivo; asimismo, puede 
incorporar a la litis sus propias pretensiones, ofrecer 
pruebas, ya sea para desvirtuar las pretensiones de la 
actora o para justificar aquellas que quiera incorporar a la 
litis y tiene derecho de alegar y de que el proceso termine, 
según la postura de las partes, con una sentencia o un 
auto definitivo. Amparo directo en revisión 474/2012. 17 
de octubre de 2012. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. 
Ortiz Mayagoitia. Secretarios: Rosalía Argumosa López, 
Mario Gerardo Avante Juárez, Mireya Meléndez Almaraz, 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez y Oscar Vázquez 
Moreno.  Décima Época. Registro: 202769. Instancia: 
Primera Sala. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, Febrero de 
2013, Tomo 1. Materia (s): Constitucional, Civil. Tesis: 1ª. 
XLII/2013 (10.a.). Página 807.  

Respecto a lo aquí fundado y argumentado es prudente 
hacer las siguientes reflexiones:

1.-Las autoridades locales ejercen Control Difuso de 
Constitucionalidad, esto significa que cualquier órgano 
jurisdiccional del país puede, en ejercicio de su potestad 
y de manera oficiosa, inaplicar leyes que considere 
contrarias a la Constitución o a los tratados internacionales 
relacionados con los derechos humanos.

2.- De lo anterior, se deriva que las autoridades dentro del 
ámbitos de su competencia están obligadas a garantizar 
los Derechos Humanos, consagrados en nuestra 
Constitución y en los Tratados Internacionales firmados 
por nuestro País.

3.- Ahora bien, la vista que se da a la C. GRISELDA AMIRA 
CANUL SIERRA., no es para efectos de inconformarse 
con la solicitud o la disolución del vínculo matrimonial que 
lo une con  el C. CESAR IVAN HERNANDEZ PADILLA, 
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en virtud de que dicha disolución no está sujeta a su 
conformidad, pues decidir si una persona debe continuar 
casada o no, forma parte del derecho al libre desarrollo de 
la personalidad, ya que es un aspecto que forma parte de 
la manera en que el individuo desea  proyectarse y vivir 
su vida, por lo tanto en un derecho autónomo  resultaría 
inconstitucional pretender el consentimiento del cónyuge 
para pronunciarse al respecto, provocando lo que el 
Divorcio sin expresión de causa evita.

4.- En efecto, con el Divorcio sin Expresión de Causa, se 
evita la acusación mutua de las partes sobre quién fue 
el culpable de la ruptura del matrimonio, acusación que 
en la mayoría de las ocasiones se traduce en un largo 
juicio, que poco a poco hace que las relaciones entre los 
cónyuges sea de un total resentimiento mutuo. Situación 
que se vuelve trascendente cuando en el matrimonio 
hubieron hijos, pues la experiencia nos muestra, que los 
hijos también terminan sufriendo las consecuencias de un 
juicio de divorcio tradicional. 

5.- Por su parte, el Divorcio sin Expresión de Causa a 
diferencia del Divorcio por Mutuo Consentimiento o el 
Necesario, se centra en el elemento de voluntad, el cual 
en este caso, resulta esencial pues 1“sobre este elemento 
debe destacarse que la característica por excelencia del 
divorcio incausado es que puede ser solicitado por uno 
de los cónyuges aún en contra de la voluntad del otro y 
con ello es suficiente para que se decrete… en el divorcio 
incausado lo que importa solo es la voluntad del cónyuge 
que lo solicita sin importar cuál es la postura del otro, de tal 
manera que por el solo hecho de manifestar la voluntad de 
no continuar unido en matrimonio, el divorcio se decreta.” 

Así también en atención a lo dispuesto en el artículo 
298 reformado del Código Civil se dictan las siguientes 
medidas provisionales: 

I.- Respecto a la guarda y custodia, alimentación y visitas 
de convivencias de los hijos  no se decreta nada, en virtud 
que no se procrearon hijos dentro del matrimonio.

II- No se fija pensión alimenticia a la C. GRISELDA AMIRA 
CANUL SIERRA habida cuenta que de la lectura de la 
demanda se observa que cuenta con la edad de treinta 
y cuatro años aproximadamente, es decir, se encuentra 
en una edad plena para ser económicamente activa, 
además de que en autos no se aprecia que la misma 
se encuentre incapacitada para trabajar. En vista de 
estas circunstancias, esta autoridad considera que la C. 
GRISELDA AMIRA CANUL SIERRA, no se encuentra 
en un estado de necesidad que amerite la fijación 
de alimentos a su favor y a cargo del C. CESAR IVAN 
HERNANDEZ PADILLA.

4).- Por otra parte, también resulta conveniente aclarar 
que la disolución del vinculo matrimonial, al ser una 

 

sentencia de tipo declarativa, no requiere que cause 
ejecutoria de manera expresa, ya que mediante ella se 
termina con un estado de incertidumbre de carácter 
civil, no estableciendo obligaciones personales ni 
reales a cargo de ninguna de las partes, sino se limita 
a declarar o negar la existencia de una situación 
jurídica, vale decir que el divorcio no es susceptible 
de ejecución porque la declaración judicial basta para 
satisfacer el interés del actor. 

5).- Prevéngase a las partes para que anexen el pago del 
derecho de inscripción del divorcio correspondiente, de 
conformidad con el artículo 124 y 308 del Código Civil del 
Estado y fracción V del artículo 506 del Código Procesal 
Civil del Estado; con la finalidad de girar oficio al Director 
del Registro Civil del Estado, para que proceda a levantar 
el acta correspondiente y además publique un extracto de 
la resolución, durante quince días en las tablas destinadas 
para tal efecto.

6- ) Acumúlese el escrito en referencia a los presentes 
autos, para que obren conforme corresponda, de 
conformidad con el numeral 60 fracciones VI de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado.

7) Por lo anterior, y dado que se desconoce el domicilio de 
la C. GRISELDA AMIRA CANUL SIERRA, de conformidad 
con los artículos 106 y 107 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado, notifíquesele el presente proveído 
mediante publicaciones en el Periódico Oficial del 
Estado, por tres veces en el espacio de quince días, 
para que dentro del término de treinta días hábiles 
contados desde la última publicación comparezca a juicio 
a contestar la presente declarativa de divorcio.

8).- De conformidad con los artículos 16 y 17 de la Ley 
del Periódico Oficial del Estado, mismos que a la letra 
dice:

ARTÍCULO 16: Todos los documentos que deban ser 
publicados en el Periódico Oficial del Estado deberán 
presentarse por los interesados en la Dirección, 
mediante oficio con firma autógrafa del solicitante,, a 
través de los siguientes medios:

I.- En versión impresa con las firmas autógrafas de 
quien emite; y

II.- En archivo electrónico, en un respaldo magnético 
que contenga el documento a publicar con el tipo 
de letra Arial, numero 10, interlineado sencillo y sin 
sangrías. 

En caso de que el solicitante se encuentre obligado 
a publicar su información en un plazo determinado, 
deberá entregar su documentación a que se refiere el 
artículo 12 de esta Ley.

ARTÍCULO 17: Para proteger la publicación de los 
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documentos que se refiere el artículo 12 de esta Ley, 
deberán pagarse los derechos que establezca la Ley 
de Hacienda del Estado.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.- ASÍ LO PROVEYÓ Y 
FIRMA LA LICENCIADA VIRGINIA LETICIA LIZAMA 
CENTURIÓN, JUEZA DEL JUZGADO TERCERO DE 
LO FAMILIAR DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO, ANTE EL LICENCIADO EDGAR EMIGUEIL 
PERALTA JUÁREZ, SECRETARIO DE ACUERDOS QUE 
CERTIFICA Y DA FE.

LO QUE NOTIFICO A USTED, DE CONFORMIDAD CON 
EL ARTICULO 106 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES DEL ESTADO EN VIGOR.-  SAN FRANCISCO 
DE CAMPECHE, CAMPECHE, A VEINTIOCHO DE 
ABRIL DE 2016.

LICDA. LIBRADA EDITH VARGAS KU, LA ACTUARIO 
INTERINA DE ENLACE.- RÚBRICA.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO SEGUNDO DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL RAMO CIVIL DEL PRIMER DISTRITO 
JUDICIAL DEL ESTADO.

H TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO 

EMPLACESE A LA PARTE DEMANDADA POR MEDIO 
DE EDICTOS A TRAVES DEL PERIODICO OFICIAL DEL  
GOBIERNO  DEL  ESTADO

EXPEDIENTE No.  278/14-2015/2C-I

C. ARGEL ISMAEL CAHUICH TUN y LAURA GUADALUPE 
MUKUL CAAMAL

DOMICILIO: SE IGNORA

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO PROMOVIDO POR 
EL LIC. CARLOS HUMBERTO HURTADO SOSA Y 
CARLOS RUBEN DZIB ROBLERO EN SU CARÁCTER 
DE APODERADOS PARA PLEITOS Y COBRANZAS DEL 
INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA 
PARA LOS TRABAJADORES EN CONTRA DE LOS CC. 
ARGEL ISMAEL CAHUICH TUN Y LAURA GUADALUPE 
MUKUL CAAMAL, LA JUEZ DE ESTE CONOCIMIENTO 
DICTO UN AUTO QUE A LA LETRA DICE. 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA 
DEL RAMO CIVIL DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL 
DEL ESTADO, CASA DE JUSTICIA DE LA CIUDAD 
DE SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE, 
A VEINTICINCO DE FEBRERO DEL AÑO DOS MIL 
DIECISÉIS. 

ASUNTO: 1) Con el estado que guardan los presentes 
autos; 2) y el escrito del LIC. GABRIEL DAVID CHAN 
QUIAB, mediante el cual solicita, que al observarse de 
autos que los CC. ARGEL ISMAEL CAHUICH TUN y 
LAURA GUADALUPE MUKUL CAAMAL, no pudieron ser 

notificados en el domicilio señalado en el escrito inicial 
de demanda, y toda vez que ha quedado acreditado el 
domicilio ignorado con las testimoniales ofrecidas, se 
declare la ignorancia del domicilio de los CC. ARGEL 
ISMAEL CAHUICH TUN y LAURA GUADALUPE MUKUL 
CAAMAL, se les emplace por medio del Periódico Oficial 
del Gobierno del Estado y se comisione al C. Actuario 
para llevar la cédula correspondiente al Periódico Oficial; 
En consecuencia, de lo anterior SE ACUERDA: 1)  
Respecto a su primera petición de decretar la ignorancia 
de domicilio de los demandados, se le hace saber al 
ocursante que dicha petición, quedó satisfecha en 
proveído de data diez de noviembre de dos mil quince, por 
lo que deberá estarse a lo acordado. 

2) Ahora bien, advirtiéndose de autos, que mediante 
proveído de fecha cinco de febrero del año dos mil 
dieciséis, fueron desechadas las publicaciones anexadas 
en autos, por no cumplir con el lapso de tiempo otorgado 
por la ley, al no ajustarse a los requisitos de legalidad y 
seguridad jurídica, para el debido emplazamiento de los 
demandados ARGEL ISMAEL CAHUICH TUN y LAURA 
GUADALUPE MUKUL CAAMAL, por consiguiente, y 
como lo solicita el LIC. GABRIEL DAVID CHAN QUIAB, en 
el memorial de cuenta,  con fundamento en lo establecido 
en los artículos 106 y 269 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado, emplácese a los demandados 
ARGEL ISMAEL CAHUICH TUN y LAURA GUADALUPE 
MUKUL CAAMAL, mediante edictos en el Periódico 
Oficial del Estado, por tal motivo, publíquese el presente 
proveído, así como el auto de fecha dos de marzo del año 
dos mil quince, en el Periódico Oficial del Estado, mismo 
que a la letra dice: 

 “JUZGADO SEGUNDO CIVIL DE PRIMERA INSTANCIA 
DEL RAMO CIVIL DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL 
DEL ESTADO, CASA DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE 
SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE, A DOS 
DE MARZO DEL AÑO DOS MIL QUINCE. 

ASUNTO: 1) Con el estado inicial y documentación 
adjunta de los LICENCIADOS CARLOS HUMBERTO 
HURTADO SOSA y CARLOS RUBEN DZIB ROBLERO, 
señalando como domicilio para oír y recibir notificaciones 
el predio ubicado en el Local número cuatro (4) de la Plaza 
Balance sobre Av. Tormenta entre Av. Casa de Justicia 
y Calle Las Flores del INFONAVIT Las Flores, de esta 
Ciudad de San Francisco de Campeche, Campeche, C.P. 
24500, nombrando como Asesor Técnico al licenciado 
GABRIEL DAVID CHAN QUIAB, con cédula profesional 
número 4427260, y  R. F. C.  CAQG 7211248G6; 
demandando en su carácter de Apoderados Generales 
para Pleitos y Cobranzas del Instituto del Fondo Nacional 
de la Vivienda para los Trabajadores, personalidad que 
acreditan con la copia debidamente certificada de la 
Escritura Pública número 27,249, de fecha dieciséis de 
julio de dos mil trece, pasada ante la fe del Notario Público 
LICENCIADO ALFREDO CASO VELAZQUEZ, Titular 
de la Notaria Pública número diecisiete de Tlalnepantla, 
Estado de México; demandando en la VÍA ESPECIAL 
HIPOTECARIA a los CC. ARGEL ISMAEL CAHUICH 
TUN y LAURA GUADALUPE MUKUL CAAMAL, 
quienes pueden ser notificados y emplazados a juicio en 
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el domicilio ubicado en el LOTE NÚMERO SESENTA, 
ACTUALMENTE NÚMERO DOCE, MANZANA III DE LA 
CALLE LOS OLMOS DEL FRACCIONAMIENTO “LOS 
CEDROS”, ENTRE AVENIDA COOPERATIVA KALA Y 
CALLE LOS CEDROS, CÓDIGO POSTAL 24088, DE 
ESTA CIUDAD DE SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, 
de quien se reclaman las siguientes prestaciones: -  “I).- 
De los CC. ARGEL ISMAEL CAHUICH TUN Y LAURA 
GUADALUPE MUKUL CAAMAL, reclamo a nombre de 
la parte que represento, el cumplimiento y pago de las 
prestaciones que a continuación se señalan: 

A).- Con la finalidad de obtener el pago de las prestaciones 
subsecuentes se reclama el vencimiento anticipado del 
plazo para el pago del crédito concedido al hoy demandado 
y dispuesto en los términos y condiciones establecidos 
en el contrato de apertura de crédito simple con garantía 
hipotecaria, fundatorio de ésta acción. 

B).- Por concepto de suerte principal al día 18 de FEBRERO 
de 2015, se reclama en el C. ARGEL ISMAEL CAHUICH 
TUN, el pago de 112,2250 veces el salario mínimo 
mensual vigente en el Distrito Federal, cuyo equivalente 
en Moneda Nacional es precisamente la cantidad de $ 
239,155.95 la cual se actualizará en la fecha de pago del 
adeudo reclamado según lo acordado en el Instrumento 
Público No. 325 de fecha 19 DE AGOSTO DE 2004, 
respecto del otorgamiento de crédito con constitución 
de garantía hipotecaria en el que funda esta acción tal y 
como se acredita con la Certificación de Adeudos del C. 
ARGEL ISMAEL CAHUICH TUN, adjunto como prueba 
al presente escrito inicial de demanda, dicha caridad se 
compone de los conceptos siguientes; Suerte Principal de 
90.7080 veces al salario mínimo mensual vigente en el 
Distrito Federal, cuyo equivalente en Moneda Nacional es 
precisamente la cantidad de $193,302.38 y los intereses 
Ordinarios de 21.1530 veces al salario minino mensual 
vigente en el Distrito Federal, cuyo equivalente en Moneda 
Nacional es precisamente la cantidad de $45,077.88.

B) Por concepto de suerte principal al día 18 de FEBRERO 
de 2015, se reclama a la C. LAURA GUADALUPE MUKUL 
CAAMAL, el pago de 33,9060 veces el salario mínimo 
mensual vigente en el Distrito Federal, cuyo equivalente 
en Moneda Nacional es precisamente la cantidad de $ 
72,255.03 la cual se actualizará en la fecha de pago del 
adeudo reclamado según lo acordado en el Instrumento 
Público No. 325 de fecha 19 DE AGOSTO DE 2004, 
respecto del otorgamiento de crédito con constitución de 
garantía hipotecaria en el que funda esta acción tal y como 
se acredita con la Certificación de Adeudos de la C. LAURA 
GUADALUPE MUKUL CAAMAL, adjunto como prueba 
al presente escrito inicial de demanda, dicha caridad se 
compone de los conceptos siguientes; Suerte Principal de 
33.8090 veces al salario mínimo mensual vigente en el 
Distrito Federal, cuyo equivalente en Moneda Nacional es 
precisamente la cantidad de $72,048.33 y los intereses 
Ordinarios de 0.0900 veces al salario minino mensual 
vigente en el Distrito Federal, cuyo equivalente en Moneda 
Nacional es precisamente la cantidad de $191.79. 

C).-El pago de intereses ordinarios no cubiertos 
devengados al día 18 de FEBRERO de 2015, según 

la tasa de interés pactada en el instrumento base de la 
acción. 

D).- El pago de intereses moratorios vencidos al día 18 de 
FEBRERO de 2015, según la tasa pacta en el documento 
base de la acción.

E).-Con la finalidad de obtener el pago de las prestaciones 
anteriores, se demanda la efectividad, ejecución y en su 
oportunidad la venta del bien inmueble que se describe con 
posterioridad y sobre el cual el hoy demandado, constituyo 
hipoteca en garantía del pago de crédito concedido a su 
favor por su mandante.

F).- El pago de Daños y Perjuicios que se originen con 
la tramitación del presente procedimiento de conformidad 
a lo que establecen los Arts. 1999, 2000, 2001, y demás 
relativos aplicables del Código Sustantivo Civil del Estado 
en vigor.

G).- El pago de los Gastos que se originen con la 
sustanciación del presente procedimiento de conformidad 
a lo establecido en los Art. 132 y 133 del Código Adjetivo Civil 
del Estado en vigor.”; En consecuencia SE ACUERDA: 
1) Se tiene a los LICENCIADOS CARLOS HUMBERTO 
HURTADO SOSA y CARLOS RUBEN DZIB ROBLERO, 
en su carácter de Apoderados Generales para Pleitos 
y Cobranzas del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, personalidad que 
acreditan con la copia debidamente certificada de la 
Escritura Pública número 27,249, de fecha dieciséis de 
julio de dos mil trece, pasada ante la fe del Notario Público 
licenciado ALFREDO CASO VELAZQUEZ, Titular de la 
Notaria Pública número diecisiete de Tlalnepantla, Estado 
de México, personalidad que se les reconoce en términos 
del artículo 40 del Código de Procedimientos Civiles del 
Estado. 

2) Se tiene como domicilio del demandante para oír y 
recibir notificaciones, el predio ubicado en el Local número 
cuatro (4) de la Plaza Balance sobre Av. Tormenta entre 
Av. Casa de Justicia y Calle Las Flores del INFONAVIT 
Las Flores, de esta Ciudad de San Francisco de 
Campeche, Campeche, C.P. 24500, mismo que se admite 
de conformidad con el artículo 96 del Código Adjetivo Civil 
del Estado en vigor. 

3) Se admite como Asesor Técnico al licenciado GABRIEL 
DAVID CHAN QUIAB, con cédula profesional número 
4427260, y  R. F. C.  CAQG 7211248G6, de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 49-A y 49-B del Código 
en comento; con el mismo domicilio señalado por el 
Apoderado Legal. 

4) De conformidad con los artículos 11, 511 fracción XII, 
514, 538, 539, 540, 541, 542, 543 544, 545 y demás 
relativos aplicables del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado en vigor, SE ADMITE LA PRESENTE 
DEMANDA EN LA VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA, 
promovida por los LICENCIADOS CARLOS HUMBERTO 
HURTADO SOSA y CARLOS RUBEN DZIB ROBLERO, 
en su carácter de Apoderados Generales para Pleitos 
y Cobranzas del Instituto del Fondo Nacional de la 
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Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT), en contra  
de los CC. ARGEL ISMAEL CAHUICH TUN y LAURA 
GUADALUPE MUKUL CAAMAL. 

5)  Entre tanto Fórmese expediente por duplicado, tómese 
razón del mismo en el Libro de Gobierno respectivo e 
ingrésese al sistema de gestión electrónica de expedientes 
(SIGELEX), y márquese con el número 278/14-2015/2C-I. 

6) Por consiguiente, túrnense los presentes autos al 
C. Actuario diligenciador adscrito a la Central de 
Actuarios, para que por su conducto se sirva emplazar 
a los CC. ARGEL ISMAEL CAHUICH TUN y LAURA 
GUADALUPE MUKUL CAAMAL, quienes pueden ser 
notificados y emplazados a juicio en el domicilio ubicado 
en el LOTE NÚMERO SESENTA, ACTUALMENTE 
NÚMERO DOCE, MANZANA III DE LA CALLE LOS 
OLMOS DEL FRACCIONAMIENTO “LOS CEDROS”, 
ENTRE AVENIDA COOPERATIVA KALA Y CALLE LOS 
CEDROS, CÓDIGO POSTAL 24088, DE ESTA CIUDAD 
DE SAN FRANCISCO DE CAMPECHE haciéndoles 
entrega de las copias simples de traslado de ley, 
quedando a su disposición ante la secretaría de acuerdos 
la documentación original para que se instruya la parte, 
en virtud de que exceden de veinticinco fojas, acorde 
al numeral 262 fracción III del Código Procesal Civil del 
Estado, para que dentro del término de CUATRO DÍAS 
HÁBILES, ocurran ante el despacho de este Juzgado 
Segundo Civil de Primera Instancia del Primer Distrito 
Judicial del Estado de Campeche, a dar contestación a la 
demanda incoada en su contra u oponer excepciones si las 
tuvieren. Asimismo se le previene a la parte demandada 
que al momento de contestar la demanda instaurada en 
su contra, deberán de señalar domicilio fijo y conocido 
en esta Ciudad de San Francisco de Campeche, de igual 
forma si durante el procedimiento llegaran a cambiar 
de domicilio para oír y recibir notificaciones, deberán 
informarlo a esta autoridad, para estar en aptitud de 
notificarles en el nuevo domicilio, en la inteligencia que 
de no dar cumplimiento a estos dos supuestos, todas 
las notificaciones aún las de carácter personal, se le 
hará a través de cedula de notificación que se fijará en 
los estrados de este Juzgado, en atención a lo dispuesto 
en el artículo 96 del Código Procesal Civil del Estado en 
vigor. Requiérase a la parte demandada si acepta o no la 
responsabilidad de depositario del bien dado en garantía, 
y en caso de no hacerlo, se otorgue la posesión material 
del bien hipotecado a la parte actora.

7).- Gírese atento oficio al Director del Registro Público 
de la Propiedad y de Comercio del Estado, para la 
anotación de la demanda respectiva, en el bien inmueble 
inscrito a favor de los CC. ANGEL ISMAEL CAHUICH 
TUN, y LAURA GUADALUPE MUKUL CAAMAL, de fs 
276 a 282, Tomo: 326 –E, libro Primero Primera Sección 
Primera, con la Inscripción II, número 130160, ante la 
Dependencia a su cargo, con fundamento en el artículo 
542 del Código de Procedimientos del Estado en vigor, 
remitiéndose para ellos copias certificadas de la demanda, 
a efecto que se inscriba la presente demanda.

8) Glósese al Expediente Principal, la documentación 
original que presentan los ocursantes, y las copias 

fotostáticas simples de dicha documentación en el 
Expediente Duplicado, para obren conforme a derecho.

9).- Se reserva realizar la devolución de la documentación 
con la que los ocursantes acreditan su personalidad, 
hasta en tanto sea debidamente notificada y emplazada la 
parte demandada,  los tenga a la vista, o en su defecto los 
objete, de conformidad con el artículo 362 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado.

10) Con relación a la solicitud de los LICENCIADOS 
CARLOS HUMBERTO HURTADO SOSA y CARLOS 
RUBEN DZIB ROBLERO, que señalan en el punto 
octavo de su capítulo de derechos, consistente en girar 
oficios a diversas dependencias para el procedimiento 
de búsqueda y localización de la demandada, se le hace 
saber que esta petición no es procedente de acordar hasta 
en tanto se demuestre la imposibilidad del emplazamiento 
al demandado.

11) Tocante a las pruebas ofrecidas, se tienen anunciadas 
las mismas, las cuales serán admitidas y perfeccionadas 
en su momento procesal oportuno. Guárdese en el 
secreto de este Juzgado la plica cerrada anexa, todo lo 
anterior con fundamento en el articulo 330 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado en vigor. 

12).- Que en cumplimiento a lo establecido por el artículo 
6 de la Ley de Transparencia de Acceso de Información 
Pública del Estado de Campeche y de acuerdo a la  
Sección Ordinaria verificada por el Pleno del H. Tribunal 
de Justicia del Estado, se le hace saber a las partes que 
tienen derecho de oponerse a la publicación de sus datos 
personales en la sentencia que se dicte en este asunto y 
que hayan causado estado o ejecutoria.

13).- Hágase saber a las partes que está a su disposición 
el Centro de Justicia alternativa, con sede en el Primer 
Distrito Judicial del Estado, creado por el Acuerdo del 
Pleno  del H. Tribunal Superior de Justicia del Estado, en 
Sesión Ordinaria verificada el día dieciocho de junio de 
dos mil siete. Dicho centro tiene como objetivo propiciar 
procesos de mediación y conciliación  entre las partes, 
cuando recaigan sobre derechos de los que pueden 
disponer libremente los particulares, sin afectar el orden 
público ni derechos de terceros. Lo anterior  para una 
justicia pronta, expedita y gratuita.

14).- Se hace del conocimiento de las partes, que según 
acuerdo del Pleno del H. Tribunal Superior de Justicia del 
Estado, de fecha cuatro (4) de mayo del año dos mil once 
(2011)  publicado con fecha  seis (6) del mismo mes y año, 
en el periódico oficial del Estado, con vigencia  a partir del 
día nueve (9) de mayo de dos mil once, y como lo señala 
el transitorio segundo, las notificaciones, diligencias 
emplazamientos y actuaciones, serán por conducto de 
la Central de Actuarios del Poder Judicial del Estado de 
Campeche.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, ASÍ LO PROVEYÓ Y 
FIRMA LA MAESTRA EN DERECHO JAQUELINE 
DEL CARMEN ESTRELLA PUC, JUEZA SEGUNDO 
DE PRIMERA INSTANCIA DEL RAMO CIVIL DEL 
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PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, POR 
ANTE EL LICENCIADO MARIO ALBERTO PECH 
XOOL, SECRETARIO DE ACUERDOS INTERINO QUE 
CERTIFICA Y DA FE…  “ 

Mismas publicaciones que se realizaran por tres veces en 
el espacio de quince días, esto es, luego de la primera 
notificación en día hábil, deberá realizarse la última el día 
décimo quinto hábil del plazo señalado en el precepto 
anteriormente invocado y la segunda publicación deberá 
realizarse entre la primera y la última. Asimismo, deberá 
realizarse en el periódico de mayor circulación en cualquier 
día dentro del plazo de quince días antes aludido, 
apercibido que de no ajustarse a tales requisitos de 
legalidad y seguridad jurídica no se tendrá por satisfecho 
el legal emplazamiento ordenado a la parte demandada 
para la debida integración de la litis del procedimiento que 
nos ocupa. Y una vez realizada las publicaciones, la parte 
demandada tendrá un término de quince días hábiles para 
contestar la demanda, contados a partir del día siguiente 
hábil, en que se haga la última publicación, conformidad 
con el artículo 106 del Código de Procedimientos Civiles 
del Estado. 

2).- Finalmente, en lo concerniente a la petición del 
solicitante de que se comisione al Actuario para que 
lleve la Cédula al Periódico Oficial para la publicación del 
emplazamiento por edictos, se le hace saber que no es 
procedente, ya que si bien es cierto el emplazamiento es 
un acto trascendental e incluso de orden público, ello no 
significa que deberá corresponder a este Tribunal cubrir las 
erogaciones que con motivo de éste se hagan, so pretexto 
del debido emplazamiento. Se afirma lo anterior, porque 
de una interpretación sistemática a los artículos 106, 114 
y 132 del Código de Procedimientos Civiles vigente en el 
Estado, 12 fracción V, 15, 16 y 17 de la Ley del Periódico 
Oficial del Estado de Campeche, en relación con los 
numerales 85 y 87 de la Ley de Hacienda del Estado de 
Campeche, se infiere que todas las publicaciones que 
por ley deban hacerse, en este caso de publicación de 
edictos serán en el Periódico Oficial del estado y por 
cuenta del interesado, esto es, corresponde al interesado 
cubrir las cuotas o pagos de publicaciones en el Periódico 
Oficial, pues dichos  productos ingresan a la Hacienda 
Pública. En este sentido, se reitera que las erogaciones 
que con motivo del emplazamiento por edictos se haga, 
corresponde al interesado, es decir a la parte actora, pues 
así lo disponen los artículos 114 y 132 del Código Adjetivo 
Civil del Estado, que a la letra dicen:

“ARTÍCULO 114: Todas las publicaciones que por 
mandato judicial o por disposición de la ley deban hacerse, 
serán por cuenta del interesado y precisamente en el 
Periódico Oficial. Sin este requisito no producirán efecto 
alguno. “ 

“ARTÍCULO 132: Cada parte será inmediatamente 
responsables de los gastos que originen las diligencias 
que promueva; en caso de condenación en gastos, la parte 
condenada indemnizará a la otra de todos los que hubiere 
anticipado. La condenación en gastos no comprenderá la 
remuneración del procurador ni del patrono, sino cuando 
están legalmente autorizados para ejercer.”

Aunado a ello, le corresponde al interesado presentar la 
publicación en los términos fijados por la norma, pues en 
caso de no hacerlo estará a las resultas de su omisión. 
En efecto, el artículo 16 de la Ley del Periódico citado 
textualmente prevé:

“ARTÍCULO 16: Todos los documentos que deban ser 
publicados en el Periódico Oficial del Estado deberán 
presentarse por los interesados en la Dirección, mediante 
oficio con firma autógrafa del solicitante, a través de los 
siguientes medios: I. En versión impresa con las firmas 
autógrafas de quien emite; y II. En archivo electrónico, 
en un respaldo magnético que contenga el documento a 
publicar con el tipo de letra Arial, número 10, interlineado 
sencillo y con sangrías. En caso de que el solicitante se 
encentre obligado a publicar su información en un plazo 
determinado, deberá entregar su documentación a más 
tardar cinco días hábiles antes de que deba realizarse dicha 
publicación. Quedan exceptuados aquellos documentos 
que por disposición del Poder Ejecutivo, deban publicarse 
de manera urgente”

3) En consecuencia, también se le hace del conocimiento 
al promovente que  en atención a la circular No. 62/
SGA/14-2015, dirigida a los CC. Magistrados y Jueces de 
Primera Instancia y de Cuantía Menor del Estado, a través 
del cual adjunta el oficio número SG/DAJyDH/605/2015, 
de fecha 23 de julio de 2015 signado por el Dr. JORGE 
DE JESÚS ARGAEZ URIBE, Secretario de Gobierno, 
en el cual hace del conocimiento el procedimiento que 
regirá la publicación de cualquier documento en el 
Periódico Oficial del Estado, deberá proporcionar el disco 
compacto (CD) para guardar el edicto, en cumplimiento 
a dicha disposición,  mismo que tendrá los lineamientos 
establecidos en el oficio en cita.- Una vez hecho lo anterior 
gírese atento oficio al Director del Periódico Oficial del 
Estado de Campeche, para que realice las publicaciones 
correspondientes.- 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE, ASÍ LO PROVEYÓ Y 
FIRMA LA MAESTRA EN DERECHO ALMA PATRICIA 
CÚ SÁNCHEZ, JUEZA INTERINA DEL JUZGADO 
SEGUNDO DE PRIMERA INSTANCIA DEL RAMO CIVIL 
DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, 
POR ANTE EL LICENCIADO MARIO ALBERTO PECH 
XOOL, SECRETARIO DE  ACUERDOS INTERINO QUE 
CERTIFICA Y DA FE.

DOS FIRMAS ILEGIBLES RUBRICAS.

LO QUE NOTIFICO AL  CIUDADANOS ARGEL ISMAEL 
CAHUICH TUN y LAURA GUADALUPE MUKUL 
CAAMAL, MEDIANTE PERIODICO OFICIAL DEL 
GOBIERNO  DEL  ESTADO  DE CAMPECHE, POR 
TRES VECES EN EL ESPACIO DE QUINCE DIAS; DE 
CONFORMIDAD CON EL ARTICULO 106 Y 269 DEL 
CODIGO PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO EN 
VIGOR.  

P. DE D. MARGARITA AMOR CHAN PANTOJA,  
ACTUARIA INTERINA.- RÚBRICA.
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PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO PRIMERO DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL RAMO PENAL DEL SEGUNDO 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO.

EXPEDIENTE: 29/14-2015/1P-II

CEDULA DE NOTIFICACION POR EDICTOS

AL C. ARLETTE CRISTINA DELGADO GUTIERREZ.
DOMICILIO: SE IGNORA.-

Hago saber que en el expediente señalado al rubro superior 
derecho, instruido en contra del C. ENCARNACIÒN 
RAMIREZ RAMIREZ, por considerarlo responsable del 
delito de HOMICIDIO IMPRUDENCIAL CON TRANSITO 
DE VEHICULO, denunciado por el C. MANUEL CUPIL 
DAMIAN, la C. Juez dicto un auto el día doce de abril del 
año dos mil dieciséis, el cual en su parte conducente dice:

“…Por otra parte, se requiere de igual manera notificar a la 
C. Arlette Cristina Delgado Gutiérrez quien al momento 
de proporcionar sus generales refiere su domicilio actual, 
siendo el ubicado en:

• Calle 31 entre 134 y 136 de la colonia Yucaltepec y/o 
calle 25 x 16 A y 18 número 114 del fraccionamiento 
Héctor Victoria Aguilar 97320 ambos domicilios de la 
Ciudad de Progreso, Yucatán.-

Domicilios que en su momento se enviaran exhortos 
marcados con el número 20 y 37/14-2015/1P-II(ver foja 
206 y 285) con la finalidad de hacerle del conocimiento 
los puntos resolutivos del auto de término constitucional 
de fecha veintidós de noviembre de dos mil catorce (ver 
foja 185), mismos que fueran devueltos sin diligenciar 
dadas las inserciones plasmadas en el mismo 
proveyéndose lo conducente por proveídos de fecha 
veintisiete de febrero de dos mil quince y veintisiete 
de mayo próximo pasado(ver foja 274 y 328), es por 
ello que se ordena a la C. Actuaria Interina notifique 
a la C. Arlette Cristina Delgado Gutiérrez quien 
es denunciante en la causa penal por el delito de 
Homicidio Imprudencial con motivo de transito 
de vehículo en contra del inculpado Encarnación 
Ramírez Ramírez  los puntos resolutivosde la 
sentencia condenatoria de fecha dieciséis de marzo 
de dos mil dieciséis por medio de edictos que se 
publicaran por tres veces consecutivas a través del 
periódico oficial de conformidad con lo establecido en 
el numeral 221 párrafo segundo en relación al numeral  
99, del Código de Procedimientos Penales del Estado 
en Vigor, resolución que fuera transcrita textualmente 
líneas arriba por lo que resulta irrelevante plasmarlo 
de nueva cuenta.
Mismos puntos resolutivos de la sentencia condenatoria 
de fecha dieciséis de marzo de dos mil dieciséis, que 

en su parte conducente dice:

“...EN MERITO DE LO ANTES EXPUESTO 
CONSIDERADO Y FUNDADO Y ACORDE A LO 
DISPUESTO EN LOS ARTÍCULO 76 FRACCIÓN IV, 78 Y 
81 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL 
ESTADO, ES DE RESOLVERSE Y SE:

R E S U E L V E

PRIMERO: Se encuentra acreditada la plena existencia 
del delito de HOMICIDIO IMPRUDENCIAL CON MOTIVO 
DE TRÁNSITO DE VEHÍCULO, previsto y sancionado 
de conformidad con el numeral 131 en relación con 
el 24 fracción II, 87 párrafo primero y 29 Fracción II 
del Código Penal del Estado en vigor, denunciado por 
MANUEL CUPIL DAMÍAN en agravio de quienes en vida 
respondieran a los nombres de JORGE SANTO CUPIL 
RODRÍGUEZ, ELVIRA DAMIÁN PÉREZ, MARÍA ISABEL 
ACOSTA RODRÍGUEZ Y EDIEL CUPIL DAMIÁN; y las 
CC. ARLETTE CRISTINA DELGADO GUTIÉRREZ y 
NOELIA BERENICE RAMÍREZ GUTIÉRREZ en agravio 
de quien en vida respondiera al nombre de MANUELA 
DEL CARMEN GUTIÉRREZ ÁLVAREZ.

SEGUNDO: Se encuentra acreditada la plena 
responsabilidad del C. ENCARNACIÓN RAMÍREZ 
RAMIREZ en la comisión del delito de HOMICIDIO 
IMPRUDENCIAL CON MOTIVO DE TRÁNSITO DE 
VEHÍCULO, previsto y sancionado de conformidad con el 
numeral 131 en relación con el 24 fracción II, 87 párrafo 
primero y 29 Fracción II del Código Penal del Estado 
en vigor, denunciado por MANUEL CUPIL DAMÍAN en 
agravio de quienes en vida respondieran a los nombres 
de JORGE SANTO CUPIL RODRÍGUEZ, ELVIRA 
DAMIÁN PÉREZ, MARÍA ISABEL ACOSTA RODRÍGUEZ 
Y EDIEL CUPIL DAMIÁN; y las CC. ARLETTE CRISTINA 
DELGADO GUTIÉRREZ y NOELIA BERENICE RAMÍREZ 
GUTIÉRREZ en agravio de quien en vida respondiera 
al nombre de MANUELA DEL CARMEN GUTIÉRREZ 
ÁLVAREZ.

TERCERO: Se condena al sentenciado ENCARNACIÓN 
RAMÍREZ RAMIREZ a una pena de DOS AÑOS, SEIS 
MESES DE PRISIÓN, la cual comenzará a computarse 
desde el día dieciocho de Noviembre del año Dos 
Mil Catorce, fecha en que el acusado fuera privado 
de su libertad, tal y como obra en autos a través de la 
comparecencia del C. Antonio Humberto Batalla Figueroa 
Suboficial de la Policía Federal (visible a foja 63), ante el 
órgano investigador, y concluirá el día Dieciocho de Mayo 
del año Dos Mil Diecisiete, la cual deberá compurgar  en 
el lugar que para ello designe la autoridad ejecutora, el 
cual tiene derecho de solicitar el beneficio que señala el 
artículo 105 del Código Penal del Estado, en virtud de lo 
expuesto en el considerando sexto del presente fallo.

CUARTO: Por lo que respecta al pago de reparación 
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de daño moral, en cuanto a la occisa MANUELA DEL 
CARMEN GUTIÉRREZ ÁLVAREZ, se CONDENA al 
sentenciado ENCARNACIÓN RAMÍREZ RAMIREZ al 
pago de la cantidad de $1,460, 800.00 (son un millón 
cuatrocientos sesenta mil ochocientos pesos 00/100 M.N.) 
la cual deberá ser a favor de las CC. ARLETTE CRISTINA 
DELGADO GUTIÉRREZ y NOELIA BERENICE RAMÍREZ 
GUTIÉRREZ, quienes son hijas de la señalada occisa 
y/o quien legalmente acredite un mejor derecho con la 
víctima.-
En cuanto al pago moral y material por los occisos JORGE 
SANTO CUPIL RODRÍGUEZ, ELVIRA DAMIÁN PÉREZ, 
MARÍA ISABEL ACOSTA RODRÍGUEZ y EDIEL CUPIL 
DAMIÁN, se ABSUELVE al ciudadano ENCARNACIÓN 
RAMÍREZ RAMIREZ, en virtud de existir un Perdón 
Legal por parte del C. MANUEL CUPIL DAMIÁN, quien 
denunciara en agravio de los antes señalados, y que 
quedara señalado en el considerando séptimo de esta 
resolución.

QUINTO: Con fundamento en el artículo 369 del Código 
de Procedimientos Penales del Estado en vigor, se le hace 
saber a las partes el derecho y término que tienen para 
impugnar la presente resolución, mediante el recurso de 
apelación, debiendo dejar constancia de ello en autos.

SEXTO: De conformidad con lo que establece el 
artículo 38 fracción III de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 58 fracción I del Código 
Penal del Estado, se suspende los derechos políticos 
del sentenciado ENCARNACIÓN RAMÍREZ RAMIREZ, 
por ello gírese en su oportunidad, atento oficio al Vocal 
Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral, para que haga 
las anotaciones correspondientes que haya lugar.

SÉPTIMO: Siendo que ninguna de las partes manifestara 
inconformidad alguna en su oportunidad, se les tiene por 
no opuestas a la publicación de sus datos.

OCTAVO: De conformidad con el numeral 323 del 
Código de Procedimientos Penales del Estado en vigor, 
envíese mediante atento Oficio al Director del Centro de 
Reinserción Social de esta Ciudad la presente resolución.

NOVENO:NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.- ASÍ 
DEFINITIVAMENTE LO SENTENCIO Y FIRMA LA 
CIUDADANA LICENCIADA LORENA DEL CARMEN 
HERRERA SALDAÑA, JUEZ DEL JUZGADO 
PRIMERO DE PRIMERA INSTANCIA DEL RAMO 
PENAL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO, POR ANTE LA CIUDADANA LICENCIADA 
AMÉRICA MARTÍNEZ HERNÁNDEZ, SECRETARIA DE 
ACUERDOS, CON QUIEN ACTÚA, CERTIFICA Y DA FE 
...”

La cual surtirá sus efectos dicha notificación, una vez que 
se haga la última publicación en el periódico Oficial del 
Gobierno.

(…)

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE.-ASÍ LO PROVEYÓ Y 
FIRMA LA C. LICDA. LORENA DEL CARMEN HERRERA 
SALDAÑA,  JUEZ PRIMERO DEL RAMO PENAL DEL 
SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, POR 
ANTE LA LICDA. AMERICA MARTÍNEZ HERNÁNDEZ, 
SECRETARIA DE ACUERDOS, CON QUIEN SE ACTÚA, 
CERTIFICA Y DA FE.

Con fundamento en el numeral 221 en relación con el 99 
del Código de procedimientos Penales del estado en vigor, 
notifíquese a la C. Arlette Cristina Delgado Gutiérrez, 
por medio de tres edictos consecutivos, que se realice 
en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, como 
fuera ordenado en autos.- Lo que hago constar para los 
efectos legales correspondientes, en la Ciudad y Puerto 
del Carmen, Campeche; a los diecinueve días del mes de 
Abril del año dos mil dieciséis.

LIC. LUCRECIA TORRES GARCIA, C. ACTUARIA 
INTERINA ADSCRITA AL  JUZGADO PRIMERO DEL 
RAMO PENAL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO.- LICDA. AMERICA MARTINEZ HERNANDEZ, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DEL JUZGADO PRIMERO 
DEL RAMO PENAL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL 
DEL ESTADO DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO. RÚBRICAS.

CERTIFICA: Que la presente foja (1). Coincide en todos 
y cada uno de los puntos del proveído de doce de abril 
del dos mil dieciséis, dictado en la causa penal número 
29/14-2015/IP-II, instruido en contra de ENCARNACIÒN 
RAMIREZ RAMIREZ por el delito de HOMICIDIO 
IMPRUDENCIAL CON TRANSITO DE VEHÍCULO 
denunciado por el C. MANUEL CUPIL DAMIAN, en agravio 
de quienes respondieran al nombre de Jorge Santos Cupil 
Rodríguez, Elvira Damián Pérez, María Isabel Acosta 
Rodríguez y Ediel Cupil Damián, así como las denuncias 
de las CC. ARLETTE CRISTINA DELGADO GUTIÉRREZ 
y NOELIA BERENICE RAMIREZ en agravio de quien 
respondiera al nombre de MANUELA DEL CARMEN 
GUTIÉRREZ ÁLVAREZ,; así mismo hago constar que las 
firmas que calzan en dicho auto corresponden a la Juez 
que emitiera dicho proveído y Secretaria de Acuerdos que 
certifica. Lo anterior para todos los efectos legales a que 
haya lugar. En la Ciudad y Puerto del Carmen, Estado de 
Campeche a las Diez horas del día Diecinueve de Abril del 
Dos Mil Dieciséis.

C. SECRETARIA DE ACUERDOS, LICDA. AMERICA 
MARTINEZ HERNANDEZ.- RÚBRICA.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO TERCERO DE PRIMERA 
INSTANCIA DE RAMO PENAL DEL SEGUNDO 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO.

EXPEDIENTE: 30/07-2008/3P-II
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CEDULA DE NOTIFICACION POR EDICTOS

AL C. ERICK LANDERO FLORES
DOMICILIO: SE IGNORA.-

Hago saber que en el expediente señalado al rubro 
superior derecho, instruido en contra del C. ALEJANDRO 
JUAREZ MARTINEZ, por considerarlo probable 
responsable del delito de LESIONES IMPRUDENCIALES 
POR MOTIVO DE TRANSITO DE VEHICULO, querellado 
por la C. MARIA JESUS CENTENO DAMAS Y OTROS, el 
C. Juez dicto un auto el día quince de Febrero del año dos 
mil dieciséis, el cual en su parte conducente dice:

“…JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA DE 
RAMO PENAL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL 
DEL ESTADO.- Ciudad del Carmen Campeche a los 
veintitrés días del mes de marzo del año dos mil dieciséis.

VISTOS: Con  la cuenta secretarial que antecede al 
respecto de la misma, SE PROVEE: 

1.- De conformidad  con el numeral 252 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado en Vigor, acumúlese 
a los autos el escrito de cuenta para que obre conforme a 
derecho corresponda.

2.- Dado lo solicitado por el C. ALEJANDRO JUAREZ 
MARTINEZ, en el sentido de que se le justifique la 
inasistencia, para firmar el libro de huella y firmas de los 
procesados que se llevan en este Juzgado, toda vez que 
el C. JUAREZ MARTINEZ, expone los motivos de su 
inasistencia anexando para ello la documentación con 
que cuenta para corroborar  su dicho y observándose 
que no existe de pate del acusado de presentarse ante 
este juzgado es por tal razón se justifica al acusado 
ALEJANDRO JUAREZ MARTINEZ su inasistencia para 
firmar el libro de huellas y firmas que se lleva en este H. 
Juzgado, haciéndole del conocimiento que deberá seguir 
cumpliendo con las obligaciones que contrajo con este 
juzgado, esto de conformidad con el artículo 502 del 
código de Procedimientos  Penales del Estado en Vigor.

3.- Siendo que de autos se observa que el Director del 
Periódico Oficial del Estado, no diera cumplimiento a 
lo solicitado mediante proveído de fecha veintisiete 
de noviembre del año dos mil quince, y que le fuera 
comunicado mediante oficio numero 873/15-2016/3P-II 
de fecha treinta de noviembre del dos mil quince, en el 
cual se le diera un plazo de cincos días consistente en 
que remitiera a este tribunal la constancia de la tercera 
publicación la notificación por edictos dirigida al C. 
ERICK LANDERO FLORES; es por tal razón que se hace 
efectivo en contra del C. MANUEL CRUZ BERNES, el 
apercibimiento hecho dentro del auto de fecha veintisiete 
de noviembre del dos mil dieciséis, consistente en una 
multa de VEINTE DIAS  de salario mínimo vigente en el 

Estado, equivalente a la cantidad de $1,404.0 ( son: mil 
cuatrocientos dos pesos 00/100 M.N) al tenor del ordinal 
37 fracción I, del código de Procedimientos Penales del 
Estado en vigor.-

Por otra parte y siendo que el domicilio del C. MANUEL 
CRUZ BERNES, es el ubicado en la calle 57 no. 39 entre 
14 y 16 col. Centro de la ciudad  Capital de San Francisco 
de Campeche, Campeche y dado que dio domicilio se 
encuentra fuera de nuestra jurisdicción, es por lo que con 
fundamento en lo establecido en los numerales 43,45 
y48 del código de Procedimientos Penales del Estado en 
Vigor, se ordena enviar atento exhorto marcado con el 
numero 91/15-2016/3P-II, al c. Juez Penal en Turno del 
San Francisco de Campeche, Campeche, para que de 
encontrarlo ajustado a derecho y en auxilio de la debida 
y pronta administración de justicia que exige el artículo 
17 constitucional, se sirva girar oficio a la Secretaria 
de Finanzas de esa Entidad para que haga efectivo 
el apercibimiento  interpuesto al C. MANUEL CRUZ 
BERNES, consistente en una multa de veinte días de 
salario mínimo vigente en la entidad, siendo dicha multa 
por la cantidad de $1,404.0 ( son: mil cuatrocientos dos 
pesos 00/100 M.N) y una vez diligenciado en sus términos 
el exhorto se le requiere al Juez en turno que al momento 
de devolver el exhorto que nos ocupa sea porque 
considera que se encuentra debidamente diligenciado y 
que las consecuencias que acompañan el mismo deberán 
ser legibles, sin tachaduras y enmendaduras, solicitándolo 
al juez exhortado que para conocimiento del que esto 
suscribe, se sirva acusar de  recibo el exhorto que para tal 
efecto se le envié.

4.- En razón de lo anterior y de conformidad con el artículo 
99 del código de procedimientos penales del estado en 
vigor, se ordena de nueva cuenta al C. Actuario para 
que lleve a cabo la notificación por medio de EDICTOS 
PUBLICADOS TRES VECES CONSECUTIVAS EN 
EL PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO, del C. ERICK 
LANDERO FLORES, mediante la cual se informa los 
puntos resolutivos de la sentencia dictada el día ocho de 
abril del dos mil quince, lo que a la letra dicen: PRIMERO: 
Se acredita la Plena existencia del delito de Lesiones 
Imprudenciales por motivo de transito de vehículo, 
previsto y sancionado con pena privativa de libertad de 
acuerdo a los artículos 254 primera en relación con el 57 
Primera y Segunda Parte del Primer Párrafo y 11 fracción 
II del Código Penal del Estado abrogado mediante decreto 
235, y vigente en el momento de los hechos, querellado 
por los ciudadanos Ulises Alberto Moreno Gutiérrez, 
José Alberto Peña Villarino, Erick Landeros Flores, 
José Alfredo Cruz Miss, y Guillermo Antonio Silva 
Ortiz.-

SEGUNDO: Se acredita la Plena existencia del delito 
de Lesiones Imprudenciales por motivo de transito 
de vehículo, previsto y sancionado con pena privativa 
de libertad de acuerdo a los artículos 254 segunda 
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parte, en relación con el 57 Primera y Segunda Parte 
del Primer Párrafo y 11 fracción II del Código Penal del 
Estado abrogado mediante decreto 235, y vigente en el 
momento de los hechos, querellado por el ciudadano Juan 
Fernando De La Torre López, y el menor A.D.L.C.C.-

TERCERO: Se acredita la Plena existencia del delito de 
Lesiones Imprudenciales por motivo de transito de 
vehículo, previsto y sancionado con pena privativa de 
libertad de acuerdo a los artículos 258 en relación con el 57 
Primera y Segunda Parte del Primer Párrafo y 11 fracción 
II del Código Penal del Estado abrogado mediante decreto 
235, y vigente en el momento de los hechos, denunciado 
por la ciudadana Zoila del Carmen Centeno.-

CUARTO: Alejandro Juárez Martínez es Penalmente 
Responsable de la comisión del delito de Lesiones 
Imprudenciales por motivo de transito de vehículo, 
previsto y sancionado con pena privativa de libertad de 
acuerdo a los artículos 254 primera y segunda parte, 258, 
57 y 11 fracción II del Código Penal del Estado abrogado 
mediante decreto 235, querellado por los Ciudadanos 
Ulises Alberto Moreno Gutiérrez, José Alberto Peña 
Villarino, Erick Landeros Flores, Guillermo Silva 
Ortiz,  y José Alfredo Cruz Miss, el menor A.D.L.C.C., 
Juan Alberto De La Torre López, y denunciado por la 
ciudadana Zoila del Carmen Centeno.-  

TERCERO: Se impone al sentenciado Alejandro Juárez 
Martínez, una pena de UN AÑO UN MES QUINCE DÍAS 
DE PRISIÓN, tomando en consideración la pena mínima 
que dispone el numeral 258 en relación con el ordinal 
57 Primer Parte del Primer Párrafo del Código Penal del 
Estado abrogado y vigente en el momento de los hechos, 
pues, es de advertirse que el último ordinal invocado 
establece que si el delito no se hubiera cometido de 
manera dolosa se impondrá al sentenciado hasta la cuarta 
parte de las penas y medidas de seguridad asignadas por 
la ley al tipo básico del delito doloso.-

Cabe señalar que, el sentenciado Juárez Martínez, 
con una sola conducta omisiva ocasionó las Lesiones 
Imprudencial por motivo de tránsito de vehículo, 
a los ciudadanos Ulises Alberto Moreno Gutiérrez, 
José Alberto Peña Villarino, Erick Landeros Flores, 
José Alfredo Cruz Miss, Zoila del Carmen Centeno 
Damas, el menor A.D.L.C.C., Guillermo Antonio Silva 
Ortiz, y Juan Fernando De La Torre López; las cuales 
provienen de sanciones distintas, ante ello, y tomando 
en consideración lo que establece el artículo 55 de la ley 
antes invocada, el que suscribe determino que la pena 
que se le impone a Juárez Martínez, es la del delito 
que tiene la mayor penalidad, siendo este el delito de 
Lesiones Imprudenciales por motivo de tránsito de 
vehículo, denunciado por el ciudadano Zoila del Carmen 
Centeno, siendo que en el presente caso el ilícito en 
cita se encuentra previsto en el artículo 258 del Código 
Sustantivo abrogado, del cual se advierte que si la pena 

media es de CUATRO AÑOS SEIS MESES DE PRISIÓN, 
tomando en consideración lo que dispone el ordinal 57 
Primer Parte del Primer Párrafo del Código Penal del 
Estado, que establece que cuando no se hubiere cometido 
el delito de manera doloso se le impondrá al sentenciado 
la cuarta parte de la pena; da como resultado que la pena 
que se le impone al sentenciado es de UN AÑO UN MES 
QUINCE DÍAS DE PRISIÓN.-

Toda vez que la pena de prisión impuesta al sentenciado 
Alejandro Juárez Martínez, no es mayor de tres años, se 
le hace del conocimiento al sentenciado que tiene derecho 
al beneficio de la condena condicional, esto conforme 
el numeral 82 Fracción I inciso a) del Código Penal del 
Estado abrogado mediante decreto 235.-

Con base en lo anterior, se le hace del conocimiento al 
sentenciado que pueda  gozar de este beneficio, se le fija 
la garantía de $3,000.00 (son: Tres Mil pesos 00/100 
M.N.), que debe depositar ante la Secretaria de Finanzas, 
cumpliendo además con los requerimientos señalados en 
la II fracción segunda del numeral 82 del Código Sustantivo 
Penal del Estado abrogado mediante decreto 235.-

También se le hace del conocimiento al Sentenciado 
Alejandro Juárez Martínez, que en caso de no acogerse 
al beneficio concedido, deberá de cumplir la pena de 
prisión consistente en UN AÑO UN MES ONCE DÍAS de 
prisión, esto porque guardo CUATRO DÍAS DE PRISIÓN 
preventiva, contados a partir del momento en que fue 
puesto a disposición del Ministerio Público (treinta de 
noviembre de dos mil siete) hasta el tres de Diciembre  de 
dos mil siete.-

Asimismo con fundamento en el numeral 57 Segunda 
Parte del Primer Párrafo del Código Penal del Estado 
abrogado, se le suspende por el término de UN MES al 
uso de su LICENCIA DE CONDUCIR; por lo que una 
vez que cause ejecutoria la presente resolución, gírese 
atento oficio al C. Director de Seguridad Publica Vialidad 
y Tránsito Municipal de esta ciudad, para hacerle de su 
conocimiento lo anterior y proceda a la suspensión de 
la Licencia de conducir del acusado Alejandro Juárez 
Martínez.-

CUARTO: En términos del artículo 20, apartado B, 
fracción IV, de la Constitución Federal, 28 tercer párrafo 
y 31 del Código Sustantivo Penal abrogado, se condena 
a Alejandro Juárez Martínez, al pago de la cantidad de 
$3,987.80 (son: tres mil novecientos ochenta y siete 
pesos 00/100 m.n.), por concepto de Reparación de 
Daño Moral, por el delito de Lesiones Imprudenciales 
por motivo de tránsito de vehículo a favor de los 
ciudadanos Erick Landeros Flores, José Alfredo Cruz 
Miss, y José Alberto Peña Villarino.-

También se condena al sentenciado Alejandro Juárez 
Martínez,  al pago de la Reparación de Daños Moral a 
favor del menor A.D.L.C.C., por la cantidad de $15,948.00 
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(son: quince mil novecientos cuarenta y ocho mil 
pesos 00/100 m.n.), derivado del delito de Lesiones 
Imprudenciales por motivo de tránsito de vehículo.-

Del mismo modo, se condena al sentenciado Alejandro 
Juárez Martínez, al pago de la Reparación de Daño 
Moral por la cantidad de $3,987.80 (son: tres mil 
novecientos ochenta y siete pesos 00/100 m.n.), a 
favor del ciudadano Juan Fernando De La Torre López.-

En cuanto al pago de la Reparación de Daño Moral a 
favor de Zoila del Carmen Centeno, Ulises Alberto 
Moreno Gutiérrez, y Guillermo Silva Ortiz, así como el 
pago de la Reparación de Daño Material a favor de la 
citada  Zoila del Carmen Centeno y de los CC. Ulises 
Alberto Moreno Gutiérrez, José Alberto Peña Villarino, 
Erick Landeros Flores, Juan Fernando De La Torre 
López, el menor A.D.L.C.C., Guillermo Silva Ortiz, 
y José Alfredo Cruz Miss;  por la comisión del delito 
de Lesiones Imprudencial por motivo de tránsito de 
vehículo,  se Absuelve de pago alguno al sentenciado 
Alejandro Juárez Martínez, por las razones expuestas en 
el considerando Séptimo.- 

QUINTO: Con fundamento en el artículo 369 del Código 
de Procedimientos Penales del Estado en vigor, se le 
hace saber al Sentenciado Alejandro Juárez Martínez, 
el derecho y término que tienen para impugnar la presente 
resolución, mediante el recurso de Apelación, debiendo 
dejar constancia de ello en autos la ciudadana Actuaria 
adscrita a este juzgado.- 

SEXTO: En acatamiento al numeral 39 del Código Penal 
del Estado procédase a la amonestación del sentenciado 
haciéndole saber las consecuencias del delito cometido, 
exhortándolo a la enmienda y conminándolo con imponerle 
una pena mayor en caso de reincidencia.- 

SÉPTIMO: En términos del Artículo 6 de la Ley de 
Transparencia  que rige al Estado de Campeche, y de la 
manifestación hecha por los querellantes Ulises Alberto 
Moreno Gutiérrez, José Alberto Peña Villarino, Erick 
Landeros Flores, Guillermo Silva Ortiz,  y José Alfredo 
Cruz Miss, el menor A.D.L.C.C., y de la denunciante por 
la ciudadana Zoila del Carmen Centeno, en la diligencia 
de notificación  fechadas el diez de enero de dos mil ocho, 
se les tiene por opuesto a la publicación de sus datos 
personales.- 

OCTAVO: Notifíquese y Cúmplase.- Así lo sentenció 
y firma el C. Licenciado Héctor Manuel Jiménez 
Ricardez, Juez Tercero de Primera Instancia del Ramo 
Penal del Segundo Distrito Judicial del Estado, por ante el 
C. Licenciada Carmen Guadalupe Borgez Villanueva, 
Secretaria de Acuerdos con quien actúa, y certifica.-

5.- Finalmente se apercibe al C. Actuario para que en caso 
de no diligenciar en sus términos el presente proveído 
se le aplicara la corrección disciplinaria establecida en 

el numeral 35 fracción II del Código de Procedimientos 
Penales del Estado en Vigor.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.- ASÍ LO PROVEYÓ Y 
FIRMA LA C. LICDA. YESSENIA JUDITH ARRIOLA 
RAMIREZ, JUEZ INTERINA DEL JUZGADO TERCERO 
DE PRIMERA INSTANCIA DEL RAMO PENAL DEL 
SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, POR 
ANTE LA C. LICDA. CARMEN GUADALUPE BORGEZ 
VILLANUEVA, SECRETARIA DE ACUERDOS QUIEN 
CERTIFICA.…”.

Con fundamento en el numeral 99 del Código de 
procedimientos Penales del estado en vigor, notifíquese 
al C. ERIK LANDERO FLORES, por medio de tres 
edictos consecutivos, que se realice en el Periódico 
Oficial del Gobierno del Estado, como fuera ordenado 
en autos.- Lo que hago constar para los efectos legales 
correspondientes, en la Ciudad y Puerto del Carmen, 
Campeche; a los diecinueve días del mes de Febrero del 
año dos mil dieciséis. 

LIC. ERIKA SOFIA QUE METELIN, C. ACTUARIA 
INTERINA ADSCRITO AL JUZGADO TERCERO DEL 
RAMO PENAL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL 
DEL  ESTADO.- RÚBRICA.

LICDA. CARMEN GUADALUPE BORGES VILLANUEVA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DEL JUZGADO TERCERO 
DEL RAMO PENAL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL 
DEL ESTADO DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO.

CERTIFICA: Que las firmas plasmadas por las firmas son 
autenticas ya que fueron plasmadas de manera personal 
por los LICDS. YESSENIA JUDITH ARRIOLA RAMIREZ, 
CARMEN GUADALUPE BORGES VILLANUEVA y ERIKA 
SOFIA QUE METELIN.

LO QUE CERTIFICO Y HAGO CONSTAR PARA LOS 
EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR EN LA CIUDAD 
Y PUERTO DEL CARMEN ESTADO DE CAMPECHE A 
LOS DIECINUEVE DIAS DEL MES DE FEBRERO  DEL 
AÑO EN CURSO.

C. SECRETARIA DE ACUERDOS, LICDA. CARMEN 
GUADALUPE BORGES VILLANUEVA.- RÚBRICA.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO TERCERO DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL RAMO PENAL DEL SEGUNDO 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO

EXPEDIENTE: 48/15-2016/3P-II

CEDULA DE NOTIFICACION POR EDICTOS

AL C. JESUS ALEJANDRO ESTRELLA EUAN
DOMICILIO: SE IGNORA.- 
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Hago saber que en el expediente señalado al rubro superior 
derecho, instruido en contra del C. RAMIRO VARGAS 
ESCAMILLA Y OTROS, por considerarlo probable 
responsable del delito de ROBO CON VIOLENCIA EN 
PANDILLA, querellado por  el C. LIC. JOSE DOLORES 
CAN REJON, el C. Juez dictó un auto el día quince de abril 
del año dos mil dieciséis, el cual en su parte conducente 
dice:

 “…JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA DEL 
RAMO PENAL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL 
DEL ESTADO.- Ciudad del Carmen, Campeche a los 
quince días  del mes de abril del año dos mil dieciséis.

VISTOS: Con la cuenta secretarial que antecede, al 
respecto de la misma, SE PROVEE: 

1.- De conformidad con el numeral 252 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado en Vigor, acumúlese 
a los autos los oficios de cuenta para que obre conforme a 
derecho corresponda.

2.- En virtud de lo informado por el C. FREDDY 
FERNANDO TUN CANUL Agente Ministerial de la Policía 
Ministerial del Grupo de Presentaciones de ciudad del 
Carmen, Campeche, en su oficio de cuenta, en el sentido 
que al llegar a la Avenida Periférica numero 890, de la 
colonia centro en la cual al recorrerla y preguntar con los 
vecinos de la calle si conocen al C. JESUS ALEJANDRO 
ESTRELLA EUAN, indicándole que desconocen quien 
sea la persona que estaba localizando; y toda vez que 
no se logro la comparecencia del C. ESTRELLA EUAN, 
ante este Juzgado al desahogo de las diligencia de 
TESTIMONIAL CON CARÁCTER DE AMPLIACION DE 
DECLARACION, NI LOS CAREOS PROCESALES con 
el inculpado RAMIRO VARGAS ESCAMILLA, misma 
que se encontraba fijada para el día doce de abril del año 
en curso, a las diez horas, haciéndole del conocimiento 
de las partes que dicha citación del ateste en cita, fue 
por un domicilio proporcionado por el DR. JORGE LUIZ 
MOJICA VALENCIA, Director de la UMF #12, relativo a la 
Búsqueda y Localización ordenada respecto al domicilio 
del C. ESTRELLA EUAN.
En consecuencia de lo anterior y habiéndose agotado 
los medios legales y humanos para localizar el domicilio 
del ateste en cita para que comparezca al desahogo de 
las diligencias a su cargo, y al no tener resultado positivo 
alguno, por lo que dado lo anterior de conformidad con el 
articulo 99 y 221 del Código Adjetivo Penal del Estado, se 
ordena a la C. Actuaria de la Adscripción, lleve a cabo la 
notificación al C. JESUS ALEJANDRO ESTRELLA EUAN, 
por medio de edictos publicados tres veces consecutivas 
en el periódico oficial del Gobierno del Estado, por lo 
que en el plazo de TRES DÍAS hábiles contados a partir 
de que reciba el presente expediente, deberá realizar 
los trámites correspondientes para la notificación que 
se le ordena, debiendo dejar constancia de ellos en 
autos de haber dado cumplimiento a lo ordenado, para 

tales efectos se fija el día DOS DE JUNIO del año dos 
mil DIECISEIS, a las NUEVE HORAS para el desahogo 
de las audiencias TESTIMONIAL CON CARÁCTER DE 
AMPLIACION DE DECLARACION y al termino de esta 
los CAREO PROCESALES a cargo del antes mencionado 
con el inculpado RAMIRO VARGAS ESCAMILLA. Lo 
anterior para que el C. ESTRELLA EUAN, comparezca 
ante el despacho que ocupa este Juzgado en fecha y hora 
señalada líneas arriba para el desahogo de las diligencias 
decretadas en autos. Haciéndole saber a las partes que en 
la inteligencia de que el testigo en mención no comparezca 
en la fecha y hora señalada ante el despacho de este H. 
Juzgado Tercero del Ramo Penal, se tendrá por desierta la 
testimonial con carácter de ampliación de declaración y en 
cuanto a los careos procesales se decretaran los careos 
supletorios.
Y siendo que el inculpado RAMIRO VARGAS ESCAMILLA 
, se encuentra privado de su libertad, por lo que gírese 
atento oficio al C. Director de Ejecución de Sanciones y 
Medidas de Seguridad y Administración del CERESO, 
Carmen,  a efecto de que ordene al personal a su mando 
el traslado del inculpado en el día y hora de las diligencias 
decretadas, apercibido el citado Director que de no ser 
así se procederá hacer efectivo en su contra una multa 
de DIEZ días de salario mínimo vigente en la entidad, 
equivalente a la cantidad de $730.40 (son setecientos 
treinta pesos 40/100 M.N.); de conformidad con lo que 
establece el numeral 37 fracción I del Código de Adjetivo 
Penal  del Estado en vigor.
 
3.-Por su parte se le hace saber a la Representación 
Social y al Defensor Publico  que deberán estar presentes 
en la celebración de las diligencias señalada en esta pieza 
de autos, apercibido el primero de ellos que de no ser así 
se hará acreedor a una multa por el equivalente a VEINTE 
DIAS de salario mínimo vigente en la entidad, además 
que se pondrá en conocimiento de su superior jerárquico 
para que tome las medidas pertinentes para una posible 
sanción por incumplimiento a lo aquí ordenado; y por lo 
que se refiere a la defensora publica que de no presentarse 
se hará acreedora a la aplicación de la primera medida de  
apremio consistente en una multa de DIEZ días de salario 
mínimo vigente en la Entidad, lo anterior de conformidad 
con el numeral 37 Fracción I del Código Procesal en 
comento.

4.- Finalmente se apercibe a la C. Actuaria para que en 
caso de no diligenciar en sus términos el presente proveído 
se le aplicara la corrección disciplinaria establecida en 
el numeral 35 fracción II del Código de Procedimientos 
Penales del Estado en Vigor. NOTIFÍQUESE Y 
CÚMPLASE.- ASÍ LO PROVEYÓ Y FIRMA LA C. LICDA. 
YESSENIA JUDITH ARRIOLA RAMIREZ, JUEZ INTERINA 
DEL JUZGADO TERCERO DE PRIMERA INSTANCIA 
DEL RAMO PENAL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL 
DEL ESTADO, POR ANTE LA C. LICDA. GUADALUPE 
CABRALES DEL VALLE, SECRETARIA DE ACUERDOS  
CON QUIEN ACTUA Y CERTIFICA…”.-
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Con fundamento en el numeral 99 del Código de 
procedimientos Penales del estado en vigor, notifíquese 
al C. JESUS ALEJANDRO ESTRELLA EUAN, por medio 
de tres edictos consecutivos, que se realice en el Periódico 
Oficial del Gobierno del Estado, como fuera ordenado 
en autos.- Lo que hago constar para los efectos legales 
correspondientes, en la Ciudad y Puerto del Carmen, 
Campeche; a los diecinueve días del mes de Febrero del 
año dos mil dieciséis.

LIC. ERIKA SOFIA QUE METELIN, C. ACTUARIA 
INTERINA ADSCRITO AL JUZGADO TERCERO DEL 
RAMO PENAL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL 
DEL  ESTADO.- LICDA. GUADALUPE CABRALES DEL 
VALLE, SECRETARIA DE ACUERDOS DEL JUZGADO 
TERCERO DEL RAMO PENAL DEL SEGUNDO 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO DEL SEGUNDO 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO.- RÚBRICAS.

CERTIFICA: Que las firmas plasmadas por las firmas son 
autenticas ya que fueron plasmadas de manera personal 
por los LICDS. YESSENIA JUDITH ARRIOLA RAMIREZ, 
GUADALUPE CABRALES DEL VALLE y ERIKA SOFIA 
QUE METELIN.-LO QUE CERTIFICO Y HAGO CONSTAR 
PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR 
EN LA CIUDAD Y PUERTO DEL CARMEN ESTADO DE 
CAMPECHE A LOS VEINTIUN DIAS DEL MES DE ABRIL 
DEL AÑO EN CURSO.

C. SECRETARIA DE ACUERDOS, LICDA. GUADALUPE 
CABRALES DEL VALLE.- RÚBRICA.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO DE CUANTÍA MENOR 
PENAL DE PRIMERA INSTANCIA DEL PRIMER 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO. 

CÉDULA DE NOTIFICACIÓN POR EDICTOS

Folio número: 5071

CIUDADANO: LUIS ARCANGEL MORALES 
TUN(INCULPADO)

DOMICILIO: Calle 57, número 39, entre calles 14 y 16, 
frente a una mueblería Ultrahogar, centro Histórico.

CIUDAD: SAN FRANCISCO DE CAMPECHE. 

En el expediente número 19/14-2015/JCM/P-I, instruido 
en averiguación del delito de AMENAZAS, denunciado por 
ISIS ALONDRA SALGADO MAY, del cual aparece como 
probable responsable LUIS ARCANGEL MORALES TUN, 
el ciudadano Juez dictó un proveído, que a la letra dice:

JUZGADO DE CUANTÍA MENOR PENAL DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO. CASA DE JUSTICIA.- SAN FRANCISCO DE 
CAMPECHE, CAMPECHE; A LOS VEINTE DÍAS DEL 

MES DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL DIECISEIS.

VISTOS: Con el estado que guardan los presentes autos y 
con la diligencia actuarial de numero de folio 4947 de fecha 
04 de marzo de dos mil 2016, misma donde el actuario 
diligenciador informa “me constituí física y legalmente 
al domicilio que obra en autos para notificar a la C. ISIS 
ALONDRA SALGADO MAY (QUERELLANTE), por lo 
que una vez cerciorándome de que me encuentro en el 
domicilio indicado, soy atendida por una persona del sexo 
masculino quien me manifiesta llamarse Pedro de la Cruz 
May Gongora, refiriéndome que la persona a quien ando 
buscando es su nieta, pero que en ese momento no se 
encontraba, pero el podía recibir la notificación, por lo que 
procedo a entregarle la cédula de notificación personal al 
antes citado”. con la nota actuarial de fecha 18 de abril del 
actual. En consecuencia, SE PROVEE: 1) Acumúlese 
a los autos el folio de cuenta para que obre conforme a 
derecho corresponda 2) Ahora bien y observándose en 
autos que mediante proveído de fecha 04 de marzo de 
2016 se le dio vista a la Fiscal y a la querellante la C. ISIS 
ALONDRA SALGADO MAY, para que manifiesten lo que 
a sus derechos corresponda,  sin que hasta la presente 
fecha hayan hecho manifestación alguna; y debido que 
hasta la fecha no se tiene domicilio ni registro alguno 
del C. LUIS ARCANGEL MORALES TUN (ACUSADO) 
donde pueda ser citado legalmente para que comparezca 
a efectos de ejercitar la secuela procesal y siendo que 
ésta autoridad no cuenta con otro domicilio diverso al que 
obra en autos; por consiguiente, y de conformidad con 
los artículos 16 fracción I y II, 17 de la Ley del Periódico 
Oficial del Estado y 99 del Código Procesal de la materia 
vigente en el estado, mismo que a la letra dice: “Art. 99.- 
Si se ignorase el lugar donde reside la persona que 
deba ser notificada, la notificación se hará por edictos 
publicados tres veces consecutivas en el Periódico 
Oficial.”, en virtud de lo anterior el suscrito ordena la 
publicación mediante edictos en el Periódico Oficial del 
Estado para que sea debidamente notificado el C. LUIS 
ARCANGEL MORALES TUN (ACUSADO) y comparezca 
ante este Juzgado de Cuantía Menor Penal el DIA 
DIECISIETE (17) DE MAYO DE DOS MIL DIECISEIS A 
LAS 11:30 HORAS para el desahogo de la AUDIENCIA 
DE DECLARACION PREPARATORIA a cargo del citado 
inculpado, apercibiéndolo que en caso de no comparecer 
el día antes citado, se ordenara el archivo para su guarda 
y conservación. 3) Asimismo y de conformidad con el 
artículo 5 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado,  gírese atento oficio al Director del Periódico 
Oficial del Estado, para efecto de que se sirva notificar al 
C. LUIS ARCANGEL MORALES TUN (ACUSADO); del 
presente acuerdo mediante edictos publicados tres veces 
consecutivas en el Periódico Oficial, anexando la versión 
impresa y  el archivo electrónico, lo anterior para los 
fines legales correspondientes, informándole que deberá 
comparecer ante este Juzgado de Cuantía Menor Penal el 
DIA DIECISIETE (17) DE MAYO DE DOS MIL DIECISEIS 
A LAS 11:30 HORAS para el desahogo de la AUDIENCIA 
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DE DECLARACION PREPARATORIA a cargo del citado 
inculpado, apercibiéndolo que en caso de no comparecer 
el día antes citado, se enviará en expediente al archivo para 
su gurda y conservación. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.- 
ASÍ LO PROVEYÓ Y FIRMA EL LICENCIADO LUIS 
ADOLFO VERA PEREZ, JUEZ DEL JUZGADO DE 
CUANTÍA MENOR PENAL DE PRIMERA INSTANCIA DEL 
PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO, POR ANTE 
EL LICENCIADO MARCOS ANTONIO PEREZ GARCIA, 
SECRETARIO DE ACUERDOS, QUIEN CERTIFICA Y DA 
FE.- CONSTE.-Dos firmas ilegibles.- Rúbricas.- Conste.

Lo que notifico a Usted, por medio de edictos publicados 
por tres veces consecutivas en el Periódico Oficial del 
Estado, de conformidad con el artículo 99 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado en vigor.

San Francisco de Campeche, Campeche a 26 de Abril 
del 2016.- Licenciada Teresa de Jesús Naal Yánez, 
Actuaria de Enlace.- Rúbrica.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO DE EJECUCIÓN PRIMER 
DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO.

CÉDULA DE NOTIFICACIÓN POR EDICTOS

CIUDADANO Emigdalia Cabrera Cruz
DOMICILIO: SE IGNORA

EN EL EXPEDIENTE DE EJECUCIÓN PENAL 140/13-
2014/JEI SEGUIDO A JOSÉ MANUEL TAZ BAUTISTA, 
CON FECHA 21 DE ABRIL DE 2015, EL JUEZ DE 
EJECUCIÓN DICTO EL SIGUIENTE PROVEÍDO:

SE PROVEE

Agréguense a los presentes autos el oficio y 
documentación de referencia para que obren conforme a 
derecho corresponda.

De lo informado por la Directora de Ejecución de Sanciones 
y Medidas de Seguridad y Administración del CE.RE.
SO. de San Francisco Kobén, Campeche en su oficio de 
referencia, se deduce los siguientes datos:

Fecha de ingreso: 19/05/2005.
Fecha de detención: 18/05/2005 según audiencia de 
cómputo de fecha 21/03/2014.
Delito: Violación Equiparada.
Expediente: 227/04-2005/2PI.
Pena: once años de prisión.
Fecha de compurgación: 18/05/2016 según audiencia oral 
de fecha 21/03/2014.
A disposición: Juez de Ejecución.

En atención a la exigencia establecida en el numeral 
16 de la Ley de Ejecución de Sanciones y Medidas de 

Seguridad del Estado, y atendiendo a los principios 
que rigen la  etapa de Ejecución iniciado bajo el nuevo 
esquema de justicia sistema de Justicia Penal de Corte 
Acusatorio y Adversarial, esto es, oralidad, publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación, 
tal como lo establece el numeral 20 de nuestra Carta 
Magna, y con fundamento en el artículo 217 de la Ley de 
Ejecución de Sanciones y Medidas de Seguridad vigente 
en el Estado, se fija el día 18 DE MAYO DE 2016, a las 
9:00 HORAS, la AUDIENCIA ORAL para resolver sobre 
la libertad definitiva del sentenciado JOSÉ MANUEL 
TAZ BAUTISTA, que tendrá verificativo en la sala de 
audiencias “FEDERACIÓN”, ubicada en la carretera 
Campeche-Mérida, Kilometro cinco, en el Poblado de San 
Francisco Kobén, en el edifico donde se encuentran los 
juzgados penales.

Dese vista a las partes con los documentos que integran el 
expediente criminológico del sentenciado JOSÉ MANUEL 
TAZ BAUTISTA, para sus argumentos en la audiencia.
 
Hágase saber a las partes que en caso de requerir 
producción de prueba con el fin de sustentar la concesión 
de la libertad definitiva, la parte oferente deberá anunciarla 
inmediatamente después de haber quedado debidamente 
notificada, en virtud de la cercanía de la fecha antes fijada.

Para el traslado del sentenciado JOSÉ MANUEL TAZ 
BAUTISTA, del lugar de su reclusión a la sala de audiencias 
“FEDERACIÓN”, solicítese a la Directora de Ejecución 
de Sanciones y Administración del CERESO, se haga 
debidamente custodiado, misma vigilancia que deberá 
permanecer durante la audiencia, en el lugar destinado 
para el sentenciado, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 5 fracción IX y 6 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado.

Así mismo, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 
179 de la Ley de Ejecución confírmesele a la Directora 
de Ejecución de Sanciones, que para llevar a cabo la 
audiencia oral fijada, es imprescindible la presencia, entre 
otros, de los funcionarios de la Dirección de ejecución que 
representen a la autoridad penitenciaria para tal efecto. 
Por lo que deberá designar al o los funcionarios que 
acudirán a la misma y por su conducto hacerles de su 
conocimiento la fecha, hora y lugar fijados.

Por lo que respecta a la notificación de la denunciante y 
en  razón de que en autos no obra el domicilio de la misma 
ordenándose en proveído de fecha primero de septiembre 
de 2014, se ordenara que las subsecuentes notificaciones 
deberán realizarse por edictos, atendiendo lo anterior es 
por ello, que se procede a turnar los autos a la notificadora 
adscrita a este juzgado, para efectos de lleve a cabo la 
debida publicación, del presente proveído  por medio de 
edictos, tal y como se encuentra establecido en el artículo 
206 de la Ley de Ejecución de Sanciones y Medidas de 
Seguridad del estado de Campeche, mismo que a letra 
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reza: 

“Cuando se ignore el lugar donde se encuentre la persona 
que. Deba ser notificada, la resolución se le hará saber 
por edictos que se publicarán tres veces en un lapso de 
siete días entre cada publicación, por lo menos, en dos de 
los diarios de circulación generalizara estatal, sin perjuicio 
de ordenar su publicación en un diario de circulación 
nacional y de la adopción de las medidas convenientes 
para localizarlo”

Lo anterior para tener por bien notificado a la denunciante 
Emigdalia Cabrera Cruz, por lo que una vez realizado lo 
anterior, anéxense los periódicos correspondientes, para 
los efectos legales a que haya lugar.
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  ASÍ LO RESOLVIÓ Y 
FIRMA EL MTRO. DAVID BACAB HEREDIA, JUEZ DE 
EJECUCIÓN DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO.

LO ANTERIOR DEBERÁ SER PUBLICADO TRES 
VECES CON UN LAPSO DE SIETE DÍAS ENTRE 
CADA PUBLICACIÓN EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL 
ESTADO, DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO 
EN EL NUMERAL 206 DE A LEY DE EJECUCIÓN DE 
SANCIONES Y MEDIDAS DE SEGURIDAD VIGENTE EN 
EL ESTADO.

LIC. ROSA ISAURA PACHECO UC, NOTIFICADORA 
INTERINA.- RÚBRICA.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO PRIMERO DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL RAMO CIVIL DEL PRIMER DISTRITO 
JUDICIAL DEL ESTADO.

PRIMERA ALMONEDA
E  D  I  C  T  O

Se convocan postores para el remate del bien inmueble 
embargado en el expediente 320/13-2014/1C-I, relativo 
al Juicio Sumario Civil Hipotecario promovido por las 
CC. Rosalía Erminia Torres Mendoza y Rosalía Herminia 
Mendoza Sánchez, en contra de la C. Martina del Carmen 
Pérez Aké, el cual se describe a continuación: 

1.- PREDIO UBICADO EN EL POBLADO DE VILLA 
MADERO DEL MUNICIPIO DE CHAMPOTÓN ENTIDAD 
DE CAMPECHE; SIENDO ESTE EL LOTE NÚMERO 
TRES DE LA MANZANA 58 ZONA 1, CON UNA 
SUPERFICIE DE 944 M2 Y LAS SIGUIENTES MEDIDAS 
Y COLINDANCIAS: AL NORESTE 26.00 MTS CON LOTE 
07 Y 11, AL SURESTE 36.00 MTS CON CALLE 06, AL 
SUROESTE 26.40 MTS CON LOTE 04, AL NOROESTE 
36.00 MTS CON LOTE 05 Y 06. POR TAL MOTIVO EL 
SUSCRITO JUZGADOR, TOMA COMO BASE PARA 
EL REMATE DEL BIEN INMUEBLE DESCRITO LA 

CANTIDAD DE $513,000.00 (SON: QUINIENTOS TRECE 
MIL PESOS 00/100 MN.) Y COMO POSTURA LEGAL 
LA CANTIDAD DE $342, 000.00 (SON: TRESCIENTOS 
CUARENTA Y DOS MIL PESOS 00/100 M.N.).

La subasta pública tendrá lugar en el local de este Juzgado 
Primero Civil de Primera Instancia del Primer Distrito 
Judicial del Estado ubicado en Avenida Patricio Trueba y 
de Regil, sin número, de esta Ciudad de San Francisco de 
Campeche, el día veintisiete de mayo del año dos mil 
dieciséis, a las doce horas.

San Francisco de Campeche, Campeche., a quince 
de abril del dos mil dieciséis.- A T E N T A M E N T E.- 
LICENCIADO LUIS ENRIQUE LANZ GUTIERREZ DE 
VELASCO, JUEZ DEL JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL 
PRIMER DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO.- RÚBRICA.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO PRIMERO DE PRIMERA 
INSTANCIA MERCANTIL DEL SEGUNDO DISTRITO 
JUDICIAL DEL ESTADO.

EDICTO

QUINTA ALMONEDA

SE CONVOCA A POSTORES PARA EL REMATE DEL 
BIEN INMUEBLE EMBARGADO EN AUTOS DEL 
EXPEDIENTE NÚMERO 914/10-2011/1C-II, RELATIVO 
AL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL PROMOVIDO POR 
LOS LICDOS. LUIS FELIPE CHI CANUL, MARÍA JESÚS 
SÁNCHEZ CRUZ Y ORIANA ARACELY MARTÍNEZ 
DOMÍNGUEZ, ENDOSATARIOS EN PROCURACIÓN DE 
LA C. DALIA GARCÍA RODRÍGUEZ EN CONTRA DE LA 
C. ANTONIA ORTEGA MORALES.

EN TAL RAZÓN  Y COMO LO SOLICITA DE 
CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 1411 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO, SE PROCEDE A ANUNCIAR 
EN FORMA LEGAL EN QUINTA ALMONEDA, la venta 
del inmueble ubicado en calle 33-A, No. 11, fracción 
B, entre calle 50-B y 54, colonia burócratas, en esta 
Ciudad, C.P. 24160, propiedad de la C. ANTONIA 
ORTEGA MORALES CARACTERÍSTICAS URBANAS: 
Características de la zona: urbana habitacional y 
comercial; Densidad de construcción: 100%; Tipo de 
construcción dominante: casas habitación, oficinas 
y comercio; Servicios municipales: electricidad, agua 
potable, alumbrado público, aceras,    pavimentos, líneas 
telefónicas y de tele cable, servicios  urbanos municipales.

DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PREDIO: Uso: casa 
habitación; Calidad de la construcción: aceptable; 
número de pisos: una planta; edad aproximada: 15 años; 
calidad del proyecto: no se considera; vida probable: 
25 años; unidades rentables: una; tipos apreciados: 
terreno no inundable, no posee bardas, predomina 
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construcción casa habitación sin mantenimiento.

ESPECIFICACIONES DE ELEMENTOS DE 
CONSTRUCCIÓN: Construcción: losa de cimentación 
de concreto reforzado con acero, muros de block hueco 
15x20x40 junteado con mortero, dalas, castillos y cadenas 
de concreto reforzado con acero, vigas cubre  distribución 
y especificaciones, techumbre lamina estructural de 
asbesto-cemento, aplanados en muros con mortero 
semipulido, pisos de cemento pulido, baños con muebles 
sanitarios económicos, instalación eléctrica visible con 
acometida de 110v, instalación hidráulica completa, 
instalación sanitaria conectada a fosa séptica, incluye 
registro sanitario, bajantes y albañales de pvc, ventanería 
de persianas de fierro y cristal florentino, protectores 
metálicos, puertas de acceso metálicas, pintura vinílica 
con un 50% promedio de aceptación.

Con las siguientes medidas y colindancias: Por su 
frente al sureste mide 6.30 mts.y colinda con la calle 
33-A, por su costado derecho al suroeste mide 1.40 mts 
donde hace un pequeño quiebre hacia el norte donde 
se miden 14.00 mts., haciendo nuevamente un quiebre 
hacia el oeste donde se mide 55 centímetros haciendo 
nuevamente un quiebre hacia el norte donde se miden 
3.60 mts y nuevamente vuelve a hacer un quiebre al oeste 
donde se miden 1.65 mts. haciendo otro quiebre hacia el 
norte que mide 1.60 mts. haciendo un pequeño quiebre 
hacia el noroeste que mide 4.10 mts y colinda con el lote 
11 a nombre de la C. GUADALUPE ARTEAGA MORALES, 
por su espaldar al noroeste mide 3.52 mts. y colinda con 
lote número 15 a nombre de MARÍA CRUZ ARZATE, por 
su costado izquierdo al noroeste mide 25.00 mts. y colinda 
con lote numero 13 a nombre de la C. ANDREA ORTEGA 
HERNÁNDEZ.

SERVIRÁ DE BASE AL REMATE DEL BIEN INMUEBLE 
EMBARGADO ANTERIORMENTE SEÑALADO LA 
CANTIDAD DE $210,225.996 (SON: DOSCIENTOS DIEZ 
MIL DOSCIENTOS VEINTICINCO PESOS 996/100 M.N.), 
RESULTANTE DE LA DEDUCCIÓN DEL DIEZ POR 
CIENTO DE LA CANTIDAD SEÑALADA EN AUTO DE 
FECHA OCHO DE DICIEMBRE DE DOS MIL QUINCE; DE 
CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 475 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES APLICADO 
DE MANERA SUPLETORIA AL CÓDIGO DE COMERCIO 
Y SERÁ POSTURA LEGAL LA QUE CUBRA LAS DOS 
TERCERAS PARTES DE DICHA CANTIDAD. 

LA SUBASTA TENDRÁ LUGAR EN EL LOCAL QUE 
OCUPA ESTE JUZGADO PRIMERO MERCANTIL DE 
ESTE SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO A 
LAS DIEZ  HORAS DEL DÍA VEINTIDOS  DE JUNIO DEL 
DOS MIL DIECISEIS.

CD. DEL CARMEN, CAMPECHE A 7 DE ABRIL DE 
2016.- JUEZA PRIMERA MERCANTIL, LIC. CARMEN 
DORIS DE LA ASUNCIÓN CRUZ LÓPEZ.- SECRETARIA 

DE ACUERDOS INTERINA, LIC. DEIDY MAS BALAM.- 
RÚBRICA.

CONVOCATORIA 54/15-2016/1C-II

CONVÓQUESE A LOS QUE SE CONSIDEREN 
ACREEDORES DE LA SUCESIÓN TESTAMENTARIA 
DEL (LA) SEÑOR (A) JOSÉ DEL CARMEN MENDEZ 
JIMENEZ, QUE FUE VECINO (A) DE ESTA CIUDAD 
DEL CARMEN, CAMPECHE, ME PERMITO HACERLES 
SABER QUE TIENEN EL TERMINO DE SESENTA 
DIAS, PARA  OCURRIR ANTE ESTE H. JUZGADO 
DE LO CIVIL DE ESTA CIUDAD, PARA HACER SUS 
RECLAMACIONES (ARTICULO 1181 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO). 

CD. DEL CARMEN, CAMPECHE A 10 DE MARZO DEL 
2016.- ALBACEA, C. VERONICA MENDEZ PEREZ.- 
RÚBRICA.

PARA PUBLICARSE UNA SOLA VEZ EN EL PERIÓDICO 
OFICIAL DEL ESTADO. 

C  O  N  V  O  C  A  T  O  R  I  A  .

Convocase a los que se consideren con derecho a la 
herencia de EFRAIN CANCHE PACHECO y MARCELINA 
TEC SANTAMARIA y/o MARIA MARCELINA TEC 
SANTAMARIA, quienes fueran vecinos de manera 
correlativamente de Bolonchenticul, Hopelchen, 
Campeche, y Villa de Muna, Muna Yucatán México, para 
que dentro del término de treinta días, comparezcan a 
este Juzgado a deducirlo a partir de la última publicación 
de este edicto. 

SAN FRANCISCO DE CAMPECHE A 29 DE MARZO DE 
2016.- LICENCIADO LUÍS ENRIQUE LANZ GUTIÉRREZ 
DE VELASCO, Juez Primero de lo Civil.- Licenciada 
Zorayda Naal Mendoza, Secretaria de Acuerdos.- 
Rúbricas.

En términos del artículo 1119 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado en vigor, se ordena la publicación de 
tres edictos de diez en diez días, en el Periódico Oficial 
del Gobierno del Estado.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO SEGUNDO DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL RAMO CIVIL DEL SEGUNDO DISTRITO 
JUDICIAL DEL ESTADO.

 CONVOCATORIA  No. 41/15-2016/2C-II.-

EXPEDIENTE No. 431/15-2016/2C-II.-

Convóquese a los que se consideren con derecho a la 
Herencia de RAMON TEJERO OCAÑA; quien fuera 
vecino de esta ciudad del Carmen, Campeche.- Para que 
dentro del término de TREINTA DÍAS, comparezcan ante 
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este Juzgado a deducirlo a partir de la última publicación 
de este Edicto. 

CIUDAD DEL CARMEN, CAMPECHE A 26 DE ABRIL 
DE  2016.- CIUDADANA JUEZA SEGUNDO CIVIL, 
LICENCIADA DOLORES LUCIA ECHAVARRÍA 
LÓPEZ.- CIUDADANA SECRETARIA DE ACUERDOS, 
LICENCIADA PATRICIA MARGARITA FERRER VEGA.- 
RÚBRICAS.

Para su publicación por tres veces de diez en diez días.

LA CIUDADANA PATRICIA MARGARITA FERRER 
VEGA  SECRETARIA DE ACUERDOS DEL JUZGADO 
SEGUNDO DE PRIMERA INSTANCIA DEL RAMO 
CIVIL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO; CERTIFICA: QUE LAS DOS RUBRICAS SON 
ILEGIBLES Y EXACTAS, MISMA CERTIFICACIÓN QUE 
SE EXPIDE, EN CIUDAD DEL CARMEN, CAMPECHE; 
A VEINTISEIS  DÍAS DEL MES DE ABRIL  DEL AÑO 
DOS MIL DIECISEIS, PARA LOS EFECTOS LEGALES 
CORRESPONDIENTES.

CIUDADANA SECRETARIA DE ACUERDOS, 
LICENCIADA PATRICIA MARGARITA FERRER VEGA.- 
RÚBRICA.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 
DE CAMPECHE. JUZGADO SEGUNDO DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL RAMO CIVIL DEL SEGUNDO DISTRITO 
JUDICIAL DEL ESTADO.

CONVOCATORIA  No. 40/15-2016/2C-II.-

EXPEDIENTE No. 431/15-2016/2C-II.-

A los que se consideren acreedores de la Sucesión 
Intestamentaria de quien fuera  RAMON TEJERO 
OCAÑA; me permito comunicarles que tienen el término 
de SESENTA DÍAS para ocurrir ante el Juzgado Segundo 
Civil de Primera Instancia del Ramo Civil del Segundo 
Distrito Judicial del Estado, para hacer sus reclamaciones 
(Artículo 1181 del Código de Procedimientos Civiles del 
Estado en Vigor).-

CIUDAD DEL CARMEN, CAMPECHE A 26 DE ABRIL 
DE  2016.- ALBACEA PROVISIONAL, C. JUANA DEL 
CARMEN TEJERO BENITEZ.- RÚBRICA.

LA CIUDADANA PATRICIA MARGARITA FERRER 
VEGA  SECRETARIA DE ACUERDOS DEL JUZGADO 
SEGUNDO DE PRIMERA INSTANCIA DEL RAMO 
CIVIL DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL 
ESTADO; CERTIFICA: QUE LAS DOS RUBRICAS SON 
ILEGIBLES Y EXACTAS, MISMA CERTIFICACIÓN QUE 
SE EXPIDE, EN CIUDAD DEL CARMEN, CAMPECHE; 
A VEINTISEIS  DÍAS DEL MES DE ABRIL  DEL AÑO 
DOS MIL DIECISEIS, PARA LOS EFECTOS LEGALES 
CORRESPONDIENTES.- 

CIUDADANA SECRETARIA DE ACUERDOS, 
LICENCIADA PATRICIA MARGARITA FERRER VEGA.- 
RÚBRICA.

CONVOCATORIA  No. 39/15-2016/2C-II.-

EXPEDIENTE No. 248/15-2016/2C-II.-

Convóquese a los que se consideren con derecho a la 
Herencia de GEORGINA PEREZ CRUZ Y GREGORIA 
CRUZ DURAN; quienes fueran vecinas de esta ciudad 
del Carmen, Campeche.- Para que dentro del término de 
TREINTA DÍAS, comparezcan a

nte este Juzgado a deducirlo a partir de la última 
publicación de este Edicto.-

CIUDAD DEL CARMEN, CAMPECHE A 11 DE ABRIL 
DE  2016.- CIUDADANA JUEZA SEGUNDO CIVIL, 
LICENCIADA DOLORES LUCIA ECHAVARRÍA 
LÓPEZ.- CIUDADANA SECRETARIA DE ACUERDOS, 
LICENCIADA PATRICIA MARGARITA FERRER VEGA.- 
RÚBRICAS.

Para su publicación por tres veces de diez en diez días.-

LA CIUDADANA PATRICIA MARGARITA FERRER 
VEGA  SECRETARIA DE ACUERDOS DEL JUZGADO 
SEGUNDO DE PRIMERA INSTANCIA DEL RAMO CIVIL 
DEL SEGUNDO DISTRITO JUDICIAL DEL ESTADO; 
CERTIFICA: QUE LAS DOS RUBRICAS SON ILEGIBLES 
Y EXACTAS, MISMA CERTIFICACIÓN QUE SE EXPIDE, 
EN CIUDAD DEL CARMEN, CAMPECHE; A ONCE  DÍAS 
DEL MES DE ABRIL  DEL AÑO DOS MIL DIECISEIS, PARA 
LOS EFECTOS LEGALES CORRESPONDIENTES.- 

CIUDADANA SECRETARIA DE ACUERDOS, 
LICENCIADA PSTRICIA MARGARITA FERRER VEGA.- 
RÚBRICA.

C O N V O C A T O R I A

EXPEDIENTE NÚMERO 86/2015-2016/I-I-III

A LOS QUE SE CONSIDEREN CON DERECHO A LA 
HERENCIA DE QUIEN EN VIDA RESPONDIERA AL 
NOMBRE DE BARTOLO VELA FLORES,  PARA QUE 
DENTRO DE TREINTA DIAS HABILES COMPAREZCAN 
ANTE ESTE JUZGADO PRIMERO MIXTO CIVIL, 
FAMILIAR Y MERCANTIL DEL TERCER DISTRITO 
JUDICIAL DEL ESTADO, A DEDUCIRLO A PARTIR DE 
LA ULTIMA PUBLICACION DE ESTE EDICTO QUE SE 
PUBLICARA POR TRES VECES DE DIEZ EN DIEZ DIAS, 
DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO  1119 DEL 
CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO. 

ESCARCEGA, CAMP, A 8 DE ABRIL DEL 2016.- M. 
EN D. ANTONIO CAB MEDINA, JUEZ PRIOMERO 
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MIXTO CIVIL-FAMILIAR-MERCANTIL.- LIC. FATIMA 
C. MIJANGOS CONTRERAS, SECRETARIA DE 
ACUERDOS INTERINA.- RÚBRICAS.

EDICTO

En cumplimiento de lo dispuesto en el Capítulo III Tercero, 
Sección Segunda, Artículos 32 (treinta y dos), 33 (treinta 
y tres) y 34 (treinta y cuatro) de la Ley del Notariado para 
el Estado de Campeche vigente, se convoca a quienes 
se consideren con derecho a la herencia del extinto señor 
LUIS FERNANDO VERA HERNÁNDEZ, quien falleciera 
en esta Ciudad del Carmen, Campeche, el día 2 dos de 
septiembre de 2012 dos mil doce, para que en el término 
de 30 (treinta) días después de la última publicación de 
este Edicto, comparezcan a deducirlo. Igualmente se cita 
a todos los Acreedores para que dentro de dicho término 
comparezcan presentando los documentos en que funden 
sus derechos. El Juicio Sucesorio Intestamentario se 
radicó mediante Escritura Pública número 381, con fecha 
15 de marzo de 2016, en la Notaría Pública Número Doce 
de este Segundo Distrito Judicial del Estado, a mi cargo, 
ubicada en Calle 24, número 67-A, entre 37 y 35, Colonia 
Centro de esta Ciudad.

Cd. del Carmen, Cam., a 2 de abril de 2016.- EL NOTARIO 
PÚBLICO NÚMERO DOCE, LIC. JAIME ANTONIO 
BOETA TOUS.- R.F.C. BOTJ-590824-I53.- CED.PROF.
No.1739931.- RÚBRICA.

E D I C T O

Con fundamento en lo dispuesto en los Artículos 32 y 33 
Fracciones I y II  y demás relativos de la Ley del Notariado 
de Campeche en Vigor, se convoca a todos los que se 
consideren con derecho a la herencia de quien en vida 
respondiera al nombre de JOSE GUADALUPE PAVON 
DOMINGUEZ, quien  falleció el día 01 primero de Agosto 
de 1992 mil novecientos noventa y dos.

Para que en el término de 30 treinta días, comparezcan a 
deducirlo, Igualmente se cita a todos los acreedores para 
que dentro de dicho término comparezcan presentando 
los documentos en que funden sus derechos.

El Juicio Sucesorio intestamentario que se radicó en la 
Notaría Número Trece, a mi cargo, de este Segundo Distrito 
Judicial del Estado, por medio de la escritura número 24 
VEINTICUATRO, de fecha 14 catorce de Enero de 2016 
dos mil quince; y fue designado y aceptado el cargo 
como albacea de dicha Sucesión INTESTAMENTARIA 
a la señora VIOLETA GARCIA REJON, quien protestó 
desempeñar el cargo fiel y cumplidamente.

Cd. del Carmen, Campeche a  14 catorce de Abril de 2016 
dos mil dieciséis.- EL NOTARIO PUBLICO NUMERO 
TRECE, LIC. SERGIO AYALA FERNÁNDEZ DEL 
CAMPO.- AAFS-570407-RW4.- CED. PROF. 6055801.- 
RÚBRICA.

EDICTO NOTARIAL

En Acta número Ciento noventa (190) otorgada ante Mí, 
de fecha Doce de Abril del dos mil dieciséis, se denunció 
la Sucesión Intestamentaria a bienes de quien en vida 
respondiera al nombre de AMADA DEL CARMEN 
CASTILLO BORGES, quien fuera vecina de esta ciudad; 
por  el ciudadano ROGER ABEL ALONZO CASTILLO, 
por lo que en cumplimiento a lo dispuesto en la fracción II 
del articulo 33 de la Ley del Notariado para el Estado de 
Campeche, en vigor, se convoca a los que se consideren 
con derechos hereditarios, y a los acreedores del autor de 
la herencia, para que se presenten a la Notaria Publica 
numero Treinta y Siete de esta Ciudad Capital, a deducir 
sus derechos dentro del término de treinta días a partir de la 
última publicación de este edicto, misma que se efectuara 
por tres veces de diez en diez días cada una, presentando 
los documentos en que se funden sus derechos.

San Francisco de Campeche, Camp. a 12 de Abril del 
2016.- LIC. MONICA PATRICIA RODRIGUEZ CASTILLO, 
SUSTITUTO DE LA NOTARIA PUBLICA 37.- CALLE 16 
NUMERO 291  ENTRE 57 Y 59 COLONIA CENTRO.- 
RFC ROCM8302283W2.- RÚBRICA.

EDICTO NOTARIAL

En la Notaría Pública número Diez de este Primer Distrito 
Judicial del Estado a mi encargo, fue denunciada la 
Sucesión Intestamentaria de quien en vida respondiera 
a los nombres de GUADALUPE BONILLA Y/O JOSE 
GUADALUPE BONILLA Y/O JOSE GUADALUPE 
BONILLA TUN Y/O JOSE GUADALUPE CANDELARIO 
BONILLA, vecino de esta Ciudad, por su hija MARÍA 
GUADALUPE BONILLA NOZ, en cumplimiento de los 
artículos 32 y 33 de la Ley del Notariado para el Estado 
de Campeche, se CONVOCA a todas las personas que 
se consideren con derecho a la herencia y acreedores 
para que dentro del término de 30 días después de la 
última publicación, comparezcan a deducirlo presentado 
los documentos en que funden sus derechos, ante esta 
Notaría Pública ubicada en la calle 10 No. 86 Plazuela de 
San Francisco de esta Ciudad.

San Francisco de Campeche, Cam., Abril 22 de 2016.- 
LIC. ROGER FRANCISCO MEDINA GÓNGORA, 
R.F.C. MEGR591023F18.- NOTARIA PÚBLICA NO 10.- 
RÚBRICA.


